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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Allende Bussi, Isabel

--Alvear Valenzuela, Soledad

--Bianchi Chelech, Carlos

--Cantero Ojeda, Carlos

--Chadwick Piñera, Andrés

--Chahuán Chahuán, Francisco

--Coloma Correa, Juan Antonio

--Escalona Medina, Camilo

--Espina Otero, Alberto

--Frei Ruiz-Tagle, Eduardo

--García Ruminot, José

--Girardi Lavín, Guido

--Gómez Urrutia, José Antonio

--Horvath Kiss, Antonio

--Kuschel Silva, Carlos

--Lagos Weber, Ricardo

--Larraín Fernández, Hernán

--Larraín Peña, Carlos

--Letelier Morel, Juan Pablo

--Muñoz Aburto, Pedro

--Navarro Brain, Alejandro

--Novoa Vásquez, Jovino

--Orpis Bouchón, Jaime

--Pérez Varela, Víctor

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Quintana Leal, Jaime

--Rincón González, Ximena

--Rossi Ciocca, Fulvio

--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Sabag Castillo, Hosaín

--Tuma Zedán, Eugenio

--Uriarte Herrera, Gonzalo

--Walker Prieto, Ignacio

--Walker Prieto, Patricio

--Zaldívar Larraín, Andrés

Concurrieron, además, los Ministros Secretario General de la Presidencia, señor Cristián Larroulet Vignau y de Salud, señor Jaime Mañalich Muxi.
Actuó de Secretario el señor Mario Labbé Araneda, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.
II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:18, en presencia de 20 señores Senadores.

El señor GIRARDI (Presidente).- En el nombre de Dios, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor GIRARDI (Presidente).- Las actas de las sesiones 1ª y 3ª, ambas ordinarias, en 15 y 16 de marzo del presente año, y de la sesión 2ª, especial, en 16 de marzo, se encuentran en Secretaría a disposición de los señores Senadores, hasta la sesión próxima, para su aprobación. 

IV. CUENTA

El señor GIRARDI (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes



Dos de Su Excelencia el Presidente de la República:



Con el primero retira y hace presente la urgencia, calificada de “suma”, respecto del proyecto de ley que regula el tratamiento tributario de los instrumentos derivados (boletín N° 7.194-05).



Con el segundo retira la urgencia que hiciera presente para el despacho del proyecto de ley, iniciado en moción del Senador señor Orpis, que establece el “Día de la adopción y del que está por nacer” (boletín N° 7.254-07).



--Quedan retiradas las urgencias, se tiene presente la nueva calificación y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios



Cinco de la Honorable Cámara de Diputados:



Con los dos primeros informa que aprobó los siguientes asuntos:



1.- Proyecto que introduce, en la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, normas para fortalecer el trabajo parlamentario (boletín N° 7.127-07)(Véase en los Anexos, documento 1).



--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



2.- Proyecto de ley que regula el tratamiento tributario de los instrumentos derivados, con urgencia calificada de “suma” (boletín N° 7.194-05) (Véase en los Anexos, documento 2).



--Pasa a la Comisión de Hacienda.



Con el tercero comunica que ha tomado conocimiento del rechazo del Senado al proyecto de ley que establece un programa de intervención en zonas con presencia de polimetales en la comuna de Arica y remite la nómina de los señores Diputados que integrarán la Comisión Mixta (boletín N° 6.810-12) (Véase en los Anexos, documento 3).



--Se toma conocimiento y se manda agregar el documento con sus antecedentes.



Con el cuarto informa que ha prestado su aprobación a las enmiendas propuestas por el Senado al proyecto de ley que otorga un bono a los cónyuges que cumplan cincuenta años de matrimonio (boletín N° 7.074-05).



Con el último comunica que aprobó la designación del contador auditor del Comité de Auditoría Parlamentaria.



--Se toma conocimiento y se manda archivar los documentos junto a sus antecedentes.



De la Excelentísima Corte Suprema, con el que, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 77 de la Constitución Política, emite su parecer respecto del proyecto de ley, iniciado en moción de los Senadores señores Navarro, Gómez y Muñoz Aburto, sobre competencia de los tribunales militares tratándose de delitos establecidos en el Código Aeronáutico (boletín N° 7.432-07).



--Se toma conocimiento y se manda agregar el documento a sus antecedentes.



Tres del Excelentísimo Tribunal Constitucional:



Con los dos primeros remite copia autorizada de las resoluciones dictadas en las acciones de inaplicabilidad por inconstitucionalidad del artículo 2°, inciso primero, de la ley N° 20.285; 38 ter de la ley N° 18.933; 2°, incisos segundo y final, de la ley N° 20.015; 199 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2005, del Ministerio de Salud, y 22 de la Ley sobre Efecto Retroactivo de las Leyes.



--Se toma conocimiento y se remiten los documentos a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Con el último envía copia autorizada de la sentencia definitiva dictada en el ejercicio del control de constitucionalidad del proyecto de ley que tipifica los delitos de tráfico ilícito de migrantes y trata de personas y establece normas para su prevención y más efectiva persecución criminal (boletín N° 3.778-18).



--Se toma conocimiento y se manda agregar el documento a sus antecedentes.



De la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo, con el que da respuesta al requerimiento de antecedentes enviado en nombre de la Senadora señora Rincón, en relación con el monto de los subsidios entregados a 23 beneficiarios de viviendas, en la ciudad de Talca.



De la señora Ministra de Bienes Nacionales, con el que contesta la petición de antecedentes remitida en nombre del Senador señor Navarro, en lo referente al avance de las solicitudes de entrega de títulos de dominio en Isla Santa María, comuna de Coronel.



Del señor Subsecretario General de la Presidencia, con el que responde a una petición enviada en nombre del Senador señor Bianchi, para dar trámite legislativo a un proyecto de ley que exime del impuesto al valor agregado a los prestadores de servicios básicos domiciliarios de las Regiones Undécima y Duodécima.



De la señora Secretaria Ministerial de Salud de la Región Metropolitana, con el que atiende a la solicitud de antecedentes remitida en nombre de la Senadora señora Alvear, relativa a la persistencia de malos olores que afectan a la comuna de Paine.



Del señor Director del Servicio Agrícola y Ganadero de la Región de Aysén, con el que da respuesta a un oficio enviado en nombre del Senador señor Horvath, respecto de la situación que afecta a la empresa Comercial Mañihuales, de esa Región.



--Quedan a disposición de los señores Senadores.

Informes



De la Comisión de Relaciones Exteriores, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que faculta a los Ministerios de Relaciones Exteriores; Hacienda; Economía, Fomento y Turismo, y al Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, para integrarse al Directorio de la Fundación Imagen de Chile, con urgencia calificada de “suma” (boletín N° 6.759-10) (Véase en los Anexos, documento 4).



Segundo informe de la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que implementa la medida de conservación 10-8 (2006), de la Comisión de los Recursos Vivos Marinos Antárticos, con urgencia calificada de “simple” (boletín N° 7.309-21) (Véase en los Anexos, documento 5).



De la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en el proyecto de reforma constitucional, iniciado en moción de los Senadores señores Larraín (don Hernán), García, Letelier, Sabag y Pérez Varela, en primer trámite constitucional, sobre negociación colectiva y derecho a huelga de los funcionarios públicos (boletín N° 7.293-07) (Véase en los Anexos, documento 6).



--Quedan para tabla.



De la Comisión de Salud, recaído en el proyecto de acuerdo de los Senadores señores Navarro, Lagos, Quintana y Rossi, con el que solicitan al Ejecutivo adoptar medidas respecto del uso de extintores de incendio (boletín Nº S 1.331-12) (Véase en los Anexos, documento 7).



--Queda para el Tiempo de Votaciones de la sesión ordinaria respectiva.

Mociones



Dos del Senador señor Chahuán, con las que da inicio a los siguientes asuntos:



1.- Proyecto de ley sobre jornada de trabajo de los adultos mayores (boletín N° 7.548-13) (Véase en los Anexos, documento 8).



2.- Proyecto de ley que establece el contrato del trabajador adulto mayor (boletín N° 7.549-13) (Véase en los Anexos, documento 9).



--Pasan a la Comisión de Trabajo y Previsión Social.



De los Senadores señor Letelier, señora Allende y señores Gómez y Navarro, por medio de la que inician un proyecto de ley sobre cohecho en gestiones ante la autoridad ambiental (boletín N° 7.551-12) (Véase en los Anexos, documento 10).



De los Senadores señor Letelier, señora Allende y señores Girardi y Gómez, con la cual dan inicio a un proyecto de ley sobre beneficios y publicidad respecto de proyectos en proceso de calificación ambiental (boletín N° 7.552-12) (Véase en los Anexos, documento 11).



--Pasan a la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales.

Proyectos de acuerdo



De los Senadores señores Chahuán y Larraín (don Hernán), sobre restablecimiento de derecho en beneficio del Sindicato de Folkloristas y Guitarristas de Chile (boletín Nº S 1.342-12) (Véase en los Anexos, documento 12).



De los Senadores señores Chahuán y Girardi, referido a la inclusión de la enfermedad de Crohn en el Régimen de Garantías Explícitas de Salud (boletín Nº S 1.343-12) (Véase en los Anexos, documento 13).



--Quedan para el Tiempo de Votaciones de la sesión ordinaria respectiva.

Comunicaciones



De la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, con la que informa que eligió como su Presidente al Honorable señor Ruiz-Esquide.



De la Comisión de Relaciones Exteriores, con la que señala que eligió como su Presidente al Honorable señor Tuma.



De la Comisión de Minería y Energía, con la que expresa que eligió como su Presidente al Honorable señor Cantero.



De la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales, con la que manifiesta que eligió como su Presidente al Honorable señor Navarro.



De la Comisión de Defensa Nacional, con la cual indica que eligió como su Presidente al Honorable señor Prokurica.



--Se toma conocimiento.

El señor GIRARDI (Presidente).- Terminada la Cuenta.

ACUERDOS DE COMITÉS

El señor GIRARDI (Presidente).- El señor Secretario dará lectura a los acuerdos de Comités.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Los Comités, en reunión celebrada el día de hoy, acordaron por unanimidad lo siguiente:



1.- Fijar un nuevo plazo para presentar indicaciones al proyecto de ley sobre antenas emisoras de servicios de telecomunicaciones, hasta el lunes 4 de abril, a las 13.



Las indicaciones tienen que presentarse en la Secretaría de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones.



2.- Celebrar una sesión especial el miércoles 6 de abril, de 11:30 a 14, con la finalidad de recabar antecedentes y analizar los alcances de un conjunto de acciones del actual Gobierno en relación con el desarrollo, la promoción y el incentivo de la energía nuclear, e invitar a ella al señor Biministro de Minería y Energía y al Director Ejecutivo de la Comisión Chilena de Energía Nuclear.



3.- Comunicar que los Comités Unión Demócrata Independiente y Renovación Nacional rendirán homenaje al ex Senador señor Jaime Guzmán con motivo del vigésimo aniversario de su fallecimiento, en la sesión ordinaria del martes 5 de abril, a continuación de la Cuenta,



4.- Disponer que, una vez presentados los proyectos de acuerdo, se voten directamente por la Sala en la sesión ordinaria que corresponda, salvo que, al momento de dar cuenta de ellos, un Comité solicite que sean informados por una Comisión. En este último caso, si la Comisión no emitiera su informe en el plazo de 15 días hábiles, el proyecto de acuerdo se incluirá en la tabla de la sesión ordinaria respectiva.



Sin perjuicio de lo anterior, si en la sesión en que se dé cuenta de uno de estos proyectos de acuerdo un Comité solicita que se vote, ello se resolverá de inmediato por la Sala.



Por último, se recomienda a los señores Senadores que al firmar un proyecto de acuerdo coloquen su apellido, con el objeto de facilitar su individualización.



5.- Tratar en esta sesión, como si fueran de Fácil Despacho, los proyectos signados con los números 7 y 9.



6.- Tratar, en primer lugar del Orden del Día, la iniciativa que figura en el número 3, esto es, la que crea un mecanismo transitorio de adopción de acuerdos de los copropietarios en los sectores medios; y, en segundo término, el proyecto que se encuentra en el número 5, que permite el acceso uniforme a las licencias profesionales cumpliendo los requisitos exigidos en la Ley de Tránsito, con informe de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones.



7.- Poner en el primer lugar del Orden del Día de la sesión ordinaria de mañana el proyecto que figura en el número 2 de la tabla de hoy.

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, no entendí cómo quedó finalmente la tabla. ¿Cuándo se verá el proyecto sobre otorgamiento y uso de licencias médicas? 

El señor LARRAÍN.- ¡Ahora, en tercer término!

El señor GIRARDI (Presidente).- Se verá hoy, en ese lugar, señor Senador.

El señor PIZARRO.- Entonces, ¿con cuál partimos?

El señor GIRARDI (Presidente).- Con el proyecto que figura en el número 7 para seguir con el 9. Después el 3 de la tabla.

)------------(

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, se retiró de la tabla el proyecto que se hallaba en el número 2, esto es, el que regula el cierre de faenas e instalaciones mineras.

El señor GIRARDI (Presidente).- Quedó para ser analizado en el primer lugar de la sesión ordinaria de mañana,  señor Senador.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, ¿es posible que tal iniciativa también sea vista por la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales?



Lo pregunto porque esta no solo es una materia relativa a minería; fundamentalmente dice relación a impacto ambiental. Y en la Comisión correspondiente no la hemos conocido. 



En consecuencia, pido que el proyecto en cuestión se envíe a la Comisión de Medio Ambiente, a objeto de que lo analice antes de que sea votado por la Sala.



Entiendo que se encuentra en su segundo trámite. Es susceptible de indicaciones. De lo contrario, tendríamos que presentarlas en la Sala.



Señor Presidente, creo pertinente que, por tratarse del cierre de faenas -no hablamos de explotación, sino de cierre, materia que siempre ha estado condicionada a parámetros medioambientales-, ello sea visto por la Comisión de Medio Ambiente.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Rossi.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, en relación con el proyecto sobre cierre de faenas e instalaciones mineras, me gustaría hacer los siguientes comentarios.

El señor ROSSI- ¡Señor Presidente, solicité la palabra!

El señor ORPIS.- En primer lugar, nos hallamos en la discusión particular; es decir, ya se aprobó la idea de legislar y el plazo para presentar indicaciones se agotó.



En segundo término, se formó un equipo técnico, integrado por miembros de la Concertación y de la propia Alianza, quienes trabajaron junto con el Gobierno. 



Además, el proyecto fue aprobado unánimemente tanto por la Comisión de Minería como por la de Hacienda.



Entonces, aunque la petición a mi juicio es válida, es completamente extemporánea.



Se trata de una iniciativa fundamental para abordar lo relativo a los pasivos ambientales en materia minera. 



De manera que me opongo a que vaya a la Comisión de Medio Ambiente, por encontrarnos en la etapa final de la tramitación.



Las Comisiones -como señalé- aprobaron el proyecto en forma unánime, y su texto obedece a un acuerdo político de todos los sectores.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Rossi.

El señor ROSSI.- Señor Presidente, hay un serio problema con el sistema de audio -podría arreglarse-, porque, al fallar el micrófono, produce confusión en el uso de la palabra.



Me llama la atención que, una vez más, el proyecto de ley que figura en primer lugar fuese pospuesto, por lo que su despacho será dilatado, ya que antes de él se tratarán dos iniciativas como si fueran de Fácil Despacho. Me refiero a la normativa sobre otorgamiento y uso de licencias médicas.



No sé cuál será la razón para ello, señor Presidente. Porque se trata de una materia superimportante.

El señor GIRARDI (Presidente).- Quiero hacer una aclaración, señores Senadores: si bien habría sido interesante que el proyecto al que se refirió el Senador Navarro fuera visto por la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales, los Comités acordaron en forma unánime -Su Señoría participó en esa reunión- incorporarlo en el primer lugar del Orden del Día de mañana.



Por consiguiente, las indicaciones deberán presentarse en esa oportunidad.



Tiene la palabra el Senador señor Bianchi.

El señor BIANCHI.- Señor Presidente, en la misma línea planteada por Su Señoría, debo decir que el acuerdo fue adoptado hace poco rato por los Comités en forma unánime.



Es más, el Senador Hernán Larraín pidió expresamente tratar el proyecto en el primer lugar del Orden del Día de mañana en presencia -lo que es probable- del propio Biministro de Minería y Energía.



A ello hay que agregar que todas las indicaciones fueron consensuadas y recogidas por el Ejecutivo. De modo que mañana -según entiendo- corresponde votar.

El señor GIRARDI (Presidente).- Señores Senadores, el artículo 19 del Reglamento dispone: “Ningún Senador podrá oponerse a los acuerdos adoptados, dentro de su competencia, por la unanimidad de los Comités.”.



A lo mejor, en su momento, el asunto debió haber sido visto también por la Comisión de Medio Ambiente. Pero eso no fue solicitado así; y ahora existe un acuerdo para votarlo mañana.



Tiene la palabra el Senador señor Horvath.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, quiero aclarar a la Sala que esta iniciativa se refiere -como me informan miembros de la Comisión- a la regulación del cierre de faenas mineras, la que se plantea para las futuras instalaciones y para las que actualmente se hallan funcionando. No busca resolver la situación de los pasivos ambientales. Para ello se requiere un proyecto distinto. Entiendo que en tal materia hay trabajos comprometidos: confeccionar un listado, un registro; darle prioridad al asunto, y actuar respaldados por la Ley de Presupuestos.



Gracias.

V. ORDEN DEL DÍA

FACULTAD A PADRE Y MADRE, INDISTINTAMENTE, PARA APERTURA DE CUENTAS DE AHORRO A FAVOR DE HIJOS 

El señor GIRARDI (Presidente).- Según lo acordado por los Comités, corresponde tratar en primer lugar, como si fuera de Fácil Despacho, el proyecto de ley, iniciado en moción de las Senadoras señoras Rincón, Allende, Alvear y Pérez San Martín, que permite al padre y a la madre, indistintamente, abrir cuentas de ahorro a favor de sus hijos, con informe de la Comisión de Hacienda.



--Los antecedentes sobre el proyecto (7519-05) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley: (moción de las Senadoras señoras Rincón, Allende, Alvear y Pérez San Martín).


En primer trámite, sesión 93ª, en 9 de marzo de 2011.


Informe de Comisión:


Hacienda: sesión 3ª, en 16 de marzo de 2011.
El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo principal de la iniciativa es establecer que, independiente de quien tenga la patria potestad, tanto el padre como la madre podrán abrir cuentas de ahorro a favor de sus hijos menores de edad.



La Comisión de Hacienda discutió el proyecto solamente en general y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus integrantes, Senadores señores Escalona, Frei (don Eduardo), Kuschel, Lagos y Novoa. 



El texto de la iniciativa se transcribe en el informe correspondiente.



Finalmente, cabe señalar que el mencionado órgano técnico deja constancia de que al inicio de la discusión particular recibirá en audiencia a los representantes de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, de la Asociación Nacional de Bancos y del BancoEstado.

El señor GIRARDI (Presidente).- En discusión general.



Tiene la palabra el Senador señor Escalona.

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, antes de entregar la Presidencia de la Comisión de Hacienda al Honorable señor Frei, me correspondió encabezar la sesión donde se analizó este proyecto, iniciado en moción de cuatro señoras Senadoras -tanto de Gobierno como de Oposición-, mediante la cual buscan subsanar una omisión legal que provoca un menoscabo a la madre al no permitirle abrir cuentas de ahorro para sus niños. 



Dicha moción plantea incluir un nuevo artículo 156 bis en la Ley General de Bancos, del siguiente tenor: “Las cuentas de ahorros para menores de edad (...) podrán ser abiertas por el Padre o por Madre independiente de quien tenga la patria potestad del menor de edad.”.



La propuesta, que fue bien recibida por la Comisión y aprobada por la unanimidad de sus miembros, constituye un aporte de las parlamentarias tendiente a avanzar hacia la modernización de nuestra legislación y la superación, no solo de odiosas discriminaciones explícitas en diferentes cuerpos legales del país, sino también de omisiones en la ley, igualmente odiosas. 



Por lo tanto, la presente normativa, además de ayudar a la apertura de cuentas de ahorro, causando un bien inmediato y pecuniario a los hijos, significa un avance civilizador, por cuanto un cuerpo legal que establecía una situación de disparidad en perjuicio de la madre se modifica con un criterio de equidad de género.



Por tal motivo, la Comisión de Hacienda aprobó por unanimidad el proyecto, iniciado en moción de las Senadoras señoras Rincón, Allende, Alvear y Pérez San Martín.



He dicho.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Kuschel.

El señor KUSCHEL.- Señor Presidente, el proyecto que nos ocupa tuvo su origen en un reclamo que recibió una señora Senadora por parte de una madre que no pudo abrir una libreta de ahorro en el Banco del Estado, en circunstancias de que sí se puede en otras entidades bancarias.



Por eso las Honorables colegas presentaron la moción, cuyo contenido, a mi juicio, aclara la situación descrita para todos los casos.



Por otra parte, solicito que se mejore la redacción del nuevo artículo 156 bis -lo hice presente en la Comisión, pero veo que el texto comparado no lo consigna- a fin de que diga: “podrán ser abiertas por el Padre o por la Madre” -falta el artículo “la”- “independiente de quien tenga la patria potestad del menor de edad.”.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Allende.

La señora ALLENDE.- Señor Presidente, lamento haber llegado un poco tarde. Me encontraba en una reunión con un Ministro. Pero alcancé a escuchar la parte final de la intervención del Senador señor Escalona. Y, por supuesto, adhiero a sus palabras. 



Junto con las Senadoras Alvear, Rincón y Pérez San Martín, con mucho entusiasmo presentamos la moción que dio origen al proyecto en debate, que persigue algo muy simple, como aquí se ha explicado: modificar la legislación para señalar expresamente que, independiente de quien tenga la patria potestad, tanto el padre como la madre podrán abrir cuentas de ahorro a favor de sus hijos menores de edad.



Esto, que parece un cambio tan sencillo, reviste gran relevancia. No hay ninguna duda -y cualquier estudio lo demostraría- de que a las madres, en general, les cabe una tremenda responsabilidad con sus hijos. Ellas están bastante más vinculadas a todo lo concerniente al cuidado de los niños. Por tanto, constituía una enorme injusticia que los bancos, discriminando, no aceptaran que pudieran abrirles cuentas de ahorro.



Considero que la iniciativa es un avance notable, una forma de igualar un derecho. Pero, sobre todo, favorece a los niños. 



No me cabe duda -reitero- de que, si se realizara una encuesta rápida, resultaría evidente que las madres están más preocupadas del cuidado de los niños, de su educación y de su futuro. No digo que los padres no lo estén, pero en nuestro sistema la corresponsabilidad en este plano, en general, no es tan equitativa. Más bien, la obligación la asume la madre. 



Por lo mismo, nos pareció adecuado que algo tan sencillo como lo planteado quedara consignado en la ley. 



Señor Presidente, nos alegramos muchísimo de que la Comisión de Hacienda haya aprobado la idea de legislar, y por unanimidad. Y pedimos a la Sala que proceda de igual modo, para así despachar el proyecto rápidamente.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Bianchi.

El señor BIANCHI.- Señor Presidente, participo de modo entusiasta de la idea propuesta, que llama poderosamente la atención.



Sin embargo, de lo señalado por el Senador señor Kuschel, me asalta una duda. Si entendí bien -pido que se me corrija si estoy equivocado-, Su Señoría manifestó que una madre acudió al BancoEstado -ya no es “del Estado”: ¡seguramente le borraron el “del” para después colocarle “S.A.”...!; pero ese es otro tema- y allí se le negó la posibilidad de abrir una cuenta de ahorro, pero sí pudo hacerlo en otro banco de la plaza.



Entonces, no sé si el problema de prohibir que una mamá abra una cuenta a un hijo es solo del BancoEstado o de toda la banca.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Alvear.

La señora ALVEAR.- Señor Presidente, el proyecto de ley en discusión es de gran importancia. 



Todos hemos conocido varios casos al respecto. En lo personal, me han llegado muchos de ellos, por razones obvias. En temas que afectan a la mujer, normalmente las personas se acercan a las Senadoras. Por eso la moción lleva las firmas de la totalidad de las parlamentarias de la Cámara Alta.



Resulta completamente absurdo al día de hoy, cuando existe un número significativo de mujeres que trabajan, que la madre no pueda abrir una cuenta de ahorro a favor de su hijo. ¡Es completamente absurdo!



¡Cómo no va a ser mejor para el niño! Desde el punto de vista de su interés superior, ojalá el papá abra una y la mamá, otra. Porque ello va a significar un futuro mejor para el hijo, dado que se le está ahorrando para su educación, etcétera. 



Entonces, tal inhabilidad de la madre para abrir una cuenta bancaria es del todo ilógica.



Además, en nuestro país existe una gran cantidad de mujeres jefas de hogar que no tienen regularizada la tuición de sus hijos. Ellas también se ven afectadas por dicha situación. 



Detectado el hecho descrito, tan obvio y perjudicial para tantas mujeres, las Senadoras, encabezadas por la colega Rincón, presentamos la moción que dio origen al proyecto. Esperamos que reciba el apoyo, ojalá unánime, de la Sala, con el objeto de subsanar un problema que, cuando se revisa, parece tan absurdo. 



Probablemente ha sido una dejación de todos no haberlo advertido y no modificar las normas respectivas para resolverlo. 



Por ello, señor Presidente, sería del mayor agrado, no solo para quienes nos encontramos aquí presentes, sino para tantas mujeres interesadas en la materia, que la iniciativa se aprobara, espero que por unanimidad, en la Sala. 



He dicho. 

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Rincón. 

La señora RINCÓN.- Señor Presidente, un colega me decía hace un rato: “Yo no he tenido inconveniente para abrirles cuentas de ahorro a mis hijos”. ¡Claro, es hombre! El problema se les presenta a las mujeres. ¿Por qué? Por una interpretación errada de la norma pertinente. 



No me voy a extender al respecto. Ya lo han mencionado otros Senadores. Se confunde la tuición de los menores con la facultad aludida. Los bancos no ahondan mayormente en ello. Por eso se da la paradoja de que las mujeres no pueden abrir cuentas de ahorro a sus hijos, de manera especial en el BancoEstado, como señaló el Honorable señor Bianchi. 



En todo caso, la apertura de ese tipo de cuentas (con seguros asociados, para los estudios futuros de los menores) es una idea que está proliferando en otras instituciones bancarias. 



Se trata de una iniciativa bastante sencilla. Fue discutida por la Comisión de Hacienda la semana pasada, donde se acordó citar para el debate en particular a los representantes del BancoEstado, de la Asociación Nacional de Bancos y de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, a fin de conocer su opinión sobre la materia. 



Más allá de eso, señor Presidente, la realidad constatada hoy es que las madres trabajadoras no pueden abrir cuentas de ahorro a sus hijos, lo cual representa un problema, no solo para ellas y sus niños sino para todas las familias.



Que el Ejecutivo envíe un proyecto de ley respecto del posnatal, donde se establece la posibilidad de que los padres también ejerzan tal derecho, creemos que apunta en la línea correcta: hacer a hombres y mujeres responsables del cuidado de los niños, compartir la paternidad y la maternidad; pero, obviamente, en igualdad de condiciones. 



La iniciativa en debate también se orienta en el sentido correcto. 



Por eso abordamos el tema las Senadoras. Y hacían bromas algunos colegas por esta unión de mujeres legisladoras. 



Tal propuesta puede parecer muy insignificante o pequeña, pero, una vez corregida por el Parlamento marcará una diferencia en la vida de miles de familias. 



Por lo tanto, pedimos que se apruebe la idea de legislar. Todas las correcciones que se requiera introducir -como la señalada por el Honorable señor Kuschel- se realizarán durante el debate en particular. 



He dicho. 

El señor GIRARDI (Presidente).- Recuerdo a Sus Señorías que se acordó discutir este proyecto como si fuera de Fácil Despacho.



Tiene la palabra el Honorable señor Letelier. 

El señor LETELIER.- Señor Presidente, solo deseo dejar una constancia. 



La existencia de una norma que discrimina es inconstitucional. La Carta Fundamental establece que no debe haber discriminaciones arbitrarias. En la Cámara de Diputados se discutió hace unos años un proyecto de mi autoría muy similar al que nos ocupa. 



Sin embargo, lo que provoca indignación no es solo el impedimento a las mujeres para abrir una cuenta de ahorro a sus hijos, sino también el constatar que los padres sí tienen el derecho a ello y que las madres no pueden intervenir en nada. Es decir, la legislación bancaria en nuestro país considera a las mujeres incapaces respecto de un conjunto de materias. 



Lo dramático es que la Superintendencia de Bancos no haya tomado cartas en el asunto, pues, una vez aprobada la reforma constitucional respectiva, no pidió a las entidades bancarias modificar internamente esas prácticas tan vergonzosas para Chile. 



Felicito a las Senadoras que han puesto este tema en discusión. Puede parecer nimio, una cosa menor, pero no lo es para la vida cotidiana de nuestro país, donde una de cada cuatro mujeres es jefa de hogar. 



Resulta indignante que en pleno siglo XXI estemos legislando sobre el particular en razón de que todavía se mantienen esas prácticas inadecuadas.



En consecuencia, vamos a votar a favor del proyecto.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Sabag. 

El señor SABAG.- Señor Presidente, en primer lugar, felicito a nuestras colegas por la iniciativa en estudio, que en realidad -como dijo el Senador Letelier- aborda un aspecto que se nos escapó. Porque ya aprobamos la igualdad de derechos entre mujeres y hombres en todo lo relativo al ámbito patrimonial. 



Recuerdo que una de mis secretarias me dijo hace varios años: “Mi papá me dejó muchos bienes, ¡pero mi marido me los vendió hace años!”. Esto ocurría porque el esposo tenía la potestad completa.



Tal situación ya cambió. Nosotros modificamos la ley pertinente. Pero se nos quedó pendiente la materia que nos ocupa. 



No obstante, me asalta una duda -espero que sea respondida o tenida en cuenta para la discusión particular-: asumiendo que la mamá puede abrir la cuenta y deposita, ¿quién gira? ¿El papá?

La señora RINCÓN.- Efectivamente. 

El señor SABAG.- Entonces, la madre deposita en la cuenta de ahorro de su hijo y el padre es el único autorizado para retirar la plata.



Habrá que aclarar bien ese aspecto. 



Me gustaría que tal situación se tuviera presente -a lo mejor se pueda corregir mediante una indicación- durante el debate en particular. 



Con todo, aprobaremos la iniciativa en general con mucho agrado. 

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Navarro. 

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, tengo claro que se acordó tratar el proyecto como si fuera de Fácil Despacho, pero debo citar el inicio del inciso tercero del artículo 35 del decreto ley Nº 2.079, de 1978, del Ministerio de Hacienda. Dice: “La cuenta abierta a nombre del impúber que tenga la calidad de hijo natural o simplemente ilegítimo”. Según entiendo, tales categorías ya no existen en nuestra legislación. 



Por lo tanto, podría aprovecharse esta oportunidad para corregir ese error. Si actualizamos la ley pertinente, deberíamos hacer lo mismo con el referido inciso tercero, eliminando tales denominaciones. 



Eso es todo, señor Presidente.



¡Patagonia sin represas!

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Lagos. 

El señor LAGOS.- Señor Presidente, en la discusión en particular podremos analizar con más detalle el texto planteado.



No me cabe ninguna duda de que todos aprobaremos el proyecto.



Se ha hecho un esfuerzo tremendo por la igualdad de género y por terminar con las discriminaciones contra las mujeres.



Pero quiero llamar la atención sobre algo que dijo el Senador Sabag, adelantándose un poco al debate. Lo que está en el trasfondo del asunto es la tuición de los niños y la administración de sus bienes, materia regulada en el Código Civil.



En consecuencia, se puede dar la facultad a la mujer de abrir cuentas de ahorro a favor de sus hijos, pero la pregunta es: ¿quién tiene la tuición sobre ellos y la administración de sus bienes? 



Si no modificamos con mayor amplitud la legislación, nos encontraremos, no solo con el problema descrito sino también con otra serie de limitaciones. 



Acá no hay una cosa perversa. El punto es que no está resuelto lo relativo a la tuición. 



A modo de ejemplo, saco a colación algo que ocurría hace 20 años, que hoy, afortunadamente, ya no sucede. Para que un niño pudiera salir del país, si salía acompañado del padre bastaba mostrar el carné de identidad y listo. Si iba con la madre, se requería el permiso notarial del papá otorgado mediante escritura pública. Y eso cambió. En la actualidad se entiende que un menor puede abandonar el país con cualquiera de sus padres. 



Entonces, el asunto es más de fondo, de naturaleza jurídica. La madre podrá abrir una cuenta de ahorro y depositar dinero, pero habrá un solo administrador. Por lo tanto, a menos que se establezcan dos administradores, lo que es de suyo complejo, seguiremos enfrentando esta situación. 



He dicho. 

El señor GIRARDI (Presidente).- Cerrado el debate.



En votación general.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GIRARDI (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto (31 votos a favor y un pareo).



Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Alvear y Rincón y los señores Bianchi, Cantero, Chadwick, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei (don Eduardo), García, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín (don Hernán), Larraín (don Carlos), Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Quintana, Rossi, Tuma, Uriarte y Walker (don Patricio).



No votó, por estar pareado, el señor Walker (don Ignacio).

El señor GIRARDI (Presidente).- Si le parece a la Sala, se fijará como plazo para formular indicaciones hasta el 5 de abril, a las 13.



--Así se acuerda.

)----------(

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Alvear.

La señora ALVEAR.- Señor Presidente, en nombre de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, que presido, pido que se abra un nuevo plazo para presentar indicaciones al proyecto de reforma constitucional que adecúa los plazos vinculados a las elecciones presidenciales (boletín No 6.946-07).



Hoy estuvimos revisando la iniciativa y nos dimos cuenta de que hay que introducir algunos perfeccionamientos. Por ello, solicitamos abrir un nuevo plazo para formular indicaciones, hasta el lunes 4 de abril, a las 12.

El señor GIRARDI (Presidente).- ¿Habría acuerdo en tal sentido?



--Se accede a lo solicitado.

La señora ALVEAR.- Señor Presidente, si me permite, debo agregar una segunda petición.



La Comisión de Constitución solicita autorización para discutir en general y en particular en el trámite de primer informe el proyecto que excluye a los menores de edad de la legislación sobre conductas terroristas (boletín No 7.529-07).



Ya lo explicaremos en su oportunidad. Sin embargo, aprobar rápidamente la iniciativa mencionada significará que nuestros tribunales no emitan fallos donde apliquen la Ley sobre Conductas Terroristas en lugar de la normativa sobre Responsabilidad Penal Adolescente, como fue el espíritu y la letra de la ley que despachamos hace un tiempo. Pero esta se ha interpretado mal. Por eso queremos tramitar con urgencia el proyecto a que he hecho referencia.

El señor GIRARDI (Presidente).- Si le parece a la Sala, se accederá a lo solicitado.



Acordado.

)----------(

EXACTITUD, ACTUALIZACIÓN Y VERACIDAD DE INFORMACIÓN DE PREDICTORES DE RIESGO COMERCIAL

El señor GIRARDI (Presidente).- Corresponde tratar, como si fuera de Fácil Despacho, el proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica la Ley sobre Protección de la Vida Privada, para garantizar que la información contenida en los predictores de riesgo comercial sea exacta, actualizada y veraz, con informe de la Comisión de Economía.


--Los antecedentes sobre el proyecto (6800-03) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 81ª, en 12 de enero de 2010.


Informe de Comisión:


Economía: sesión 3ª, en 16 de marzo de 2011.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo de la iniciativa es modificar el artículo 9o de la Ley sobre Protección de la Vida Privada, estableciendo la prohibición de realizar rankings o predictores de riesgo comercial que se basen en variables relativas a la frecuencia de consulta de los datos personales contenidos en un registro o banco de datos asociados a determinado individuo.



La Comisión de Economía discutió el proyecto solo en general, en atención a que es necesario y conveniente introducir precisiones en su redacción, y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes (Senadores señores García, Kuschel, Tuma y Andrés Zaldívar).



El texto propuesto se transcribe en las páginas pertinentes del primer informe de la Comisión.

El señor GIRARDI (Presidente).- En discusión general.



Tiene la palabra el Honorable señor Tuma.

El señor TUMA.- Señor Presidente, el proyecto en análisis se encuentra en segundo trámite constitucional. Fue aprobado por unanimidad en la Sala de la Cámara de Diputados, después del trámite en las respectivas Comisiones. Y lo mismo está ocurriendo en el Senado, donde la Comisión de Economía lo acogió en general.



La iniciativa busca resolver la arbitrariedad e injusticia en que incurren las empresas que manejan y administran información de datos económicos de las personas.



La ley No 19.628 establece un marco normativo suficientemente claro para identificar cuáles datos son públicos y cuáles solo pueden adquirir dicha calidad con la autorización del titular.



Sin embargo, la amplitud de la definición de “datos personales” ha permitido a las empresas que realizan tratamiento de datos construir, a partir de la información recolectada, los denominados predictores de riesgo -rankings o scores-, que, como su nombre lo indica, son instrumentos que aspiran a predecir el comportamiento futuro de un individuo sobre la base de la historia de su conducta anterior, considerando además su nivel educativo, patrimonio, nivel de ingresos y endeudamiento, entre otras variables, incluyendo el número de veces que terceros han consultado por su información.



En el caso particular de la empresa DICOM, el predictor establece un nivel de riesgo en razón de tres factores principales: 1) el número de protestos que posee la persona; 2) el número de morosidades, y 3) el número de consultas de sus antecedentes por parte de terceros. Este predictor se gradúa de cero a mil puntos, siendo “cero” el más riesgoso y “mil” el menos riesgoso.



Es posible -se da el caso- que haya personas que jamás han tenido ni protestos ni morosidades pero que, por el solo hecho de haber recibido consultas respecto de su comportamiento en el cumplimiento de sus obligaciones, se les califica en un nivel de riesgo que en muchos casos ha impedido que accedan a un crédito en la banca, en financieras o en casas comerciales.



Por consiguiente, el proyecto persigue impedir que estas empresas recolectoras de datos o predictoras de riesgo utilicen factores que son absolutamente subjetivos, que no dependen del deudor. Esto sí se aplica cuando este último no cumple de manera oportuna una obligación, o cuando tiene un protesto o una morosidad. Pero no depende de él que terceros hagan consultas. Esto puede dañar. De hecho, se ha utilizado, al efectuar reiteradas consultas para menoscabar el prestigio y la honra de personas que nunca han caído en un incumplimiento, solo para aumentarles el riesgo. Eso ocurre mucho con los servidores públicos y con quienes poseen alguna connotación pública.



Recientemente, la Corte de Apelaciones de Santiago acogió un recurso de protección contra la empresa “DICOM EQUIFAX”, en que recoge precisamente los fundamentos de la moción que inició el proyecto en informe, y ha fallado que el predictor de riesgo de la recurrida vulnera las garantías constitucionales consagradas en los números 2°, 4° y 26 del artículo 19 de la Carta Fundamental.



Y agrega la sentencia que “no obstante la conciencia de estos sentenciadores en cuanto al efecto relativo de las sentencias, no puede omitir el dejar constancia de su parecer en el sentido de que resultan tan obvias las ilegalidades y arbitrariedades que comete la recurrida,” -es decir, la empresa que informa respecto de los riesgos- “con la elaboración y puesta a disposición del público del denominado ‘predictor de riesgo’, que estiman se trata de una práctica a la que debiera ponerse término, para evitar así el poder llegar a dañar injustamente el crédito y la imagen de las personas, sin que exista autorización legal que lo permita, ni razones objetivas que lo avalen”.



Señor Presidente, estamos ante un proyecto originado en moción de los Diputados señoras Carolina Goic y María Antonieta Saa y señores Felipe Harboe, Jorge Burgos, Guillermo Ceroni, Marcelo Díaz, Ramón Farías y Alberto Robles, y del Senador que habla, entonces Diputado.



La iniciativa se encuentra en segundo trámite. Y esperamos que sea apoyada, en función del fallo de la Corte de Apelaciones de Santiago y de lo que ha acogido la Comisión de Economía.



He dicho.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, voy a argumentar en el mismo sentido del planteamiento formulado por el Senador Tuma, quien fue uno de los autores del proyecto presentado en la Cámara Baja cuando era Diputado. 



En la Comisión, la unanimidad de sus miembros estimamos que debe regularse la utilización de determinados datos personales, sobre todo con relación a la llamada “predicción de riesgo”.



Como bien señaló el Honorable colega, estas empresas muchas veces parten de elementos subjetivos para definir un hecho objetivo; es decir, si una persona es o no riesgosa en cuanto a su capacidad de crédito.



Por lo tanto, pensamos que, aparte de normar este aspecto, es necesario prohibir el empleo de esos parámetros para realizar tales predicciones.



Por lo demás, el reciente fallo de la Corte Suprema, a que se hizo referencia, va en la línea de lo aprobado en la Cámara de Diputados, que nuestra Comisión de Economía acogió en los mismos términos.



Ahora, dicho órgano técnico recomienda abrir un plazo para la recepción de indicaciones, más que nada para introducir algunas aclaraciones. 



En lo personal, considero que el texto es suficiente tal como está. Sin embargo, es bueno que si algún colega desea precisar más el alcance del proyecto tenga la oportunidad de hacerlo en el lapso que se fije. Y si no se presentaran indicaciones, se dará por aprobado reglamentariamente.



Señor Presidente, urge despachar la iniciativa, ya que existe un reclamo bastante generalizado sobre la materia. Y ha habido expresiones públicas en las cuales, incluso, se le ha adjudicado al Senado cierta incapacidad para tratarla con la rapidez que corresponde. 



Si bien el proyecto se originó en una moción, por lo cual no tuvo la posibilidad de que el Ejecutivo le colocara urgencia, sería conveniente despacharlo con premura. 



Por ello, pido establecer un plazo breve para la formulación de indicaciones, de manera que la iniciativa vuelva cuanto antes a la Sala para su discusión en particular. Y así contribuiremos a que se transforme pronto en ley de la República.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor García. 

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, quiero anunciar la voluntad de los Senadores de Renovación Nacional de votar favorablemente el proyecto.



En verdad, resulta incomprensible que para elaborar predictores de riesgo financiero se considere, por ejemplo, el número de veces que una persona se cambia de casa o -peor aun- la cantidad de consultas que registra su RUT. 



Todos sabemos que cuando alguien postula a un trabajo, las distintas empresas recaban antecedentes sobre las deudas que él pueda tener. Pero eso no lo transforma en más riesgoso.



Por lo tanto, esta iniciativa más el reciente fallo de la Corte Suprema de Justicia que se mencionó, vienen a poner las cosas en su lugar.



A mi juicio, la medición de la capacidad financiera de una persona tiene que hacerse sobre la base de los ingresos que perciba, el endeudamiento que registre, su capacidad o incapacidad para contraer nuevos compromisos. Pero no como ocurre hoy. Porque el número de consultas al RUT no significa que tal persona sea mejor o peor pagadora, ni más ni menos riesgosa desde el punto de vista del cumplimiento de sus compromisos.



Concuerdo con los colegas Andrés Zaldívar y Tuma en cuanto a que se fije un plazo breve para presentar indicaciones. Podría ser hasta el mediodía del lunes venidero, de tal modo que, si las hubiere, la Comisión de Economía las analizara en su próxima sesión.





En realidad, se trata de un texto bastante simple. Lo único que queríamos revisar en el órgano técnico era que la redacción correspondiera exactamente al propósito que se persigue: que no se construyan predictores de riesgo sobre la base del número de consultas al rol único tributario de la gente.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Sabag. 

El señor SABAG.- Señor Presidente, creo que este es un buen proyecto. Porque varias personas me han dicho: “Por el hecho de que han consultado sobre mi situación económica o laboral diez veces, ahora tengo un alto factor de riesgo. ¿Por qué consultan tanto?”. Y solo por eso, prácticamente no les dan crédito o consideran que poseen elevados factores de riesgo.



Nosotros estamos de acuerdo con la iniciativa y, por supuesto, la vamos a aprobar. Sin embargo, observamos que no contempla ninguna multa pecuniaria para quienes incurran en esta clase de faltas o abusos, salvo que el afectado ejerza algún tipo de acción, lo cual implica gasto y pérdida de tiempo.



Al igual que los colegas referidos, soy partidario de establecer un plazo breve para formular indicaciones. Y ojalá en ese término algún Senador presente alguna -yo también estudiaré tal posibilidad- en orden a que a aquellos que cometan abusos de esa índole se les aplique una sanción pecuniaria.

El señor GIRARDI (Presidente).- Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



En votación la idea de legislar.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GIRARDI (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto (26 votos favorables).



Votaron las señoras Allende, Alvear y Rincón y los señores Bianchi, Cantero, Chadwick, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei (don Eduardo), García, Girardi, Kuschel, Lagos, Larraín (don Hernán), Larraín (don Carlos), Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Quintana, Rossi, Sabag, Walker (don Ignacio) y Zaldívar (don Andrés).

El señor GIRARDI (Presidente).- Debemos establecer un plazo corto para presentar indicaciones.



¿Qué fecha sugiere, Senador señor Zaldívar?

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- La próxima semana corresponde a trabajo en Regiones. 



Entonces, propongo el lunes subsiguiente, a las 12.

El señor GIRARDI (Presidente).- Si le parece a la Sala, se fijará plazo para formular indicaciones hasta las 12 del lunes 4 de abril.



--Así se acuerda.

MECANISMO TRANSITORIO PARA ADOPCIÓN DE ACUERDOS EN CONDOMINIOS AFECTADOS POR TERREMOTO Y MAREMOTO

El señor GIRARDI (Presidente).- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea mecanismo transitorio de adopción de acuerdos de los copropietarios en los sectores medios, con segundo informe de la Comisión de Vivienda y Urbanismo, y urgencia calificada de “suma”.

--Los antecedentes sobre el proyecto (7320-14) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 73ª, en 7 de diciembre de 2010.


Informes de Comisión:


Vivienda y Urbanismo: sesión 85ª, en 11 de enero de 2011.


Vivienda y Urbanismo (segundo): sesión 1ª, en 15 de marzo de 2011.

Discusión:



Sesión 86ª, en 12 de enero de 2011 (se aprueba en general).

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La iniciativa se aprobó en general en sesión de 12 de enero pasado.



En su segundo informe la Comisión deja constancia de que se presentó una sola indicación, para sustituir el artículo único, la que fue aprobada, con algunas enmiendas, por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señores Letelier, Tuma y Uriarte.



Dicha modificación consiste, principalmente, en establecer que los copropietarios de condominios cuyas propiedades fueron declaradas inhabitables como consecuencia del terremoto y maremoto del año pasado, podrán adoptar los acuerdos, respecto de materias que deben abordarse en sesiones extraordinarias, por la mayoría absoluta de los derechos del condominio.



Asimismo, dispone que la ley tendrá una vigencia de tres años, contados desde la fecha de su publicación en el Diario Oficial.



Cabe recordar que las enmiendas acogidas por unanimidad en el órgano técnico deben ser votadas sin debate, salvo que algún señor Senador solicite que se discuta alguna de ellas.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- En discusión particular.



 Tiene la palabra el Honorable señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, los Senadores de Renovación Nacional concurriremos con nuestros votos a la aprobación de este proyecto de ley, que viene a llenar un vacío que se produjo respecto de numerosas familias de clase media que viven en departamentos, que todavía están pagando, situados en edificios incluso no muy antiguos pero que sufrieron tal nivel de daños con motivo del terremoto del 27 de febrero de 2010 que debieron ser declarados inhabitables. Y la rebaja de quórums prevista por esta iniciativa se requiere precisamente para que los copropietarios puedan emprender distintas acciones y tomar diversas decisiones con relación al futuro de sus viviendas.



Por lo tanto, creo que se trata de una medida tremendamente significativa.



Sé que numerosas familias de Viña del Mar, Valparaíso, Santiago, Concepción están afectadas por la situación que se procura resolver, pues muchas veces no se logra juntar a todos los copropietarios y, al no reunirse los quórums exigidos para el efecto por el reglamento de copropiedad, es imposible adoptar determinadas decisiones.



Pensando que la ley en proyecto va a ser muy útil para tomar una resolución definitiva acerca de qué ocurrirá con los edificios y los departamentos en cuestión, reitero nuestra votación favorable.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, después del terremoto que asoló a las Regiones del Maule, del Biobío y de La Araucanía, principalmente, y afectó a parte importante del resto del país, son innumerables los casos en que la Ley sobre Copropiedad Inmobiliaria ha debido ser revisada y, en muchas ocasiones, recién conocida por los copropietarios.



Tenemos un grave problema de difusión de esa normativa legal.



Uno piensa que quien compra una vivienda ubicada dentro de un condominio o en un edificio sabe que se rige por una ley. Sin embargo, acerca de esta hay amplio desconocimiento.



En la gran mayoría de los casos no existe una adecuada divulgación de dicha legislación. Al inicio de la venta, la empresa constructora establece un reglamento y fija condiciones especiales susceptibles de modificación con posterioridad.



Tenemos una tarea pendiente. Hay que determinar qué institución del Estado trabajará firmemente en generar una difusión particular sobre los derechos de los copropietarios de casas en condominios o de departamentos en edificios de altura, que se regulan sobre la base de compartir espacios comunes, en fin.



Señor Presidente, ahora estamos facilitando todo un proceso conducente a la toma de decisiones en el ámbito de la reconstrucción para que las empresas aseguradoras respondan, pues en algunos casos han demorado bastante más de la cuenta.



Ha habido sanciones especiales. Hemos concurrido con varios copropietarios a la superintendencia respectiva para hacer las denuncias.



Siento que si la modificación en debate, como lo han manifestado los Senadores en la Sala, contribuye a facilitar todos los procedimientos y trámites habilitantes para restaurar los bienes destruidos y posibilita que las compañías aseguradoras cumplan lo contratado, esta iniciativa legal será un paso adelante.



Ahora bien, me gustaría que alguien me explicara por qué a la ley en proyecto se le da vigencia de tres años.



Uno podría preguntarse: ¿Demorará tres años el pago de los seguros? ¿No es necesaria una modificación permanente a la ley? ¿Una norma permanente debiera generar respuestas especiales cuando existieran condiciones especiales?



Aprobar una disposición transitoria, con vigencia por solo tres años, nos pone frente al evento de que, si ocurre otra catástrofe -nadie la quiere, nadie la desea-, tendremos que modificar de nuevo la ley.



Entonces, mi pregunta a la Comisión que analizó el proyecto es por qué se establece una vigencia de tres años y no una norma permanente para casos excepcionales, de manera que no debamos modificar la ley ante situaciones como las que motivaron la enmienda que hoy día estamos realizando.



He dicho.



¡Patagonia sin represas!

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Sabag.

El señor SABAG.- Señor Presidente, este proyecto -lo estudiamos en la Comisión de Vivienda y Urbanismo, a la cual pertenezco-, como se ha señalado, crea un mecanismo transitorio para la adopción de acuerdos de copropietarios de sectores medios.



Se contempla en él un artículo único que pretende modificar el quórum para adoptar acuerdos en los condominios gravemente afectados por el terremoto y el tsunami del 27 de febrero de 2010 y que hubieren sido declarados inhabitables.



En consecuencia, la iniciativa modifica la ley Nº 19.537, sobre Copropiedad Inmobiliaria.



El plazo de la ley en proyecto es por tres años, y esta solo tendrá vigor en las viviendas emplazadas en las Regiones que se hubiesen declarado en estado de catástrofe: Quinta, Sexta, Séptima, Octava, Novena y Metropolitana.



Reitero: se trata de una legislación especial, aplicable únicamente en las zonas que fueron objeto de tal declaración.



La idea es permitir que, en los condominios declarados inhabitables a consecuencia del terremoto, los copropietarios puedan adoptar los acuerdos a que se refiere el artículo 17, números 1 a 7, de la ley Nº 19.537 por la mayoría absoluta de los derechos del condominio, quórum que también será suficiente para la constitución de la respectiva asamblea y para las presentaciones de naturaleza administrativa que digan relación con la liquidación de los seguros comprometidos sobre los bienes comunes.



En los hechos, este proyecto rebaja del 80 al 50 por ciento de los copropietarios el quórum para las materias señaladas en los ya referidos números 1 al 7.



Para acreditar los quórums bastará con el acta suscrita por todos los copropietarios asistentes a la asamblea que se cite al efecto, “protocolizada ante notario” (no suscrita ante notario o reducida a escritura pública); o sea, será suficiente agregarla al final del protocolo del notario.



En la Comisión de Vivienda aprobamos por unanimidad esta iniciativa. De manera que les pedimos a nuestros colegas que la acojan en la misma forma, pues el terremoto ocurrió hace más de un año y todavía muchos condominios presentan los problemas descritos.



He dicho.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor  Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, efectivamente, este proyecto es muy necesario.



Desde el terremoto, ha  pasado ya más de un año -como dijo el Senador señor Sabag-, y mucha gente no ve solución a los problemas que enfrenta en los condominios.



Por más voluntad que se ponga, incluso por el propio Gobierno, situaciones como las descritas constituyen hoy trabas que debemos tratar de aliviar para permitir que los copropietarios afectados recuperen sus viviendas.



El único objeto de mi intervención es instar nuevamente al Ejecutivo a que estudie la posibilidad de establecer el subsidio colectivo, porque, muchas veces, con el individual la reconstrucción en edificios se hace muy difícil, sobre todo cuando se trata de reparación.



Para esos casos -tal vez son pocos, pero la medida es necesaria- debiera haber un subsidio colectivo destinado a la restauración de la estructura misma del edificio, de manera que la reparación de cada departamento sea hecha por su propietario, con cargo a aquel.



En numerosas situaciones todavía se discute si los edificios serán declarados habitables o inhabitables.



En la población Manuel Larraín, de Talca -en total son 18 edificios-, se ha generado un conflicto muy grande. ¿Por qué? Porque algunas personas son propietarias de más de un departamento en el mismo edificio, no porque sean gente rica -muchos son jubilados-, sino porque adquirieron otra vivienda con el fin de hacer una pequeña inversión de renta. Sin embargo, el hecho de tener dos propiedades las deja fuera de la posibilidad de acceder a subsidio. Y, como no cuentan con este y existen cien o más propietarios, no se puede lograr la reparación de la estructura.



Entonces, vuelvo a insistir en la necesidad de estudiar la posibilidad de que haya subsidios colectivos para ese tipo de emergencias, pero no como norma permanente. Porque, según dije durante la sesión especial sobre reconstrucción que celebró el Senado, ante situaciones excepcionales hay que aplicar normas excepcionales.



Y reitero: creo que el Parlamento debiera estar en condiciones incluso de entregarle facultades extraordinarias al Gobierno para que se eliminen todas las trabas que se presentan en la tramitación, aplicación y operación de los subsidios.



Cabe mencionar lo relativo a las sucesiones, a las posesiones de hecho.



Hoy día se está llevando a cabo un proceso de expropiación en el borde costero. Por supuesto, algunas personas tienen títulos porque regularizaron varias propiedades ubicadas en esa área. En muchos casos se trata de propiedades provenientes, no de sucesión ni de compraventa, sino de transferencias o concesiones hechas por el Fisco a particulares. Algunos pudieron regularizar oportunamente el dominio y, por lo tanto, tienen derecho a reclamar indemnización. Pero a numerosos otros poseedores de terrenos, a veces por decenas de años, si se los expropia, el Estado no podrá pagarles nada porque no acreditan dominio.



En consecuencia, se debería buscar una salida a todas esas situaciones.



Me parece muy bien este proyecto de ley, por cuanto significa un avance en el sentido de que facilita las soluciones. Pero -insisto- lo concerniente a la reconstrucción requiere normas excepcionales para resolver problemas también excepcionales.



He dicho.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Tuma.

El señor TUMA.- Señor Presidente, en mi calidad de miembro de la Comisión de Vivienda, y ahora como su Presidente, daré mi opinión acerca de este proyecto, que, a mi juicio, se traduce en un problema menos para muchísimas familias que hoy no pueden acceder a la reparación de sus viviendas porque la norma general sobre administración de bienes comunes establece que los copropietarios deberán reunir altos quórums -en algunos casos, hasta cuatro quintos de los derechos del condominio- para tomar una decisión que importa modificar la estructura de un edificio o hacer en él una restauración mayor.



Lo anterior, de hecho, está ocurriendo en muchas partes del país con edificios o construcciones dañados por el terremoto y que se declararon inhabitables.



Tal como lo indica su redacción, el artículo único se refiere a las propiedades que fueron declaradas inhabitables. No se está otorgando la facultad de bajar el quórum en términos generales. Es solo -reitero- para las propiedades que cumplan el requisito de haber recibido daños con motivo del terremoto y haber sido objeto de tal declaración.



El Senador Navarro consultó por qué se fijaba un plazo tan largo. 



En verdad, no se trata únicamente de la recuperación de los seguros, sino también de la realización de las reparaciones. Y es factible que una comunidad no disponga de los recursos indispensables para ejecutarlas y que las decisiones se tomen al cabo de un año y medio o de dos o tres años.



Fijamos el plazo de tres años para la vigencia de la ley en proyecto -es un norte bastante largo- en la esperanza de que en ese período sea posible que la mayoría absoluta de los comuneros tome todos los acuerdos a que se refiere el artículo único. Y con eso se resolverán muchísimos problemas que actualmente les impiden a los afectados por el terremoto reconstruir sus viviendas.



Con relación a la sugerencia hecha por el Senador Zaldívar, creo que excepcionalmente, para casos de edificios donde hay bienes comunes y que resultaron dañados por el terremoto, el Estado debería prever un subsidio colectivo que beneficiara a muchos copropietarios que no tienen cómo aportar al resto de la comunidad los dineros necesarios para la reparación.



Si bajamos el quórum pero algunos comuneros no disponen de los recursos requeridos para reparar, por ejemplo, la caja de escaleras o el ascensor, ¿quién efectuará los aportes en reemplazo de esas personas?



En determinados casos y cuando haya justificación desde los puntos de vista social y económico, debería otorgarse un subsidio, pero para que sea recibido, no por los copropietarios, sino por conjunto habitacional.



Termino señalando, señor Presidente, que este proyecto no solo baja en forma transitoria el quórum con que la comunidad debe adoptar ciertos acuerdos, sino que se enmarca dentro de los lineamientos de la reconstrucción, la que no se efectúa únicamente con recursos, sino también con cambios de la modalidad legislativa a los efectos de facilitarles la vida a quienes colectivamente desean efectuar las reparaciones necesarias pero hasta ahora, por razones administrativas y de impedimentos de la legislación, no pueden hacerlo.



Por tanto, invito a votar a favor de esta iniciativa.



He dicho.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Víctor Pérez.

El señor PÉREZ VARELA.- Señor Presidente, este proyecto, en la mayoría de los casos a que se refiere -numerales 1 a 7 del artículo 17 de la Ley sobre Copropiedad Inmobiliaria-, resuelve adecuadamente diversos problemas que hoy día viven copropietarios de un condominio que fueron afectados por el terremoto del 27 de febrero de 2010.



Empero, tengo la impresión de que, conforme al texto final que estamos tratando, en lo que respecta a las “presentaciones de naturaleza administrativa que digan relación con la liquidación de los seguros comprometidos sobre los bienes comunes”, al requerirse un quórum de mayoría absoluta de los propietarios se está subiendo la exigencia a ese trámite.



Lo anterior, porque todas las resoluciones de carácter administrativo que deban resolver los copropietarios se adoptan en una sesión ordinaria o en una extraordinaria. Y las sesiones ordinarias tienen un quórum distinto, mucho menor; de hecho, para las aprobaciones en segunda citación se considera a los copropietarios que concurran.



Ahora bien, al requerirse la mayoría absoluta de los copropietarios, al trámite administrativo de la liquidación de los seguros le estamos subiendo la exigencia.



¡Ojo!



Este proyecto resuelve adecuadamente los numerales 1 al 7 del artículo 17, vinculados con resoluciones que se deben tomar en asambleas extraordinarias. Pero el trámite administrativo de la liquidación de seguros se halla dentro de las resoluciones que se adoptan en asambleas ordinarias. Entonces, a este respecto se está subiendo el quórum.

El señor NAVARRO.- ¿Se está subiendo?

El señor PÉREZ VARELA.- Sí, en el caso del trámite administrativo de la liquidación de seguros, en que para la resolución basta la sesión ordinaria. Y, en segunda citación, la aprobación puede tener lugar con el pronunciamiento de la mayoría de los copropietarios que concurran. Sin embargo, aquí se exige un quórum de mayoría absoluta.



Por ende, considero pertinente buscar la unanimidad que nos permita solucionar ese punto, pues se está incurriendo en un error técnico.



Insisto: el proyecto aborda bien lo relativo a las materias que deben resolverse en asamblea extraordinaria. Pero lo concerniente a las cuestiones administrativas vinculadas con los seguros se puede solucionar en asambleas ordinarias, en las cuales el quórum es mucho más benigno.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Novoa.

El señor NOVOA.- Señor Presidente, sin entrar al fondo del planteamiento formulado por el Senador Víctor Pérez, estimo que no se necesita ni indicación ni acuerdo unánime. Solo bastaría con pedir votación separada de la frase que dice “Lo anterior también será aplicable respecto de aquellas presentaciones de naturaleza administrativa...”.

El señor TUMA.- Así es.

El señor NOVOA.- O sea, si efectivamente se está elevando el requisito para que surtan efecto las liquidaciones de seguros, bastaría con solicitar que esa frase se votara separadamente, y, al no quedar aprobada, se resolvería el problema referido por el Senador señor Pérez Varela.



En todo caso, lo dejo pedido, porque podría ser la forma de solución si efectivamente la situación es tal como la expone Su Señoría.



Gracias.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Quintana.

El señor QUINTANA.- Señor Presidente, me sumo al planteamiento del Senador señor Novoa en orden a una votación separada.



Estábamos viendo que otra alternativa podrían ser las indicaciones, porque el Honorable señor Pérez Varela tiene razón. Estimo que el proyecto presenta un par de problemas.



El primero de ellos lo puntualizó el Senador señor Navarro. Me parece que los tres años van a ser insuficientes. Lo he visto en algunas comunas de la Región que represento -en Angol y, particularmente, en Traiguén, afectadas de manera seria-, donde esta es una más de las dificultades que los vecinos en copropiedad tienen que asumir al momento de tomar decisiones. No es la principal, por cierto.



Me parece que, a lo mejor, seis meses atrás no estábamos viendo la situación, y, probablemente, en un año más van a surgir otras que se relacionen con la forma como los vecinos han de resolver. Aquí -lo expresó bien mi Honorable colega Tuma-, la decisión puede ser, a veces, si reconstruir o no. Y, en verdad, los quórums se han transformado en un obstáculo.



En Temuco, por ejemplo, es bastante conocido el caso de las dos torres en calle Thiers que se le colapsaron a una empresa de la Región del Biobío que las construyó -la cual, entre paréntesis, está ganando hoy día muchas licitaciones en el plano local-, y una de las cuestiones planteadas, en definitiva, fue que los vecinos partieron para otros lados, con toda la desolación que significó haber vivido el terremoto del 27 de febrero del año recién pasado, y que les ha costado mucho juntarse. Es lo que han dicho.



Entonces, se trata de una dificultad adicional a las muchas que han tenido que padecer los afectados.



Por lo tanto, me parece que la modificación relacionada con los números 1 a 7 del artículo 17 de la ley Nº 19.537 se orienta en un sentido de facilitar las cosas al permitir, mediante el quórum de la mayoría absoluta, que los vecinos enfrenten una traba menos para la toma de decisiones.



Pero cabe insistir en que ello va a ser insuficiente. Ha transcurrido más de un año del terremoto y en muchos lugares aún no se hace nada, de tal forma que en dos o tres años más, a mi juicio, vamos a encontrarnos frente a la necesidad de ampliar el plazo. Es algo que debió quedar indefinido.



En segundo lugar, con relación a lo planteado por el Senador señor Pérez Varela, estamos elevando los quórums, efectivamente. Vamos a dificultar la resolución de los aspectos de liquidación y administrativos que las aseguradoras también han expuesto como un impedimento.



Creo que, de todos modos, esta es una iniciativa que tenemos que aprobar. Constituye un avance importante -reitero- en un ámbito que no habíamos apreciado previamente y da cuenta de la voluntad del Senado de llevar adelante todas las modificaciones de orden legislativo necesarias para que el proceso de reconstrucción avance de una manera ojalá un poco más rápida.



He dicho.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, estimados colegas, pienso que se está generando una confusión en el debate del proyecto y que ella es inconducente.



Voy a partir de atrás para adelante.



Respecto al plazo, los tres años son para que las personas puedan tomar las decisiones que se necesitan. En verdad, es un término bastante laxo. La mayoría de los condominios quieren resolver hoy, pero la gran traba es el quórum de constitución para tomar acuerdos. Lo que hace la iniciativa es facilitarlo.



Por su intermedio, señor Presidente, deseo compartir con los señores Senadores que manifestaron la inquietud respectiva que la experiencia, durante toda la discusión -incluso, esta se ha alargado-, es que el plazo no configura el problema, el cual radica, en los condominios, en los quórums de constitución. El proyecto, procedente de la Cámara de Diputados, viene precisamente a resolver este primer punto.



Lo segundo que incluye el texto en estudio es lo relativo a cuáles son los beneficiarios. La redacción original, que consideraba a “los condominios gravemente afectados”, se relativizó. Se eliminó el concepto de que hubieran sido evacuados transitoria o permanentemente, por no existir un instrumento jurídico para verificarlo. Es decir, se elaboró una redacción de forma tal que sea posible acogerse al procedimiento en el caso de todos “aquellos condominios cuyas propiedades fueron declaradas inhabitables”, lo que sí corresponde a un verificador legal. Ello permite identificar en cuáles se puede usar.



Y respecto a la inquietud manifestada por el Honorable señor Pérez Varela, mantenemos una diferencia de interpretación sobre si el sistema genera o no mayores dificultades. En ningún caso significa un perjuicio. En ningún caso dificulta que las personas resuelvan sobre los seguros. ¡Disculpen, Sus Señorías, pero ese no es el punto!



Lo que hace la ley en proyecto es facilitar el proceso de constitución. Y en muchos condominios el proceso de toma de decisión requiere el acuerdo del 80 por ciento de los propietarios y no de la mayoría. Lo que se hace ahora es reducir los quórums en uno y otro caso. Y la forma como está redactado el texto incluso facilita, con mucho, la configuración de las mayorías al permitirse que se delegue la representación de propietarios en otros. Aquí se facilitan -repito- los quórums mencionados, y mi impresión es que así resulta más expedito.



Si hubiera dudas, señor Presidente, sugiero pedir segunda discusión y que el texto se traiga mañana nuevamente a la Sala, para poder despejar la interrogante que entiendo que se le plantea al Senador señor Pérez Varela, porque lo que queremos todos es resolver bien. La cuestión se puede despejar en concreto en la Comisión de Vivienda.



He dicho.

El señor NAVARRO.- Que quede para segunda discusión, señor Presidente.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Sabag.

El señor SABAG.- Señor Presidente, estimo realmente que existe una confusión, y, a lo mejor, la Comisión podría presentar una redacción más detallada mañana, porque el artículo único del proyecto hace referencia a los números 1 a 7 del artículo 17 de la ley Nº 19.537, pero no se modifica el inciso cuarto del artículo 19 de ese cuerpo legal, norma que expresa lo siguiente:



“Las asambleas extraordinarias para tratar modificaciones al reglamento de copropiedad que incidan en la alteración del porcentaje de los derechos de los copropietarios sobre los bienes de dominio común, requerirán para constituirse la asistencia de la unanimidad de los copropietarios y los acuerdos se adoptarán con el voto favorable de la unanimidad de los copropietarios.”.



Por lo tanto, esa parte no ha sido tocada y se mantiene plenamente vigente.



Pienso que valdría la pena que pudiéramos estudiar el asunto en la Comisión de Vivienda, señor Presidente, pero no sé si mañana habrá tiempo para hacerlo.



Gracias.



--El proyecto queda para segunda discusión.

)-------------(

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Escalona.

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, solicito a la Mesa recabar la anuencia de la Sala para que se autorice la constitución de la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, que debe regularizar su funcionamiento, a las 18.

El señor GIRARDI (Presidente).- ¿Habría acuerdo?



--Se autoriza.

ACCESO UNIFORME A LICENCIAS PROFESIONALES DE LEY DE TRÁNSITO

El señor GIRARDI (Presidente).- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que permite el acceso uniforme a las licencias profesionales cumpliendo los requisitos exigidos en la Ley de Tránsito, con informe de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones y urgencia calificada de “suma”.


--Los antecedentes sobre el proyecto (7212-15) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 87ª, en 18 de enero de 2011.


Informe de Comisión:


Transportes y Telecomunicaciones: sesión 3ª, en 16 de marzo de 2011.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo principal de la iniciativa es posibilitar a los conductores -específicamente, a los de buses- que cumplan con los requisitos legales el acceso igualitario y uniforme a la obtención de todas las clases de licencias profesionales.



La Comisión discutió el proyecto solo en general y, por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señora Rincón y señores Chahuán, Novoa y Prokurica, aprobó la idea de legislar.



El texto propuesto se transcribe en el primer informe.

El señor GIRARDI (Presidente).- En discusión general.



Tiene la palabra el Honorable señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, como su nombre lo indica, la iniciativa tiene por objeto posibilitar un acceso igualitario y uniforme a los conductores que, cumpliendo las exigencias generales y especiales que procedan, aspiren a la obtención de todas las clases de licencia profesional contempladas en la Ley de Tránsito.



Se busca fijar en forma clara y expresa los requisitos particulares que deberán cumplir los postulantes que, encontrándose en posesión de licencia de conductor profesional clase A-4 o A-5, o licencia de conductor A-2 obtenida con anterioridad al 8 de marzo de 1997, deseen obtener licencia de conductor profesional clase A-3. La misma norma se aplicará para aquellos postulantes que, hallándose en posesión de licencia de conductor profesional clase A-2 o A-3, deseen obtener la de clase A-5.



La Ley de Tránsito se refiere a distintos aspectos relativos a la conducción de vehículos motorizados o a tracción animal y los regula, disponiendo que ninguna persona podrá llevarla a cabo sin poseer una licencia expedida por el Director del Departamento del Tránsito y Transporte Público Municipal de una municipalidad autorizada al efecto.



Determina, entonces, la existencia de las siguientes clases de licencia: clase A, para conductor profesional; clases B y C, para conductor no profesional; y las especiales clases D, E y F. 



A su vez, la licencia profesional registra cinco subclases, existiendo por ello las correspondientes a las clases A-1, A-2, A-3, A-4 y A-5, cada una de las cuales habilita para conducir distintos vehículos.



En disposiciones transitorias reconoce las licencias clases A-1 y A-2 otorgadas antes de 1997, fecha en que se empezaron a exigir nuevos requisitos.



Por otra parte, su artículo 13 establece y regula los requisitos generales que han de cumplir los postulantes a licencia de conductor y los requisitos especiales para cada clase de licencia en particular.



Es así como en el número 4) de su inciso segundo se señala como requisito para obtener licencia clase A-3 que los postulantes hayan estado en posesión de licencia profesional clase A-1 o A-2 durante a lo menos dos años; y para la clase A-5, la posesión de licencia profesional clase A-4 durante a lo menos dos años.



Del tenor literal de la norma legal citada se deduce que no se contempla la posibilidad de obtener directamente licencia profesional clase A-3 para aquellos conductores que posean licencia profesional clase A-4 o A-5, ni la clase A-5 para quienes tengan la clase A-2 o A-3, aun en el evento de que cumplan los restantes requisitos generales de la Ley de Tránsito y los especiales que procedan.



En tal contexto, si bien los titulares de licencia profesional A-4 o A-5 se encuentran facultados solo para la conducción de vehículos de carga, y los titulares de licencia profesional clase A-2 o A-3, para vehículos de transporte de personas, no se divisa un impedimento de carácter técnico para que, efectuado el curso destinado a obtener licencia profesional clase A-3 o A-5 en una escuela de conductores profesionales debidamente regulada en la propia Ley de Tránsito y su Reglamento Ejecutor, contenido en el decreto supremo N° 251, de 1998, del Ministerio del ramo, puedan optar a licencia profesional que permita la conducción de vehículos considerados en estas clases de licencia, vinculadas al transporte de pasajeros y de carga, respectivamente.



En ese mismo sentido, si bien los titulares de una licencia de conductor clase A-2 otorgada con anterioridad al 8 de marzo de 1997 pueden obtener de forma directa, excepcionalmente, la licencia profesional A-5 acreditando haber aprobado un curso de capacitación reglamentado por el decreto supremo N° 61, de 2001, del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, al igual que en el caso señalado en el párrafo anterior, no se distingue inconveniente de carácter técnico para que puedan optar por realizar el curso de capacitación destinado a la obtención de la licencia de conductor profesional clase A-3 en un organismo técnico de capacitación debidamente autorizado por el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones.



He dicho.

El señor GIRARDI (Presidente).- Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GIRARDI (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto (30 votos favorables), y se fija el lunes 4 de abril, a las 12, como plazo para formular indicaciones.



Votaron las señoras Allende, Alvear y Rincón y los señores Cantero, Chadwick, Chahuán, Coloma, Escalona, Frei (don Eduardo), García, Girardi, Horvath, Kuschel, Larraín (don Hernán), Larraín (don Carlos), Letelier, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).

MEDIDAS PARA CORRECTO OTORGAMIENTO Y USO DE LICENCIAS MÉDICAS

El señor GIRARDI (Presidente).- Proyecto de ley, iniciado en mensaje, en primer trámite constitucional, sobre otorgamiento y uso de licencias médicas, con segundo informe de las Comisiones de Trabajo y Previsión Social y de Salud, unidas, y urgencia calificada de “suma”. 


--Los antecedentes sobre el proyecto (6811-11) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En primer trámite, sesión 79ª, en 5 de enero de 2010.


Informes de Comisión:


Salud: sesión 57ª, en 5 de octubre de 2010.


Trabajo y Previsión Social: sesión 57ª, en 5 de octubre de 2010.


Trabajo y Previsión Social y de Salud, unidas (segundo): sesión 1ª, en 15 de marzo de 2011.


Discusión:



Sesiones 60ª, en 13 de octubre de 2010 (queda para segunda discusión); 61ª, en 26 de octubre de 2010 (se aprueba en general).

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Las Comisiones unidas dejan constancia, para los efectos reglamentarios, que el artículo 1º no fue objeto de indicaciones ni de modificaciones, esto es, conserva el mismo texto aprobado en general, de manera que debe darse por aprobado, salvo que algún señor Senador, con la unanimidad de los presentes, solicite su discusión y votación.



--Se aprueba reglamentariamente.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Las Comisiones unidas efectuaron una serie de modificaciones al proyecto aprobado en general. Varias de ellas fueron acogidas por unanimidad y otras solo por mayoría. Estas últimas serán puestas en votación oportunamente.



Cabe tener presente que las enmiendas acordadas en forma unánime deben ser votadas sin debate, salvo que algún señor Senador solicite su discusión o existan indicaciones renovadas. De estas modificaciones aprobadas por unanimidad, el inciso cuarto del artículo 6°, que pasó a ser 7°, tiene el carácter de norma orgánica constitucional, por lo que requiere para su aprobación el voto conforme de 21 señores Senadores.



Sus Señorías tienen a la vista un boletín comparado donde se consigna el texto aprobado en general por el Senado, las modificaciones efectuadas por las Comisiones unidas y el texto final que se propone de aprobarse dichas enmiendas. 

El señor GIRARDI (Presidente).- En discusión particular el proyecto.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, la Coalición por el Cambio, por intermedio de los Comités Renovación Nacional y Unión Demócrata Independiente, va a dar la unanimidad a fin de que se pueda presentar una indicación que pretende formular la Concertación, para los efectos de darle curso progresivo a la iniciativa y votarla.

El señor GIRARDI (Presidente).- Se considerará cuando corresponda.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- En primer lugar, habría que ocuparse de la modificación al inciso segundo del artículo 2°, que fue acogida por mayoría de 5 votos contra 1.



El texto aprobado por las Comisiones unidas es el siguiente:



“La inasistencia injustificada y repetida a las citaciones, como también la negativa reiterada a la entrega o la no remisión de los antecedentes solicitados, en los plazos fijados al efecto, los que no podrán exceder de siete días corridos, habilitarán a la Comisión para que, mediante resolución fundada, sancione al profesional con multas a beneficio fiscal de hasta 10 unidades tributarias mensuales. Además, en casos calificados, podrá suspenderse tanto la venta de formularios de licencias médicas, como la facultad para emitirlas, hasta por 15 días. Dicha suspensión podrá renovarse mientras persista la conducta del profesional. Las notificaciones de las resoluciones que apliquen las referidas sanciones se realizarán mediante carta certificada, entendiéndose practicadas a contar del tercer día hábil siguiente a su recepción en la oficina de correos que corresponda. A este procedimiento se aplicarán supletoriamente las normas de la ley N° 19.880”.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Tuma.

El señor TUMA.- Señor Presidente, este es un tema que se viene arrastrando desde hace varios años, desde que se creó el sistema de licencias médicas, donde, naturalmente, se han detectado numerosos fraudes de parte de médicos y otros intervinientes. 



Pero, sin perjuicio de que el proyecto busca investigar, sancionar y, eventualmente, separar de sus cargos a los facultativos que emitan licencias médicas fraudulentas, como lo hemos visto en reiteradas ocasiones y experiencias -hay estadísticas que así lo avalan, y por eso me alegro de que estemos abordando el problema, aunque sea quizás un tanto tarde-, la óptica utilizada es solo sancionatoria (para quien comete un fraude) y prescinde de la perspectiva de los trabajadores que presentan, con justificación, una licencia médica por enfermedad grave -cáncer, por ejemplo-, por 30 días, y luego por otros 30, que una COMPIN deniega y vuelve a denegar. En algunos casos, entre la apelación, las reclamaciones y la autorización del pago pueden pasar cinco meses.



Se actúa como si los trabajadores recibieran ingresos permanentes, independientes del salario que tienen y que se halla suspendido porque no concurren a sus lugares de trabajo. Y tampoco les pagan sus licencias pues se encuentran bajo sospecha. 



En definitiva, después de cinco o seis meses, cuando les reconocen que efectivamente ameritaba pagárselas, ¿quién les repara el daño en su calidad de vida durante el tiempo de espera? Y eso además significa un maltrato a los más vulnerables: los trabajadores enfermos.



Así que, señor Presidente, estamos ante una legislación exclusivamente sancionatoria, que no apunta a la búsqueda de la reparación del daño que miles de trabajadores sufren diariamente en las oficinas de COMPIN y de FONASA, haciendo largas colas, con interminables esperas, cuando ni siquiera tienen plata para pagar la locomoción que les permita concurrir a efectuar sus reclamaciones por la falta de pago de sus licencias médicas. 



Hay falta de profesionales, de personal en las COMPIN, de un sistema en línea. Respecto de esto último, espero que el señor Ministro acoja una petición que le hemos formulado parlamentarios de la Novena Región en orden a establecer, como plan piloto, un sistema de licencias médicas electrónicas que incorpore a empleadores, FONASA y médicos y que permita acortar los tiempos necesarios para comprobar lo que un facultativo prescribió y por qué.



Yo, señor Presidente, siento que este proyecto sataniza a los enfermos, a los trabajadores, a los médicos, y sin perjuicio de que busca sancionar a quienes cometen fraude, no resuelve el problema de aquellas personas que se acogen al espacio que brinda la ley para recibir un reposo necesario y a las cuales después no les pagan los días que han interrumpido su asistencia laboral.



Tal situación no queda resuelta. El proyecto se enfoca únicamente en sancionar a quienes cometen fraude, sin contemplar una norma cuyo objeto sea compensar o reparar el daño que sufren trabajadores que pasan meses y meses sin remuneración y que siguen con la misma enfermedad por la cual se les otorgó una licencia que al inicio se consideró justificada. Al final, tanto la Superintendencia como otros organismos contralores rectifican y dicen: “Sí, estaba correcta; hay que pagarla”. Pero el problema es que se paga cuando el afectado, o ya falleció, o ha experimentado un agravamiento producto de no haber contado con recursos para recibir un adecuado tratamiento.



Por eso, junto con aprobar la iniciativa, quiero hacer un llamado al señor Ministro para que presente otro proyecto que incorpore lo que miles de trabajadores están reclamando en todo el territorio nacional.



He dicho.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Rossi.

El señor ROSSI.- Señor Presidente, la verdad es que el proyecto que nos ocupa no pretende resolver todos los problemas relacionados con el otorgamiento del subsidio por incapacidad laboral, temporal o transitoria, que es en el fondo la licencia médica.



La licencia médica implica un permiso laboral y a la vez un subsidio que se otorga al paciente para que trate su enfermedad, y el reposo se considera parte del tratamiento.



Por eso es tan grave -lo decía el Senador Tuma- cuando a un enfermo se le modifica -cuando ello ocurre, se acorta su duración- o se le rechaza de manera arbitraria, unilateral y, obviamente, injusta una licencia médica, porque de esa forma se altera su proceso de recuperación. Por lo demás, los trabajadores y trabajadoras de Chile pagan mensualmente una cotización a un seguro de salud, público o privado, con el fin de acceder a un tratamiento, en caso de requerirse, y a una licencia, a un permiso laboral con subsidio.



El énfasis de la iniciativa no está puesto en defender a los pacientes que sufren el trato antes señalado por parte de su seguro de salud en cuanto a rechazos injustificados de licencias o a tardanzas en su pago, situación que, lamentablemente, afecta a muchos chilenos y chilenas. El énfasis está puesto, claramente, en mejorar la fiscalización y en sancionar el otorgamiento de licencias médicas fraudulentas, es decir, aquellas que se emiten para personas que no la requieren o que se extienden más allá de lo necesario, de acuerdo al tipo de enfermedad y a la gravedad de esta.



Desde esa perspectiva, hay consenso en todos los sectores políticos acerca de que no es posible tolerar que recursos de todos los chilenos -porque, finalmente, alguien paga la cuenta- se despilfarren a través de este fraude, de esta verdadera estafa.



Yo, en todo caso, tengo el convencimiento de que los médicos que actúan de ese modo no son la mayoría. Pero, efectivamente, hay un grupo -lo hemos visto- que concentra gran cantidad de licencias médicas absolutamente injustificadas y que debe ser sancionado. Esa es la señal que tenemos que dar, mejorando la fiscalización.



Eso es lo que contempla el proyecto.



Evidentemente, a él han de sumarse otros -lo conversamos con el señor Ministro- que apunten a entregar más recursos, sobre todo a las COMPIN, para que puedan realizar bien su tarea y no perjudiquen los intereses de los pacientes que reciben una licencia correctamente emitida.



Dicho lo anterior, anuncio que vamos a presentar una indicación que busca establecer un trato espejo. Al igual como se sanciona a quienes emiten licencias fraudulentas, a quienes engañan con recursos que no son propios, a quienes defraudan, también debe castigarse a las entidades o las personas que rechacen una licencia médica bien emitida a un paciente enfermo, perjudicando su reposo, su rehabilitación y, en definitiva, el tratamiento de su enfermedad.



Pensamos que eso es lo que corresponde: mano dura para los que cometen fraude, para los que cometen abusos, que engañan, que mienten, pero también mano dura para los que, de manera arbitraria, unilateral, injusta, sin ver siquiera al paciente, rechazan una licencia.



Por desgracia, señor Presidente, muchas veces vemos que licencias bien emitidas sufren una modificación sin que los pacientes hayan sido examinados por un médico; prácticamente, se les pone un timbre. Y es llamativo que lo habitual sea que los supuestos errores se deban a haberse otorgado más días de reposo y nunca menos. ¡Es raro! Siempre son por haberse concedido más días y por eso las licencias se acortan.



De ahí que también queremos sancionar, cuando corresponda, a los que las revisan, sea el contralor de una isapre, sea una COMPIN. La idea es que la Superintendencia pueda iniciar una investigación cuando se presente una denuncia y sancionar a quienes resulten responsables.



Por último, quiero recordarle al Ministro de Salud que él tiene un compromiso con nosotros, los Senadores y Senadoras, en el sentido de resolver una injusticia histórica que afecta a mucha gente hoy día en Chile, relacionada con la famosa carestía de los tres primeros días de las licencias médicas otorgadas por diez o menos días. Sus Señorías saben que esas licencias solo se pagan a partir del cuarto día. Incluso, creo que eso muchas veces lleva a que un médico, en vez de dar siete u ocho días, dé once, porque a partir del undécimo la licencia se paga íntegramente. Y nosotros pensamos que si un paciente padece una enfermedad que amerita tres, cuatro, cinco días de reposo, hay que darle una licencia por tres, cuatro o cinco días, con un subsidio por igual lapso.



Esperamos que el señor Ministro envíe en las próximas semanas -ojalá- o en los próximos meses un proyecto de ley que venga a reparar esa injusticia histórica -insisto- que afecta a mucha gente, especialmente en lo referido a patologías que requieren reposo por menos de diez días.



He dicho.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, la verdad es que cada vez que se inicia una campaña en contra de los profesionales inescrupulosos que otorgan licencias médicas sin cumplir los requisitos básicos, yo veo detrás de ello una iniciativa muy clara de las isapres y de ciertas instituciones que piden rigurosidad respecto a la entrega de licencias, pero que no dan ninguna explicación cuando las niegan.



Entonces, este es un proyecto absolutamente sesgado.



Y le quiero pedir al señor Ministro de Salud que, en definitiva -como dijo el Senador Rossi-, todas las exigencias que hoy día se imponen a los médicos que otorgan licencias también rijan para las instituciones, es decir, las COMPIN, las isapres, las mutuales, porque cuando estas niegan una licencia no explican las razones.



Se establece un conjunto de requisitos que lo único que hará es intimidar a los médicos a dar licencia a trabajadores aquejados por una enfermedad. Cientos de licencias por enfermedades profesionales son rechazadas por las mutuales de seguridad aduciendo que, o son consecuencia de una enfermedad crónica, o que los trabajadores se hallan en condiciones de realizar su tarea. Y mandan a trabajar, por ejemplo, a conductores con bota de yeso.



Me extraña mucho que esta iniciativa, enviada por el Gobierno -este o el anterior, pero no es moción parlamentaria- no diga ni una palabra con respecto al tema de los usuarios, de los trabajadores, de los enfermos, que tienen los mismos derechos.



En los diarios aparecen páginas y páginas y portadas cuando se trata de denunciar licencias -entre comillas- “falsas”, “abusivas”, pero ni una línea cuando los usuarios y los trabajadores denuncian haber sido objeto de abusos por parte de mutuales o de una COMPIN.



Por eso, señor Presidente, en este mismo proyecto debería incluirse una norma espejo -como dijo el Senador Rossi- en cuanto a que a las instituciones se les impongan las mismas obligaciones que a los médicos, de manera que cuando una mutual, una isapre o una COMPIN rechace una licencia, los usuarios, es decir, los trabajadores -que cotizan- puedan demandarles una explicación en las mismas condiciones.



De no ser así, estaremos creando un mecanismo férreo de defensa de dichas instituciones, que denuncian solo cuando son objeto de un ilícito, como lo es el otorgamiento de licencias falsas, pero nunca cuando son objeto de demanda por incurrir en graves faltas.



Señor Presidente, el texto está forjado a fuego contra los profesionales que emiten licencias. ¡Aquí pagan justos por pecadores! Hay un conjunto de médicos -en mi opinión, la inmensa mayoría- que tiene vocación y es profesional. Pero en algunos que conozco ya he empezado a percibir que, como con este proyecto se encienden las luces, lo pensarán dos o tres veces antes de autorizar un permiso.



Por lo tanto, estamos ante un mecanismo que inhibe un derecho consagrado en la Constitución de la República: el derecho a la salud. Porque, en verdad, constituye una amenaza.



No sé cuántas licencias deberá otorgar un médico para que se consideren abusivas, ni cuándo habrá que iniciar una investigación o pedir antecedentes.



Se establece que si los médicos no entregan los que les solicite una institución, se procederá a multarlos. Pero también se dispone que se podrá pedir informes complementarios de respaldo. 



El artículo 4° dice: “Un reglamento dictado a través del Ministerio de Salud” -es una facultad privativa muy importante, que debe ser bien usada- “y suscrito además por el Ministro del Trabajo y Previsión Social, establecerá respecto de determinadas patologías, protocolos referenciales relativos a los exámenes, informes y antecedentes que deberán respaldar la emisión de licencias médicas”.



Me pregunto quién va a pagar todo esto. Si a un trabajador se le exigen protocolos alternativos para los exámenes, ¿quién los va a pagar? ¿El afectado?



Creo que tenemos que darle más vueltas a esta materia. 



Por cierto, yo rechazo el abuso de los médicos que, faltando a su código de ética, otorgan licencias sin que haya una enfermedad real, pero también rechazo el abuso que cometen las instituciones en contra de los trabajadores, de los usuarios y enfermos a quienes les niegan licencias justificadas.



O hay una ley espejo, que establezca las mismas obligaciones, señor Presidente, o este proyecto no puede salir.



He dicho.



¡Patagonia sin represas!

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Rincón.

La señora RINCÓN.- Señor Presidente, el Senador señor Ruiz-Esquide me ha solicitado intervenir antes que yo.

El señor GIRARDI (Presidente).-  Tiene la palabra el Honorable señor Ruiz-Esquide.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Señor Presidente, en las Comisiones unidas llegamos a algunos acuerdos en ciertos casos, pero en otros no fue posible. Los resolvimos hoy en la tarde con el señor Ministro. Gracias a ello, estamos en condiciones de concretar lo que yo llamaría “un paso importante”, pero que exige, de una u otra manera, que nos demos un tiempo para abordar a fondo el problema.



La licencia es un acto médico dentro del tratamiento. Naturalmente, tiene una repercusión en el mundo laboral. Sin embargo, es, en esencia, un acto médico como otros: prescripción de un medicamento, de un examen o, en definitiva, de reposo más o menos prolongado. Por lo tanto, es extremadamente difícil colocar en un mismo plano todas las circunstancias que se producen.



Señor Presidente, vamos a aprobar el proyecto. Sin perjuicio de ello, presentaremos una indicación -la firmamos algunos parlamentarios de la Concertación- para resolver la contradicción planteada por quien me antecedió en el uso de la palabra. 



En su texto proponemos una nueva redacción para el artículo 10, a fin de que, en definitiva, se garantice que las sanciones que se establecen para los médicos sean similares a las que reciban los contralores de las isapres en materia de licencias.



Eso, por dos razones. Primero, porque no hay motivo alguno para que reciban un tratamiento distinto. Y segundo, porque los contralores, hasta la fecha, no tenían ni siquiera existencia legal. Entonces, se convino con el señor Ministro en la necesidad de confeccionar una lista de ellos, con nombre y apellido, a lo largo del país.



Para poder tratar en su conjunto todo lo que involucra el tema de las licencias, deberíamos partir por las acciones que es preciso corregir en las instancias interrelacionadas, que son básicamente las empresas o empleador, los médicos y proveedores de licencias y las isapres o quienes deben revisarlas. 



Además, no puede mantenerse un sistema -por eso avanzamos ahora en hacer un catastro- en que alguien en definitiva pasa a ser juez y parte. No hay sistema en Chile que garantice esa cosa tan excepcional de que pueda ser juez y parte quien está llamado a corregir la acción de los contralores.



Se ha discutido mucho -y el Gobierno lo ha sostenido así- la afirmación de que los médicos, cuando faltan a la ética, cometen un delito, mientras que los contralores solo incurren en un juicio equivocado. Personalmente, no pienso así. Eso me basta para fundamentar lo que vengo diciendo en el sentido de que nadie puede ser juez y parte en un acto de salud. Pero, además, esto se ha prestado para muchas conductas inadecuadas, especialmente de las isapres.



Otro asunto que debemos tomar en consideración en este proyecto -se lo hemos pedido formalmente al Ministro, y quizá en el trámite en la Cámara pueda abordarse- es el de los tres días de carencia. No tienen justificación médica. 



Todo se hace en virtud de poner cortapisas al abuso. Por mi parte, estoy absolutamente de acuerdo en que eso sea así. Pero, como digo, esos días de carencia no se justifican ni tienen sujeción a norma médica alguna. Y eso es lo que provoca a ciertos profesionales que no poseen la ética adecuada.



En este último punto, otra observación: creo que aquí todos estamos contestes en que los médicos involucrados en estas prácticas son una minoría. Pero hay que sancionarlos. Lo que no me parece adecuado es que se sancione -como lo aprobamos en un momento determinado para poder llegar a algún acuerdo- privando a un facultativo de la capacidad de otorgar una licencia. Eso va a perjudicar solo a los pacientes. Y soy partidario -incluso así se lo he dicho al Ministro- de colocar la máxima sanción para los médicos; pero ello requiere recoger la idea de la obligatoriedad de los colegios profesionales, de modo que la orden, en un momento determinado, pueda quitar la posibilidad de ejercer la profesión. 



Es decir, aquí no estamos defendiendo a aquellos profesionales que sean culpables de la actitud inadecuada de que se les acusa -sabemos que son un porcentaje pequeño-, pero también hay que equilibrar la sanción respecto de quien controla.



Señor Presidente, esta ha sido una discusión bastante larga. Va a seguir, obviamente, porque el tema es muy extenso. Yo espero que en la Cámara el Ministro recoja alguna de las insinuaciones y propuestas que hemos hecho para mejorar el proyecto.



Deseo agradecer a la Senadora señora Rincón por permitirme hablar antes que ella, ya que debo retirarme de la Sala. Esta es una materia que va a resolverse dentro de un largo período de tiempo, porque incluye aspectos extraordinariamente controvertidos.



Agradezco, también, a los Honorables colegas que han firmado la indicación que nos permite resolver uno de los puntos más difíciles.



Señor Presidente, hemos trabajado con el máximo de esfuerzo para mejorar lo más posible la iniciativa en un aspecto muy difícil y que significa, por un lado, garantizar el correcto uso de las licencias y, por otro, impedir que las personas sean abusadas por los médicos o por las instituciones de salud previsional, porque -insisto- lo que se ha hecho hasta la fecha es realmente inadecuado para los trabajadores.



Por eso, señor Presidente, voy a apoyar el proyecto en los términos señalados.

El señor GIRARDI (Presidente).-  Tiene la palabra la Honorable señora Allende.

La señora ALLENDE.- Señor Presidente, como se ha expresado, este proyecto viene del Gobierno de la Presidenta Bachelet, quien, como consta públicamente, mostró preocupación por lo que se ha venido detectando con el tiempo: el abuso -llamémoslo así- de las licencias fraudulentas por parte de algunos médicos, que, aunque pocos, provocan un daño muy grande.



Hemos podido observar reportajes televisuales que muestran cómo un pequeñísimo y reducido grupo de facultativos incluso se asocian para dar curso a licencias de manera fraudulenta. Con esto no podemos estigmatizar, en absoluto, al cuerpo médico en general ni, mucho menos, considerar que nos hallamos ante una práctica generalizada entre ellos. Estamos hablando de un grupo muy pequeño de personas que, evidentemente, ocasionan un gran daño. Hoy el Ministro de Salud nos mencionó cifras gigantescas: más de 250 millones de dólares. Yo no sé si realmente se puede llegar a tanto; pero, de ser así, lo que pierde el Estado por este mal uso de las licencias equivale, incluso, a la construcción de un hospital.



Entonces, entendemos el origen y el propósito del proyecto. Sin embargo, como lo han expresado varios señores Senadores, no podemos sino manifestar nuestro malestar por el hecho de que aún no logremos hacer un cambio sustantivo en relación con los tres primeros días de la licencia, que no son pagados. Ello constituye algo realmente lesivo para los trabajadores, por cuanto no pueden hacer uso correcto de legítimas licencias cuando corresponde, porque no tienen garantizados esos primeros días.



Señor Presidente, no dejan de llamar la atención las palabras expresadas por el propio Presidente de la Comisión de Salud del Senado, el Honorable señor Rossi, quien además es médico. Su Señoría señaló que precisamente por el hecho de restarse el pago de esos tres primeros días, los médicos emiten la licencia por más de diez, para que el trabajador pueda usarla en su totalidad.



Entonces, aquí nos hallamos frente a un problema que este proyecto no resuelve. Esperamos que a futuro -se encuentra presente el Ministro Mañalich- el Gobierno tome cartas en el asunto y compruebe la efectividad de lo que constituye un perjuicio para los trabajadores.



Pero si bien aplicaremos mano dura a esos pocos médicos, pero que hacen un daño tan grande al conjunto del país por el uso fraudulento de la licencia médica o mal uso de ella -en esto radica la importancia de lo que se ha dicho acá-, lo menos que podemos hacer es exigir también dar garantías de que esa mano dura se aplique rigurosamente a los contralores y se los fiscalice debidamente, pues en definitiva son ellos los que autorizan o rechazan la licencia. Nos parece sumamente condenable que muchas veces denieguen la emitida correctamente sin siquiera contar con los antecedentes.



Por lo tanto, creo que el Senado no debiera dudar acerca de la justeza de decir que esta situación es grave, por lo que no podemos aceptar el mal uso de la licencia médica. Pero también lo es que haya contralores que sean incapaces de establecer un criterio apropiado para su rechazo.



Esa fue la razón que motivó presentar la indicación mencionada que claramente mejora el proyecto y equilibra la situación. En especial ella es un llamado a la responsabilidad de quienes deben emitir la licencia médica, pero también a la de aquellos que deben fiscalizar el sistema y aceptarla o rechazarla.



Señor Presidente, insisto nuevamente en el daño que se hace a los trabajadores, cuestión que espero se pueda modificar a futuro. La indicación recogió tal inquietud, y el Gobierno se abrió a que la presentáramos.



Entonces, pensamos que, en esas condiciones, el proyecto puede ser aprobado.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Uriarte.

El señor URIARTE.- Señor Presidente, en muy pocos días más -probablemente, en el transcurso de abril-, se debiera inaugurar el nuevo hospital, ya terminado, de Punta Arenas, que costó 120 millones de dólares.



Con el costo total que representan para el país las licencias médicas fraudulentas, podrían construirse anualmente dos hospitales como el que señalo. Asimismo, sería factible edificar otros como el que se levantará en Talca (150 millones de dólares), y tres, como el por hacer en Ovalle, en la provincia del Limarí de la Cuarta Región.



El costo de las licencias médicas fraudulentas es demasiado caro para Chile. ¡250 millones de dólares es mucho dinero!



Por esa razón, hay que aprobar el proyecto, y rápido. Todos debemos hacer un esfuerzo por despacharlo pronto, y ojalá hoy. En primer lugar, porque asegura el otorgamiento y uso de licencias médicas; porque fortalece las facultades que deben tener los órganos públicos en materia de control y de fiscalización; porque acrecienta las atribuciones de la COMPIN, lo que obviamente mejorará el control de los médicos eventualmente licenciosos.



Es una gran iniciativa, pues, además, permitirá a la Superintendencia de Seguridad Social -si corresponde, obviamente- iniciar investigaciones en contra de médicos inescrupulosos que habitualmente ejercen su profesión con el claro propósito de defraudar al Fisco y al sistema. Por lo mismo y porque en ella se disponen multas y un régimen muy robusto de sanciones, solo resta aprobarla.



Por ese motivo y por el hecho de que se establece un gran y sabio desincentivo a las malas prácticas y a la comisión de ilícitos, anuncio nuestro voto favorable.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Rincón.

La señora RINCÓN.- Señor Presidente, durante cinco años fui Superintendenta de Seguridad Social, donde me correspondió no solo fiscalizar este sistema, sino también administrar los recursos asociados a él, en el caso de enfermedad grave del hijo menor de un año.



Pude apreciar todo tipo de situaciones, desde aquellas descritas por el Senador Uriarte, como las que constituyen abusos reiterados que significan restar anualmente al país la posibilidad de aumentar el número de hospitales, o como las dadas a conocer por colegas como el Senador Navarro, que implican tramitar en forma innecesaria y dilatoria a los trabajadores para la obtención de un legítimo beneficio.



¡De todo hay en la viña del Señor!



El proyecto en debate pretende hacerse cargo de tales anomalías. Su texto actual es el resultado de un extenso debate en las Comisiones de Trabajo y Previsión Social y de Salud, unidas, donde se recogieron las apreciaciones e inquietudes de los distintos actores legislativos y, por cierto, se escuchó a diversas personas.



Se acogió la inquietud planteada por algunos Senadores en orden a sancionar duramente a los médicos que emiten licencias injustificadas y, también, a los contralores que las rechazan sin fundamento.



La indicación que presentamos -y se agradece la participación de las bancadas de la UDI y de Renovación Nacional- pretende homologar las sanciones: al médico que emita una licencia sin base no solo con multas, sino también con la suspensión de la facultad para emitirlas; y al contralor que restrinja o rechace sin fundamento el beneficio se le castiga no solo con multas, sino también con el término de la facultad de visar las licencias. Y es más: serán solidariamente responsables la isapre y la COMPIN cuando no concurran como corresponde.



Este, señores Senadores, es solo el principio, porque lo relativo a esta materia es una parte del problema.



Conversé con los Ministros de Salud y del Trabajo; con los Subsecretarios y con la Superintendenta de Seguridad Social acerca de la necesidad de modificar el sistema.



El Senador Tuma dijo que tenemos un problema en la tramitación de los documentos. Debiera estar operando la licencia médica electrónica - cuestión que compartimos con el Ministro- que hoy solo se utiliza en las isapres, lo cual permitiría tener información bastante importante acerca del comportamiento del beneficio.



Pero ello no ocurre en el sistema público. Creemos que ahí, señor Ministro, es donde debe hacerse un esfuerzo.



En la Concertación estamos trabajando una propuesta, y quisiéramos que también participaran los Senadores de la Alianza. Porque todos conocemos lo que ocurre en la realidad y cómo los distintos sistemas no conversan.



El Senador señor Navarro dio a conocer que a un trabajador que sufre un accidente del trabajo no le reconocen la naturaleza de este y lo derivan al sistema común, donde no le dan la tramitación expedita que requiere.



Conversamos este asunto con la ex Senadora Matthei, hoy día Ministra, quien coincidió en ello.



Pensamos que sobre el particular debe hacerse un esfuerzo importante.



Señor Presidente, tenemos la convicción de que el proyecto que hoy discutimos en particular debe ser aprobado en forma rápida. 



¡Necesitamos mandar una señal clara y categórica!



Y, en tal sentido, me gustaría sugerir a la Sala -hablé con el Ministro, quien está de acuerdo- que se hagan tres votaciones: aquellas normas aprobadas por unanimidad o mayoritariamente en las Comisiones unidas, que sean votadas todas en un solo acto; las disposiciones de quórum especial -entiendo que es una, el señor Secretario puede ratificarlo-, y finalmente, la indicación consensuada con el señor Ministro de Salud, la que hemos presentado a consideración de la Sala para homologar la sanción de los médicos infractores con la de los contralores que rechacen licencias médicas en forma injustificada.



De esta manera podremos cumplir con lo señalado por el Senador señor Uriarte: la necesidad de aprobar en forma rápida el presente proyecto de ley, que ha sido largamente debatido en las Comisiones de Trabajo y de Salud, unidas.



He dicho.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Girardi.

El señor GIRARDI.- Señor Presidente, el proyecto que nos ocupa es muy importante. Lo planteamos algunos parlamentarios hace mucho tiempo.



Se busca establecer una regulación contra el fraude que cometen ciertos médicos, que son muy pocos.



Pero también se debe abordar lo que denunciamos muchas veces: que las isapres deniegan licencias médicas a pacientes que de verdad están enfermos. Ello implicaba una cantidad de recursos muy relevante: casi 20 mil millones de pesos al año. En función de esto, nos parecía primordial modernizar todos los procedimientos vinculados con dichas instituciones.



Y el Ejecutivo presentó esta iniciativa.



En mi opinión, acá ha habido un largo y profundo acuerdo con el Gobierno respecto a la necesidad de legislar sobre la materia, en orden a establecer los mismos criterios de sanción tanto para el doctor que otorga una licencia de manera fraudulenta y el paciente que la pide como para los contralores de las isapres que deniegan la licencia a personas que efectivamente se hallan enfermos.



Ambos fraudes nos parecen atentatorios contra derechos humanos fundamentales, porque se distraen recursos que debieran ir a la atención de gente que de verdad los necesita.



Asimismo, hago presente que todavía nos queda una cuestión pendiente: la eliminación de los tres primeros días de carencia cuando la licencia médica dura menos de once. ¡Es un impuesto al enfermo! No tiene ningún sentido que a un paciente se le denieguen esos días, pues está pagando por su derecho a reposo, el cual es esencial para que recupere su salud.



Señor Presidente, estimo que, de resultar afirmativa la votación del proyecto, daremos un gran paso a fin de garantizar un mejor cuidado de los recursos públicos y también -con más fuerza- los derechos y el acceso a la salud de los chilenos, particularmente de los más pobres.



He dicho.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Chahuán. 

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, Honorable Sala, el objetivo principal del proyecto de ley que nos ocupa es combatir el fraude que se ha podido comprobar en el último tiempo con relación al otorgamiento de licencias médicas. Aquel consiste en que muy pocos doctores prescriben, a gran escala, un descanso que no se justifica. Se simula que determinada persona padece una patología, para la cual se le concede un reposo médico que da derecho a un subsidio estatal, lo que no resulta procedente pues ello produce un perjuicio al Estado, que, como bien nos ha explicado el Ministro del ramo, asciende a una suma de dinero anual de tal magnitud que con ello se podría equipar un hospital de nivel medio.



Entonces, se hace indispensable poner término pronto a este tipo de conductas constitutivas de fraude, que afectan sobre todo a quienes sí requieren descanso médico, por hallarse afectados realmente por una patología.



Asimismo, durante el extenso tratamiento de la iniciativa tanto en la Comisión de Salud como en las Comisiones de Trabajo y Previsión Social y de Salud, unidas, tuvimos la oportunidad de escuchar la opinión de expertos sobre la otra cara de la medalla en esta materia: cuando los contralores de las instituciones de salud previsional reducen injustificadamente las licencias otorgadas por médicos, quienes, dentro de su ámbito de competencia y con estricto apego a la lex artis, han estimado que cierto paciente necesita un reposo prolongado.



Durante el análisis del proyecto, nos preocupamos de afinar hasta en sus más mínimos detalles los procedimientos administrativos a que las situaciones descritas pudieran dar origen. Lo mismo en el aspecto penal, cuando se ha actuado dolosamente, de modo de garantizar un justo y racional procedimiento para quienes hagan mal uso de los beneficios, tanto en su otorgamiento como en su aprovechamiento indebido.



Asimismo, hemos abordado el perjuicio pecuniario que significa para el erario fiscal el otorgamiento ilícito de licencias médicas: deberán ser restituidos los recursos públicos percibidos en forma fraudulenta e improcedente por efecto del mal uso de dicho instrumento.



Es indudable que el derecho a reposo médico se encuentra inserto dentro del principio constitucional del derecho a la vida y a la integridad física. Pero siempre y cuando se ejerza en forma racional y no con el fin de causar un perjuicio a las arcas fiscales mediante el uso torcido de este beneficio, al que legítimamente tiene derecho una persona que padece una enfermedad específica.



Por tal motivo, sin entrar en el detalle de las medidas que contempla el proyecto, contenido en el informe que los colegas tienen a su disposición, estimamos que se cumplen plenamente los objetivos que han inspirado la iniciativa legal que nos ocupa: hacer buen uso del reposo médico por el plazo que corresponda a la dolencia de que se trate.



En todo caso, estamos contestes en que se hace necesario introducir mayores reformas en esta materia, como la extensión de la licencia electrónica o el pago del subsidio cuando el reposo sea inferior a tres días. Tales medidas se analizarán en una nueva iniciativa gubernamental, ya que la situación que se aborda en el proyecto en examen urge ser remediada cuanto antes. Por algo se le ha aplicado urgencia “suma”. 



Por ese motivo, los miembros de las Comisiones unidas pedimos justamente al señor Ministro de Salud que estudiara lo relativo al período de carencia de tres días, a los efectos de poder resolver el punto más adelante.



Me permito instar a los colegas a que demos nuestra aprobación al proyecto, a fin de que se transforme en ley a la mayor brevedad, de modo que no se sigan dilapidando los recursos fiscales mediante uso doloso o indebido de este tipo de beneficios.



En consecuencia, voto favorablemente el proyecto.



No deseo concluir mi intervención sin antes señalar que, cuando vimos por primera vez la iniciativa en la Comisión de Salud, los parlamentarios de la Concertación no querían que aquella viera la luz del día. Luego, los representantes de la Oposición en la Comisión de Trabajo y Previsión Social se abrieron a la posibilidad de que se aprobara la idea de legislar.



Agradezco a los Senadores de las Comisiones de Salud y de Trabajo y Previsión Social, unidas, la generosidad de responder favorablemente a un proyecto que, sin lugar a dudas, busca atacar una situación en que hay dolo manifiesto de parte de unos pocos profesionales médicos, quienes de manera poco racional y claramente fraudulenta otorgan gran cantidad de licencias médicas.



Señor Presidente, con esta iniciativa se pretende satisfacer una necesidad de racionalización de los recursos públicos. Pero, de forma adicional, quedó en la mesa el compromiso del Ministro de Salud de revisar el término del período de carencia, con el propósito de evitar el incentivo perverso de otorgar licencias por más de diez días.



He dicho.

El señor GIRARDI (Presidente).- Daré la palabra al señor Ministro y después, a los dos Senadores que están inscritos.



La Mesa propone que posteriormente se proceda a votar: primero, las enmiendas aprobadas por unanimidad en las Comisiones unidas -varias de ellas requieren quórum especial-; luego las acordadas por mayoría, y, al final, la indicación a que se ha hecho referencia.



Haré tocar los timbres desde ya para contar con la cantidad necesaria de Senadores en la Sala al momento de votar.



Tiene la palabra el Ministro de Salud.

El señor MAÑALICH (Ministro de Salud).- Señor Presidente, señores Senadores, no quiero repetir lo que ya se ha dicho acá hasta el cansancio respecto de la magnitud del problema que enfrentamos cuando se habla del Fondo Único de Salud -como por lo demás ha sancionado el Tribunal Constitucional-, del cual se destinan recursos para la atención de personas enfermas y, a la vez, para el subsidio de incapacidad laboral (licencia médica curativa).



Quiero destacar que en esta materia hemos llegado a un extremo verdaderamente grave. 



El fondo que administra FONASA hoy día se constituye en 40 por ciento con las cotizaciones obligatorias en salud y en 60 por ciento con impuestos generales de la nación. Si el gasto en licencia médica uno lo indexara al 7 por ciento de la cotización obligatoria, cabría señalar que 2,7 puntos porcentuales de ella se ocupan en dicho beneficio. 



La gravedad de ello está a la vista. 



Sin embargo, llama profundamente la atención que, a pesar de los esfuerzos realizados a través de los medios de comunicación y de las denuncias hechas ante la justicia ordinaria en años pasados tanto por los Ministros de Salud anteriores como por mí, no se haya producido ningún efecto para quebrar esa tendencia. De hecho, en 2010 la tasa de otorgamiento de licencias médicas se incrementó en 18 por ciento, lo cual es muy delicado al analizar las cifras mencionadas.



Además, en 8 años los subsidios por incapacidad laboral -considerando una moneda del mismo valor- se han multiplicado en 230 por ciento, tendencia que no tiene cómo amortiguarse. 



Por eso surge este proyecto de ley, que fue iniciado por la entonces Presidenta Bachelet. 



En el mensaje ella usa la figura de fraude, de organización para el fraude. Son palabras muy duras, pero, en nuestra opinión y de acuerdo a los informes que hemos recibido sobre acontecimientos ocurridos en los últimos meses, se corresponden exactamente con la realidad, dado que algunos grupos de profesionales, incluso ciertas empresas, se coordinan o coluden para producir un daño patrimonial a los trabajadores chilenos que contribuyen, vía impuestos generales o cotización obligatoria de salud, a generar el referido Fondo. 



De otro lado, se ha mencionado la incapacidad de las COMPIN para realizar su función. Yo quiero ser cauto en esta materia, porque, para que estas pudieran fiscalizar el beneficio en los últimos años, deberían haber aumentado sus plantas en aproximadamente 5 veces.



De hecho, tales comisiones, que son las contraloras por esencia del otorgamiento de licencias médicas, en el ámbito privado (las isapres) no pueden lisa y llanamente cumplir con su cometido.



Ilustro a Sus Señorías con un ejemplo: las COMPIN, que son dependientes de los seremis del ramo, en el año 2006 fiscalizaron 2,6 millones de licencias médicas, y en 2010, 4 millones, y con prácticamente la misma planta de personal.



En consecuencia, cuando se pide que dichas comisiones médicas actúen eficazmente para vigilar lo que ocurre con los contralores de las isapres, se debe comprender que se requiere dar un paso previo: disminuir significativamente el volumen de licencias médicas que aquellas deben revisar. Porque, con la actual demanda, no tienen la capacidad para hacer un trabajo eficaz.



También debo manifestar, a manera de ejemplo, que la proporción de licencias médicas otorgadas en el marco del seguro público que las COMPIN alcanzan a revisar cada año es decreciente: el 20 ciento del total de licencias fiscalizadas -dichas entidades no actuaron como meros buzones, sino que ejercieron su tarea- se ha reducido en la actualidad a 12 por ciento. Ello -insisto-, producto del intenso tráfico de licencias que tales comisiones deben manejar.



En cuanto al empleo de la licencia médica electrónica, hemos llamado a licitación -ya están entregándose propuestas- para implementar un sistema de uso generalizado en el país. Sin embargo, debo hacer presente que, al menos en el mundo privado, su aplicación ha sido extraordinariamente compleja, porque, si bien todas las isapres disponen de dicho sistema, solo el 30 por ciento de las licencias médicas se tramitan por esa vía. Existe una resistencia sistemática, cultural o de otro orden, por parte de los prestadores (los doctores) para utilizar el mecanismo electrónico en la tramitación del reposo médico. Prefieren seguir usando los papeles o formularios comprados en las COMPIN. 



Por lo tanto, anticipo que exigiremos a los prestadores públicos en hospitales y consultorios usar como único mecanismo para otorgar licencias médicas, en un plazo de dos años luego de concluida la licitación, el sistema electrónico. De lo contrario, no habrá manera de sacar provecho, como manifestó el Senador señor Tuma, a este tremendo instrumento de gestión. 



El proyecto, como se dijo, fue trabajado intensamente por las Comisiones de Salud y de Trabajo, unidas. Y creo que llegamos a un buen final. 



Me animaría a señalar, en el ánimo de avanzar rápido en la aprobación en particular, que la indicación anunciada por la Senadora señora Rincón, que, en mi humilde opinión, es equilibrada y consistente con las discusiones sostenidas en diferentes instancias -específicamente en los órganos técnicos mencionados-, debiera ser acogida, a fin de que el proyecto siga su tramitación en la Cámara de Diputados.



De ese modo, al fin se podrá contar con un instrumento que, por un parte, libere la carga de trabajo actual de las COMPIN -hoy no pueden realizar bien su labor de fiscalizar el trámite de las licencias médicas de los beneficiarios públicos ni las que otorgan o deniegan los prestadores privados- y, por otra -insisto-, permita sancionar jurídicamente de manera específica a médicos, matronas, dentistas o quienes fuere que se organicen para entregar licencias médicas en cantidades abismantes.



Al respecto, sabemos de profesionales -son pocos- que dan una licencia cada dos minutos. Ante esa realidad, hemos pedido al Servicio de Impuestos Internos que nos informe si ello se corrobora con las declaraciones de tales personas. 



Y eso sucede en la consulta médica privada mucho más que en el sector público, incluso para beneficiarios de este último. En efecto, alguien que no obtiene una licencia en el hospital público, cruza al centro médico de enfrente -lugar conocido por la entrega sistemática de dicho beneficio- para comprarla. Ahí el médico firma formularios a destajo, incluso estando de vacaciones -como hemos denunciado-, y la secretaria pone los timbres respectivos y cobra la venta de la licencia médica. 



De esta forma se provoca un daño patrimonial enorme a los trabajadores del país. 



Sugiero no perder la perspectiva de lo que hemos hablado acá.



Los recursos entregados a través de la Ley de Presupuestos al sector de la salud son crecientes y significativos. Pero tenemos la obligación inexcusable, no de ahorrarlos, sino de usarlos en condiciones de mayor beneficio para la gente. Y, claramente, el fraude en el otorgamiento de licencias médicas por 250 millones de dólares constituye un mal uso de tales dineros. 



Ello nos hace disparar “de chincol a jote” -si me permite la expresión, señor Presidente; ignoro si es conocida acá-, con lo que se daña de manera innecesaria el prestigio de profesionales de buen comportamiento, quienes, debido a toda esta batahola comunicacional, incluso pueden ver inhibida su capacidad de otorgar licencias médicas responsablemente cuando corresponda. 



El asunto es grave y requiere una solución urgente. 



Se debe garantizar una buena utilización de los recursos en quienes lo necesitan. 



Por eso, pido a los señores Senadores formalmente -por intermedio de la Mesa- la aprobación en particular de la iniciativa.



Gracias. 

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Letelier. 

El señor LETELIER.- Señor Presidente, me referiré de manera breve a tres temas. 



El debate sobre las licencias médicas se puede abordar desde varias perspectivas. Solo quiero recordar que, más allá del proyecto, quedará pendiente una de las dimensiones del problema, la más vergonzosa: el descuento a los adultos mayores de parte de sus pensiones para pagar las licencias médicas de los trabajadores activos. 



Hay que resolver no solo la situación fraudulenta que cometen quienes mal usan un instrumento necesario en el país, sino, además, el asunto de cómo se financia el sistema. Y espero que la iniciativa que se envíe para reducir el aporte en salud de los jubilados considere la eliminación de la carga destinada a cubrir el gasto en licencias médicas.



En segundo término, queremos un proyecto equilibrado.



Creo que lo propuesto es sin duda un primer esfuerzo en esa dirección: sancionar drásticamente a los profesionales que de manera ilegítima, con fines ajenos a la salud, usan un instrumento que se ha puesto en sus manos.



Pero necesitamos, y recojo las palabras del señor Ministro de Salud en tal sentido, abordar la responsabilidad del Estado -no digo del Gobierno, sino del Estado- en orden a modernizar las comisiones médicas preventivas. Porque no resulta justo lo que sucede en particular con los sectores más desprotegidos, como son los trabajadores, que muchas veces no poseen formación profesional o técnica. Estos presentan licencias médicas entregadas después de mucho tiempo por facultativos de los consultorios, de los hospitales públicos, las que en la abrumadora mayoría de los casos están bien otorgadas. No obstante, muchas veces las COMPIN se las rechazan porque no tienen la capacidad de evaluarlas correctamente, dado que no cuentan con el personal ni con la infraestructura correspondientes.



La indicación que hemos presentado apunta a establecer un equilibrio en la responsabilidad del Estado tanto para asegurar que se sancione a los profesionales que entregan malas licencias médicas como para garantizar a los trabajadores el ejercicio de un derecho, es decir, que efectivamente se les pague la licencia cuando corresponda y no que por falta de personal o de modernización de las COMPIN se les prive de aquel derecho.



Por último, creo que todos tenemos la voluntad de generar las condiciones para la modernización de la COMPIN, para mejorar los mecanismos de supervisión, a fin de que se garantice un sistema de licencias médicas y que no se distorsione, como ha ocurrido en el último tiempo. En la cultura de nuestro país existe el concepto de “tiré licencia médica”, es decir, constituye una costumbre para muchos abusar de este instrumento. Y pienso que todos queremos poner fin a ello.



Saludo el esfuerzo de las Comisiones de Salud y de Trabajo, del actual Gobierno, del de la Presidenta Bachelet. Me parece que en esta materia necesitamos mantener un trabajo de consenso.



He dicho.

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, votemos.

El señor GIRARDI (Presidente).- Quedan dos inscritos. Se han ido sumando algunos Senadores entusiastamente.

El señor WALKER (don Ignacio).- Pero abra la votación.

El señor GIRARDI (Presidente).- Es que se deben efectuar votaciones de diverso tipo.



Entonces, les solicito que sean breves para así poder poner en votación el proyecto.

El señor PROKURICA.- ¡Eso es imposible...!

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Escalona, que es el último inscrito, pues el Honorable señor Muñoz Aburto ha colaborado y no intervendrá.

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, valoro la labor desarrollada por los colegas de las Comisiones de Salud y de Trabajo, así como el esfuerzo realizado tanto por el Gobierno de la Presidenta Bachelet como por el que encabeza Sebastián Piñera.



Sin embargo, no soy de las personas que consideran que este proyecto sea definitivo o perfecto.



Creo que se trata de una iniciativa débil en cuanto a las sanciones que establece. Es decir, claramente pienso que el proyecto no se encuentra a la altura del mal que aquí se ha diagnosticado, para hacer la metáfora médica.



Se está hablando de una industria para la fabricación de licencias médicas fraudulentas.



Según los datos de la Superintendencia de Seguridad Social, que asumió esta responsabilidad durante la Administración de la Presidenta Bachelet y entregó las primeras listas que causaron impacto en la opinión pública respecto de este fraude, en 2009 -en una industria con un florecimiento progresivo- el Estado perdió más de 50 millones de dólares por licencias médicas fraudulentas. Y si consideramos que el proyecto que tanta conmoción pública está generando, que dice relación con la ampliación del llamado “posnatal”, implica un costo de 88 millones de dólares, podemos establecer una adecuada relación acerca del impacto que significa aquella industria mafiosa en el sistema de protección social del país.



Independientemente de que las multas se hacen mucho más fuertes y de que se determinan incluso sumarios con la sanción de destitución, si tomáramos en cuenta que cerca de 500 médicos son investigados por la justicia y que cerca de 115 entregaron más de 200 mil licencias -en lo que uno podría fijar como el centro industrial de esta práctica mafiosa-, claramente se echa de menos en el proyecto la sanción de término de la licencia para ejercer como médico a quienes llevan adelante esta actividad industrial como una práctica de enriquecimiento ilícito.



Digo lo anterior porque no cabe ninguna duda de que estas personas se dedican a ello y no a la medicina. Han encontrado en la perversión del ejercicio de la profesión una fuente de ganancia a costa de la protección social del país, sacando recursos del Estado para su enriquecimiento ilícito, en circunstancias de  que estos debiesen ser destinados al mejoramiento de la salud de la gente.



En consecuencia, si los datos son tan categóricos, si la propia Superintendencia de Seguridad Social ha señalado que 115 facultativos entregaron más de 200 mil licencias, existen los antecedentes prácticos y concretos que permitirían establecer que esas personas debiesen perder su licencia como médicos.



Esta sanción no se considera en el proyecto.



Entiendo que se ha hecho un esfuerzo para llegar a acuerdos, con el propósito de viabilizar la iniciativa. Me parece bien, y los respaldaré.



Pero, siendo tan altamente rentable esta actividad, tan profundo el problema que se ha generado, transformándose el uso fraudulento de la licencia médica en una práctica de enriquecimiento ilícito de un puñado de personas, afectando con ello seriamente la protección social del país, creo que el Estado tiene plena legitimidad para establecer que esos profesionales no pueden seguir usando su licencia de médicos con tal objeto.



Pero de todas maneras entiendo que el proyecto constituye un avance. Hay otras materias que no alcanzaron a ser tratadas en él. Uno no puede pretender que en una iniciativa se resuelvan todos los problemas de inmediato. Sin embargo, he sentido la obligación de señalar que ha quedado un aspecto pendiente. Me atrevo a decir que se trata de una omisión. Y si la Cámara de Diputados la resolviera, creo que sería mejor para el fortalecimiento de los sistemas de salud público y privado en el país.



He dicho.

El señor GIRARDI (Presidente).- Cerrado el debate.



Se dará inicio a la votación particular.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- En primer término, corresponde pronunciarse acerca de las modificaciones aprobadas por unanimidad en las Comisiones unidas, entre las cuales se encuentra la norma de quórum orgánico constitucional, que es el inciso cuarto del artículo 6o del proyecto, que pasó a ser 7°.

El señor GIRARDI (Presidente).- En votación.



--(Durante la votación).

El señor ORPIS.- Señor Presidente, ¿por qué no hacemos una sola votación?

El señor GIRARDI (Presidente).- ¿Para todas las enmiendas?

El señor ORPIS.- Exacto.

El señor CHADWICK.- Sí, votemos todo en un solo acto.

La señora RINCÓN.- Por nuestra parte, no habría problema.

El señor LABBÉ (Secretario General).- No es posible, señor Presidente.



Se encuentran en votación las modificaciones aprobadas unánimemente por las Comisiones unidas, entre las cuales figura una que requiere quórum especial. 

El señor GIRARDI (Presidente).- Bien.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GIRARDI (Presidente).- Terminada la votación. 



--Se aprueban (34 votos favorables), dejándose constancia de que se reunió el quórum de ley orgánica constitucional requerido por la enmienda al inciso cuarto del artículo 6°, que pasó a ser 7°.



Votaron las señoras Allende, Alvear y Rincón y los señores Bianchi, Cantero, Chadwick, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, García, Girardi, Gómez, Horvath, Lagos, Larraín (don Hernán), Larraín (don Carlos), Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- En seguida, corresponde pronunciarse acerca de las enmiendas que las Comisiones unidas aprobaron por mayoría (según el boletín comparado, con un voto en contra y, en un caso, con dos abstenciones).

El señor GIRARDI (Presidente).- En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GIRARDI (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueban (34 votos a favor).



Votaron las señoras Allende, Alvear y Rincón y los señores Bianchi, Cantero, Chadwick, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, García, Girardi, Gómez, Horvath, Lagos, Larraín (don Hernán), Larraín (don Carlos), Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).

El señor GIRARDI (Presidente).- Ahora se va a votar la indicación formulada por algunos señores Senadores de la Concertación, producto de un acuerdo entre esta y el señor Ministro de Salud. 

El señor WALKER (don Patricio).- ¿Con quiénes llegó a acuerdo el Ministro?

El señor PROKURICA.- Sí, ¿con cuáles colegas?



¿Y participó el MAS?

El señor GIRARDI (Presidente).- El señor Secretario procederá a leerla.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La indicación consta de dos números.



“1.- Se propone una nueva redacción para el ARTÍCULO 10 del proyecto de ley en los siguientes términos:



“Artículo 10.- En caso que el profesional médico, enfermera universitaria o matrona que ejerza como contralor médico u otro cargo similar en una institución de salud previsional (ISAPRE), cuya función sea la autorización, modificación o rechazo de las licencias médicas que presenten los afiliados a dicha ISAPRE, ordene bajo su firma o la de su delegado, postergar su resolución, rechazar o modificar una licencia médica, sin justificación médica apropiada al caso o sin expresión de causa, podrá ser denunciado por el afiliado afectado por la medida o su representante, ante la Superintendencia de Seguridad Social, a fin que ésta realice una investigación de los hechos denunciados.



“En caso que de la investigación realizada se concluya que el profesional médico o enfermera universitaria, que ejerza como contralor médico u otro cargo similar en una institución de salud previsional (ISAPRE), ha postergado injustificadamente su resolución, ha rechazado o ha modificado una licencia médica injustificadamente o sin expresión de causa, la Superintendencia de Seguridad Social podrá imponer a dicho profesional alguna o algunas de las siguientes sanciones:



“1) Multa a beneficio fiscal de hasta 7,5 unidades tributarias mensuales. La multa podrá elevarse al doble, en caso de constatarse que la postergación de la resolución, el rechazo o la modificación de la licencia médica sin fundamento médico ha sido reiterada.



“2) Suspensión por treinta días de la facultad para visar el otorgamiento de licencias médicas en el sistema ISAPRE y una multa a beneficio fiscal de hasta 15 Unidades de Fomento, en caso de reincidencia dentro del período de tres años contados desde la fecha de la notificación de la resolución que impone la primera sanción.



“3) Suspensión por noventa días de la facultad para visar el otorgamiento de licencias médicas en el sistema ISAPRE y una multa a beneficio fiscal de hasta 30 Unidades de Fomento, en caso de segunda reincidencia dentro del período de tres años contados desde la fecha de la notificación de la resolución que impone la primera sanción.



“4) Suspensión por un año de la facultad para visar el otorgamiento de licencias médicas en el sistema ISAPRE y una multa a beneficio fiscal de hasta 60 Unidades de Fomento, en caso de tercera reincidencia dentro del período de tres años contados desde la fecha de la notificación de la resolución que impone la primera sanción.



“La resolución que aplique alguna de las sanciones señaladas, deberá ser fundada y dictada previo informe del profesional involucrado.



“Por su parte, la Superintendencia de Seguridad Social, junto con sancionar al profesional responsable de la contraloría médica de la ISAPRE, ordenará a esta institución de salud el pago inmediato del subsidio por incapacidad laboral respectivo o la parte de éste que dejó de ser pagado injustificadamente.



“Del mismo modo, la ISAPRE a la que represente el profesional sancionado, será solidariamente responsable del pago de la multa que se le imponga como sanción.



“El profesional sancionado o la ISAPRE respectiva tendrán diez días hábiles, desde la notificación de la resolución que aplica la sanción, para remitir a la Superintendencia su informe, pudiendo solicitar que se le otorgue una audiencia para realizar descargos, a la que podrán asistir los organismos administradores que correspondieren, el colegio profesional y las sociedades científicas respectivos, previa citación.



“Transcurrido el plazo de diez días señalado o realizada la audiencia indicada, la Superintendencia resolverá de plano la procedencia de la sanción.



“La solicitud de informe, la citación a la audiencia de descargos y la resolución, deberán ser notificadas por carta certificada.



“El profesional de la Comisión de Medicina Preventiva e Invalidez o unidad de licencias médicas que incurra en la conducta descrita en el inciso 1 será sometido a sumario administrativo, el que podrá provocar la destitución de su cargo, y la Comisión de Medicina Preventiva e Invalidez o unidad de licencias médicas, podrá ser sancionada con las mismas multas establecidas en este artículo en los números 1, 2, 3 y 4.



“2.- Se propone ingresar una nueva palabra en el ARTÍCULO 11 del proyecto de ley en los siguientes términos:



“-Establecer luego de las palabras artículo 5 las palabras ‘ARTÍCULO 10’.” 



Vale decir, serían aplicables las sanciones a que se refieren los artículos 5° y 10 de la iniciativa.

El señor GIRARDI (Presidente).- Hay que hacer una aclaración, señores Senadores: todas las multas deben establecerse en unidades tributarias mensuales. Porque en algunas partes del texto se habla de “unidades de fomento”.

La señora RINCÓN.- Muy buena la aclaración, señor Presidente.

El señor GIRARDI (Presidente).- En votación la indicación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GIRARDI (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba la indicación (34 votos favorables), y queda despachado el proyecto en este trámite.



Votaron las señoras Allende, Alvear y Rincón y los señores Bianchi, Cantero, Chadwick, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, García, Girardi, Gómez, Horvath, Lagos, Larraín (don Hernán), Larraín (don Carlos), Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).

El señor GIRARDI (Presidente).- Felicito a esta Sala y al Ejecutivo, porque el proyecto de ley que se acaba de despachar es un importante avance en la materia.



Terminado el Orden del Día.

VI. TIEMPO DE VOTACIONES

SOLICITUD DE PROYECTO SOBRE ASIGNACIÓN FAMILIAR PARA CÓNYUGES DE PENSIONADOS PERCEPTORAS DE INGRESOS ACOTADOS. PROYECTO DE ACUERDO
El señor LETELIER (Vicepresidente).- Corresponde pronunciarse sobre un proyecto de acuerdo presentado por los Senadores señores Chahuán, Horvath, Prokurica y Rossi.

--Los antecedentes sobre el proyecto (S 1326-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:


Se da cuenta en sesión 85ª, en 11 de enero de 2011.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El propósito del proyecto de acuerdo es solicitarle a Su Excelencia el Presidente de la República el envío de un proyecto  de ley que les permita a las cónyuges de pensionados acceder al beneficio de asignación familiar aun cuando disfruten de rentas o ejerzan labores remuneradas que tengan como máximo el equivalente a un ingreso mensual de 464 mil 823 pesos.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?
El señor LETELIER (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el proyecto de acuerdo (16 votos a favor, una abstención y un pareo).



Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Alvear y Rincón y los señores Chahuán, Coloma, Escalona, Gómez, Horvath, Larraín (don Hernán), Navarro, Prokurica, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).



Se abstuvo el señor Pizarro.



No votó, por estar pareado, el señor Walker (don Ignacio)

)-----------(

La señora ALVEAR.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, concédale la palabra a la señora Senadora antes de entrar al siguiente proyecto de acuerdo.

La señora ALVEAR.- Solo deseo formular una consulta, señor Presidente.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Estamos votando los proyectos de acuerdo, Su Señoría.

La señora ALVEAR.- Sí, lo sé. Pero sucede que no alcanzamos a tratar el proyecto de ley  que crea una Comisión Permanente de Coordinación del Sistema de Justicia Penal (figura en la tabla con el número 4).



No tengo claro si ello obedeció a un acuerdo de Comités o si, simplemente, la iniciativa quedó para la sesión de mañana.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- No, señora Senadora: terminó el Orden del Día y pasamos al Tiempo de Votaciones.



Esperamos incluir ese proyecto en la tabla de la sesión ordinaria de mañana.

La señora ALVEAR.- Muchas gracias, señor Presidente.

PETICIÓN DE INICIATIVA SOBRE FORTALECIMIENTO Y MODERNIZACIÓN DE GENDARMERÍA. PROYECTO DE ACUERDO

El señor LETELIER (Vicepresidente).- En seguida, corresponde votar un proyecto de acuerdo presentado por los Senadores señor Bianchi, señoras Alvear y Rincón y señores Frei, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Hernán Larraín, Navarro, Pérez Varela, Prokurica, Tuma y Andrés Zaldívar, con informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento. 

--Los antecedentes sobre el proyecto (S 1323-12) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Se da cuenta en sesión 81ª, en 4 de enero de 2011.


Informe de Comisión:


Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento: sesión 1ª, en 15 de marzo de 2011.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El propósito de la iniciativa es solicitarle a Su Excelencia el Presidente de la República el envío a tramitación legislativa de un proyecto sobre fortalecimiento y modernización de Gendarmería de Chile que incluya, entre otras medidas, el otorgamiento de una asignación de riesgo y el reconocimiento de la Escuela de Gendarmería como establecimiento autorizado para otorgar títulos profesionales.



La Comisión de Constitución acordó, por la unanimidad de sus miembros presentes (Senadores señora Alvear y señores Chadwick y Larraín), informar que la iniciativa no le merece reparos ni observaciones.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el proyecto de acuerdo (17 votos favorables).



Votaron las señoras Allende y Alvear y los señores Chahuán, Coloma, Escalona, Girardi, Gómez, Horvath, Larraín (don Hernán), Navarro, Pizarro, Quintana, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).

PETICIONES DE OFICIOS

El señor LABBÉ (Secretario General).- Han llegado a la Mesa diversas peticiones de oficios.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Se les dará curso en la forma reglamentaria.

)-----------(



--Los oficios cuyo envío se anuncia son los siguientes:



Del señor BIANCHI:



A la señora Intendenta de Magallanes, pidiéndole antecedentes sobre ELECCIÓN DE LAGO FAGNANO Y CALETA MARÍA COMO POLO TURÍSTICO DE TIERRA DEL FUEGO, y a la señora Secretaria Regional Ministerial de Salud de Magallanes, solicitándole MEDIDAS PARA MEJORAMIENTO DE ESTADO SANITARIO DE FOSAS Y NICHOS EN CEMENTERIO PARQUE CRUZ DE FROWARD, DE PUNTA ARENAS. 



Del señor GARCÍA:



Al señor Ministro del Interior y Seguridad Pública, para que informe sobre ESTADO DE TRAMITACIÓN DE POSTULACIONES A PENSIÓN PARA EXONERADO POLÍTICO; a la señora Ministra Secretaria General de Gobierno, consultándole acerca de RESULTADOS DE INVESTIGACIONES EN INSTITUTO NACIONAL DEL DEPORTE; al señor Ministro de Obras Públicas, pidiéndole antecedentes en cuanto a ESTADO DE PROYECTO “TERCER PUENTE TEMUCO-PADRE LAS CASAS”, y a la señora Ministra de Bienes Nacionales, para que informe respecto a DESAFECTACIÓN DE TERRENO PARA NUEVO HOSPITAL DE PADRE LAS CASAS.



Del señor HORVATH:



A la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo, al señor Contralor General de la República y al señor Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo, para pedir INVESTIGACIÓN POR PROBLEMAS EN PROYECTO CNT “GENERANDO PUERTAS POR UN FUTURO HOGAR”, EN OBRAS EN ESCUELA GABRIELA MISTRAL Y EN ALCANTARILLADO DE POBLACIÓN PEDRO AGUIRRE CERDA (PUERTO AYSÉN).



De la señora RINCÓN:



Al señor Contralor General de la República, pidiéndole información concerniente a PROBLEMA DE SEÑOR EDUARDO IBARRA ARAVENA (COMUNA DE PARRAL) POR ATRASO EN ENTREGA DE SUBSIDIO HABITACIONAL.
)------------(

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Habiéndose cumplido su objetivo, se levanta la sesión.



--Se levantó a las 19:21.

 





Manuel Ocaña Vergara,







  Jefe de la Redacción
A N E X O S

D O C U M E N T O S
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PROYECTO DE LEY , DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE INTRODUCE, EN LA LEY N° 18.918, ORGÁNICA CONSTITUCIONAL DEL CONGRESO NACIONAL, NORMAS PARA FORTALECER EL TRABAJO PARLAMENTARIO 

(7127-07)


Oficio Nº 9370


VALPARAÍSO, 16 de marzo de 2010


Con motivo de la Moción, Informes y antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE LEY:


"Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional:




1.- Sustitúyense los incisos cuarto, quinto, sexto, séptimo y octavo del artículo 5° A por los siguientes, pasando los actuales incisos noveno, décimo, undécimo y duodécimo a ser octavo, noveno y décimo, respectivamente:




"Las sesiones de las Cámaras, los documentos y registros de las mismas, las actas de sus debates, la asistencia y las votaciones serán públicas. Las sesiones de las comisiones se transmitirán en línea, salvo acuerdo en contrario de conformidad a las reglas de las sesiones secretas contempladas en esta ley.




Las comisiones deberán publicar en los sitios electrónicos de las respectivas Cámaras los acuerdos adoptados, los informes que emitan, los antecedentes considerados en sus sesiones, la asistencia de los parlamentarios e invitados, las votaciones y el registro de audio del debate desarrollado en ellas. Toda esta información debe ser completa, oportuna, actualizada y de fácil identificación.




Los informes de comisión serán públicos desde que queden a disposición de la respectiva Sala. Éstos darán cuenta de los asistentes a sus sesiones, de sus debates, de los antecedentes y documentos considerados, de los acuerdos alcanzados y sus fundamentos esenciales y del resultado de las votaciones, debidamente individualizadas.




Asimismo, las comisiones podrán autorizar el ingreso de público a las sesiones, por acuerdo adoptado por la mayoría de los diputados y senadores presentes, teniendo especial consideración por los asesores  parlamentarios debidamente acreditados ante la secretaría de la comisión respectiva. Cada Cámara deberá establecer en los reglamentos respectivos un régimen de audiencias públicas para las comisiones.".





2.-  Intercálase en el artículo 9° el siguiente inciso segundo, pasando el actual a ser tercero y así sucesivamente:




"Los informes y antecedentes que revistan el carácter de secretos o reservados sólo podrán ser solicitados por las comisiones o por los parlamentarios en sesión de Sala o de comisión.".




3.-  Agrégase en el inciso quinto del artículo 9° A, a continuación del  punto aparte (.)  que pasa a ser punto seguido (.), lo siguiente: "Vencido ese plazo podrá iniciar el procedimiento sancionatorio a que se refiere el artículo 10 de esta ley.".




4.- Sustitúyese el artículo 10 por el siguiente:



"Artículo 10.- Si el jefe superior del respectivo organismo de la Administración del Estado o el representante legal de la entidad, según el caso, requeridos en conformidad a los artículos 9° ó 9°A, no dieren cumplimiento a lo ordenado en esas disposiciones dentro del plazo de treinta días, la Cámara que corresponda comunicará esta situación a la Contraloría General de la República, la cual actuará de acuerdo al siguiente procedimiento:



Otorgará al requerido un plazo de diez días hábiles para que informe, pudiendo abrir un término probatorio por el mismo plazo.



Con el mérito de lo informado y de los antecedentes que estime necesario recabar, la Contraloría General de la República podrá aplicar, si fuere procedente,  la medida disciplinaria de multa equivalente a un tercio, media o una remuneración mensual.



El requerido podrá apelar de la multa aplicada ante la Corte de Apelaciones de su domicilio.



El mismo procedimiento y sanción será aplicable por su falta de comparecencia a la sesión de una comisión de alguna de las Cámaras a la que hubiere sido citado, o la de los funcionarios o empleados de su dependencia, cuando la ausencia de éstos le sea imputable.



Para los efectos del cobro de la multa, la Contraloría General de la República oficiará directamente a la oficina pagadora del respectivo organismo o entidad, a fin de que proceda a retener de las remuneraciones del personal involucrado las cantidades correspondientes y a enterarlas en arcas fiscales, acompañando los comprobantes al referido órgano contralor.



Si ejecutoriada la aplicación de la multa no se diere cumplimiento al nuevo plazo que, en su caso, fije la Contraloría General de la República, el infractor podrá ser sancionado con multa equivalente al doble de la indicada en este artículo.



En caso que en el respectivo organismo o entidad cambie la autoridad o representante que ha sido requerido, la Contraloría General de la República fijará un nuevo plazo para este efecto a quien lo reemplace a cualquier título, bajo apercibimiento de aplicarle la sanción que corresponda, de conformidad al procedimiento antes indicado.".".

***

Hago presente a V.E. que el artículo único  fue aprobado en general y en particular con el voto a favor de 90 Diputados, -con excepción del inciso cuarto del artículo 10 propuesto en el número 4-, que fue sancionado en particular con el voto afirmativo de 89 Diputados, en todo los casos de 120  en ejercicio, dándose cumplimiento a lo preceptuado en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.


Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Patricio Melero Abaroa,

Presidente de la Cámara de Diputados.- Adrián Álvarez Álvarez,

Secretario General (S) de la Cámara de Diputados
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PROYECTO DE LEY, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE REGULA EL TRATAMIENTO TRIBUTARIO DE LOS INSTRUMENTOS DERIVADOS 

(7194-05)


Oficio Nº 9371



VALPARAÍSO, 16 de marzo de 2011


Con motivo del Mensaje, informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE LEY:

"1.TRIBUTACION DE LOS INSTRUMENTOS DERIVADOS EN GENERAL


Artículo 1°.- Régimen impositivo de los derivados.- Los contratos definidos como derivados en el artículo siguiente, se sujetarán, junto con las operaciones e instrumentos que recaigan sobre ellos, al régimen tributario establecido en la presente ley. En lo no previsto en esta ley, se aplicarán, respecto de dichos contratos, las disposiciones de las leyes tributarias generales o especiales, según corresponda, así como las regulaciones emanadas de las autoridades competentes.


Artículo 2°.- Definiciones y precisiones.- Para los efectos de esta ley, se considerarán como derivados:


1. Los forwards, futuros, swaps y opciones, y combinaciones de cualquiera de éstos.


2. Los demás contratos cuyo valor se establezca en función de una o más variables que determinen el monto de la o las liquidaciones correspondientes, y que sean reconocidos o regulados como tales de acuerdo a normas legales o aquellas normas dictadas, en uso de sus atribuciones, por la Superintendencia de Valores y Seguros, la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, la Superintendencia de Pensiones o el Banco Central de Chile.


3. Adicionalmente, se considerarán como derivados aquellos contratos no incluidos expresamente en los números anteriores que, independientemente de su denominación, reúnan los siguientes requisitos copulativos al momento de su celebración:


a) Que su valor se establezca en función de una o más variables que determinen el monto de la o las liquidaciones correspondientes, como por ejemplo una tasa de interés, el precio de otro instrumento financiero, el precio de una materia prima, un tipo de cambio, un índice o tasas de variación de precios, una calificación o índice de crédito u otra, siempre que la variable respectiva no sea específica a una de las partes del contrato;


b) Que no requieran de una inversión inicial o ésta sea significativamente inferior que la que se requeriría para una inversión directa en el activo subyacente respectivo, o para celebrar otros tipos de contratos u operaciones que se esperaría que respondan de forma similar ante cambios en las variables de mercado, y 


c) Que su liquidación se realice en una fecha futura previamente determinada o determinable.


4. Aun en el caso de cumplir los requisitos señalados precedentemente, no quedarán regidos por la presente ley, entre otros:


a) Los contratos de préstamo o arrendamiento de valores que se realicen en operaciones bursátiles de venta corta;


b) Los instrumentos emitidos por una entidad cuando su valor esté vinculado al de sus propias acciones, tales como los derechos de suscripción y las opciones de compra emitidas para ser suscritas por sus empleados, salvo lo dispuesto en la letra a) N° 1 del artículo 9° de la presente ley, en relación a las opciones de suscripción preferente a favor de los accionistas;


c) Los contratos de seguro de aquellos regidos por el decreto con fuerza de ley N° 251, de 1931, del Ministerio de Hacienda;


d) Los contratos cuyo valor se establezca en función de variables que dependan de fenómenos de la naturaleza, tales como ambientales, climáticas, geológicas u otras similares;


e) Los contratos de compraventa de activos financieros que requieren de la entrega del activo dentro de los plazos establecidos por la regulación de los mercados en que se opera;


f) Los contratos de suministro o derecho a futuro de servicios o activos físicos tales como energía, inmuebles e insumos, o de intangibles, tales como marcas y licencias; 


g) Los compromisos para la obtención o concesión futura de préstamos a la tasa de mercado vigente al momento de materializarse la operación, y


h) Las garantías financieras, tales como avales o cartas de crédito, que obligan a efectuar determinados pagos ante el incumplimiento del deudor.


Artículo 3°.- Fuente de la renta de los derivados.- Para los efectos de esta ley y de lo dispuesto en el artículo 10 de la Ley sobre Impuesto a la Renta, las rentas provenientes de derivados, incluyendo las primas de emisión, se considerarán como rentas de fuente chilena, cuando sean percibidas o devengadas por contribuyentes domiciliados o residentes en Chile, o por contribuyentes del artículo 58 número 1° de la referida ley. 


Asimismo, se considerarán rentas de fuente chilena las que procedan de derivados que se liquiden mediante la entrega física de acciones o derechos de sociedades constituidas en Chile.


En consecuencia, y con la salvedad establecida en el inciso precedente, las rentas de derivados percibidas o devengadas por personas o entidades sin domicilio ni residencia en el país, no estarán afectas a ninguno de los impuestos de la Ley sobre Impuesto a la Renta.


Artículo 4°.- Ámbito de aplicación.- Las normas de la presente ley se aplicarán tanto a los contribuyentes del impuesto de primera categoría de la Ley sobre Impuesto a la Renta como a los contribuyentes de los impuestos global complementario o adicional, en cuanto les resulten aplicables.


Los ingresos obtenidos de los derivados a que se refiere esta ley, se considerarán clasificados en el número 5°, del artículo 20, de la Ley sobre Impuesto a la Renta, para todos los efectos tributarios previstos en dicha ley y en el presente texto legal.


Los contribuyentes afectos a los impuestos global complementario o adicional, según corresponda, estarán exentos del impuesto de primera categoría, en lo que se refiere a las rentas de esta ley, y no se les requerirá acreditarlas mediante contabilidad completa, en la medida que, además de dichas rentas, no perciban o se les devenguen otras que se encuentren obligados a acreditar mediante contabilidad completa.


Artículo 5°.- Reconocimiento de los ingresos y deducción de los gastos.- Las utilidades o pérdidas correspondientes a derivados, se reconocerán de acuerdo a las reglas y definiciones siguientes:


1. Por utilidades o pérdidas se entenderán todos aquellos resultados que se originen como consecuencia de la celebración, contratación, cesión de la posición contractual, liquidación o compensación de los respectivos derivados.


2. Los desembolsos consistentes en comisiones, primas u otros causados por los derivados, podrán ser deducidos en la determinación de la renta líquida, siempre que cumplan con los requisitos establecidos en el artículo 31 de la Ley sobre Impuesto a la Renta y aun cuando no correspondan al giro del contribuyente.


3. Los contribuyentes regidos por esta ley deberán reconocer los resultados provenientes de derivados sobre base percibida, a excepción de los señalados en el número siguiente.


4. Los contribuyentes que declaren sus rentas efectivas en la primera categoría de la Ley sobre Impuesto a la Renta según contabilidad completa, podrán optar por aplicar alguno de los siguientes métodos:


a) Reconocimiento de ingresos y deducción de los gastos según corrección monetaria:


Al momento de la celebración o adquisición del contrato de derivado, los contribuyentes que opten por esta alternativa, deberán contabilizar y valorizar los derechos y obligaciones que de él emanan en la misma forma que deben contabilizarse y valorizarse los activos subyacentes de conformidad al respectivo contrato.


Tales derechos u obligaciones deberán ser corregidos monetariamente, al término de cada ejercicio, en la misma forma que deben ser corregidos los activos subyacentes, de acuerdo al artículo 41 de la Ley sobre Impuesto a la Renta.


Las diferencias positivas o negativas que se produzcan a consecuencia de la valorización señalada en los párrafos anteriores, constituirán utilidad o pérdida del ejercicio, según corresponda.


En caso de cederse o liquidarse un contrato derivado, los resultados que procedan de tal cesión o liquidación, en su caso, deberán considerarse como utilidad o pérdida en dicho ejercicio, entendidos éstos como la diferencia entre la valoración efectuada de conformidad a los párrafos anteriores y el valor de cesión o liquidación, según corresponda.


b) Reconocimiento de ingresos y deducción de los gastos según el justo valor:


i. Al cierre de cada ejercicio, los contratos de derivados se valorizarán a valor justo o razonable a dicha fecha. Para estos efectos, se entenderá por valor justo o razonable la cantidad por la que pueda ser intercambiado un activo o cancelado un pasivo, entre compradores y vendedores interesados y debidamente informados, en condiciones de independencia mutua. En consecuencia, el derivado debe reflejar el valor que el contribuyente recibiría o pagaría al transarlo en el mercado, sin incluir los costos de venta o transferencia.


ii. Las diferencias positivas o negativas que se produzcan a consecuencia de la valorización señalada en la letra anterior, constituirán una utilidad o pérdida del ejercicio, según corresponda.


iii. Los resultados que procedan de la cesión o liquidación, en su caso, de un derivado, valorizado en la forma establecida en el punto i. anterior, a la fecha de la cesión o liquidación, deberán considerarse como utilidad o pérdida, en caso de haberse efectuado dicha cesión o liquidación antes del cierre del ejercicio en el que se contrató, según corresponda.


En caso de efectuarse la cesión o liquidación con posterioridad al cierre del último ejercicio, los resultados que procedan de comparar el valor del derivado a la fecha de dicho cierre en relación al valor de liquidación o de cesión del mismo, según corresponda, deberá considerarse como  utilidad o pérdida del ejercicio en que se efectuó la cesión o liquidación.


5. Los contribuyentes deberán informar al Servicio de Impuestos Internos, en la forma y plazo que éste indique, mediante declaración jurada, acerca del sistema de reconocimiento de resultados por el que opten en conformidad con el número 4 de este artículo. Una vez elegido el sistema, deberán permanecer en él durante al menos dos años calendarios consecutivos, salvo que el Servicio de Impuestos Internos, mediante resolución fundada, autorice a un contribuyente a permanecer por un plazo de un año calendario.


Artículo 6°.- Deducción de gastos en el caso de pagos al exterior.- Los montos pagados o adeudados al extranjero por contribuyentes domiciliados o residentes en Chile, respecto de los derivados celebrados o ejecutados con personas domiciliadas o residentes en el extranjero, sólo serán deducibles como gastos para los efectos previstos en esta ley y en la Ley sobre Impuesto a la Renta, en la medida que se cumpla copulativamente con las siguientes condiciones, además de las generales establecidas en el artículo 31 de dicha ley que les sean aplicables:


1. Que los derivados no sean contratados con contrapartes o intermediarios establecidos, domiciliados o residentes en países o territorios que, a la fecha de celebración o realización de la respectiva operación, estén incluidos en la lista a que se refiere el número 2 del artículo 41 D de la Ley sobre Impuesto a la Renta, salvo que dicho país o territorio suscriba con Chile un acuerdo que permita el intercambio de información relevante para los efectos de aplicar las disposiciones tributarias, que se encuentre vigente;


2. Que los respectivos derivados hayan sido:


a) Contratados en bolsas de valores nacionales reconocidas por la Superintendencia de Valores y Seguros, o en bolsas extranjeras afiliadas a la Organización Internacional de Comisiones de Valores (International Organization of Securities Commissions, IOSCO), o con la intervención de agentes o corredores autorizados en mercados organizados, siempre que unos y otros se encuentren sujetos al control o supervigilancia de la Superintendencia de Valores y Seguros o de algún organismo de similar competencia a dicha superintendencia en su respectiva jurisdicción, y que este órgano, a su vez, constituya un miembro afiliado a la Organización Internacional de Comisiones de Valores, o


b) Contratados fuera de bolsas de valores, en conformidad a (i) modelos de contratos contenidos en acuerdos marco elaborados por asociaciones privadas o públicas extranjeras o internacionales, de carácter financiero o bancarias, y que se utilicen en forma habitual en operaciones financieras con derivados en los mercados internacionales señalados, o (ii) mediante confirmaciones que hagan referencia a tales modelos de contratos.


Siempre que se cumplan los requisitos precedentes, se aceptará la deducción de los gastos a que se refiere este artículo, aún cuando no correspondan al giro del contribuyente.


A requerimiento del Servicio de Impuestos Internos, el contribuyente deberá acreditar el cumplimiento de cualquiera de las circunstancias establecidas en los números anteriores. En el caso de lo dispuesto en el número 2, la acreditación deberá efectuarse mediante certificado emitido por la respectiva bolsa, agente o corredor, o mediante el certificado de una empresa de auditoría externa registrada ante la Superintendencia de Valores y Seguros en conformidad a lo establecido en la ley N° 18.045. Esta certificación no será necesaria respecto de los modelos de contratos que hayan sido reconocidos por alguna de las autoridades nacionales a que se refiere el artículo 2° de la presente ley.


No se aceptará la deducción como gastos de las cantidades pagadas o adeudadas que no cumplan con las condiciones señaladas en este artículo, las que quedarán sujetas a lo previsto en el artículo 21 de la Ley sobre Impuesto a la Renta.

2. NORMAS ESPECIALES APLICABLES A LAS OPCIONES


Artículo 7°.- Definición de opción.- Sin perjuicio de lo señalado en el párrafo primero de esta ley, para sus efectos y los de la Ley sobre Impuesto a la Renta, se entenderá por opción aquel instrumento derivado que en virtud del pago de un precio o prima otorga a su poseedor o titular, que para efectos de esta ley se denominará tomador, el derecho, pero no la obligación, para comprar o vender un activo a un precio determinado y durante un período de tiempo acordado, o al término de una fecha prefijada. La parte que asume la obligación de perfeccionar la transacción en caso que el tomador ejerza su derecho bajo opción, se denominará lanzador para efectos de esta ley.


Artículo 8°.- Momento y forma de reconocimiento de los ingresos de las opciones.- Los ingresos que por concepto de pagos, derechos, primas u otros, se produzcan, se reconocerán de acuerdo a las reglas siguientes:


1. Los tomadores de opciones regidos por esta ley deberán reconocer los resultados provenientes de opciones sobre base percibida, a excepción de los señalados en el número siguiente.


2. Los tomadores de opciones regidos por esta ley, que declaren sus rentas efectivas en la primera categoría de la Ley sobre Impuesto a la Renta según contabilidad completa, podrán optar por aplicar el método establecido en la letra a) del número 4 del artículo 5°, o aplicar las siguientes reglas:


a) Si el tomador de una opción no la ejerciere ni la cediere, el precio de la misma y los gastos de su adquisición sólo podrán ser deducidos de la renta líquida imponible del impuesto de primera categoría, en la medida que la respectiva operación cumpla copulativamente con las condiciones establecidas en el número 2 del artículo 5° y artículo 6° de esta ley, según corresponda. En los demás casos, no se permitirá la referida deducción y se aplicará lo dispuesto en el artículo 21 de la Ley sobre Impuesto a la Renta.


b) En tanto que el tomador mantenga la opción vigente, al cierre de cada ejercicio, el respectivo contrato se valorizará a valor justo o razonable a dicha fecha. Para estos efectos, se entenderá por valor justo o razonable lo señalado en el artículo 5°, número 4, letra b), punto i. Las diferencias que se produzcan a consecuencia de la valorización señalada, constituirán utilidad o pérdida del ejercicio, según corresponda.


c) Si el tomador de una opción la ejerciere, se considerará como valor de adquisición del activo subyacente el precio de ejercicio estipulado en el respectivo contrato, más los desembolsos incurridos en la celebración del mismo, en la medida que no hayan sido previamente deducidos de acuerdo a la letra anterior. Para todos los efectos tributarios, el valor señalado en esta letra se tendrá como el costo de adquisición del activo adquirido producto del ejercicio de la opción.


3. Los ingresos que por razón de pagos, derechos, primas u otros conceptos se produzcan para el lanzador, se reconocerán como utilidad al momento de la celebración del respectivo contrato.


Artículo 9°.- Régimen tributario de las ganancias de capital originadas en la transferencia de opciones.- Para determinar el régimen aplicable a las ganancias de capital que se originen en la transferencia de opciones, deberá estarse a las siguientes reglas:


1. El régimen tributario aplicable a los ingresos originados por las cesiones o transferencias que efectúen los titulares o tomadores de las opciones en bolsas de valores del país, será el que corresponda al bien o activo subyacente de acuerdo a las reglas generales establecidas en la Ley sobre Impuesto a la Renta. Para estos efectos, el valor de adquisición estará constituido por los desembolsos incurridos en la celebración del respectivo contrato, considerando lo dispuesto en el artículo anterior.


En caso que el bien o activo subyacente corresponda a alguno de los instrumentos de oferta pública o valores a que se refiere el artículo 107 de la Ley sobre Impuesto a la Renta, el mayor valor obtenido en la enajenación de la opción estará sujeto a las disposiciones previstas en dicha norma, siempre que:


a) La opción haya sido adquirida en una bolsa de valores del país o directamente del emisor, en el caso de haberse adquirido la opción a consecuencia del derecho de opción preferente para la suscripción de acciones a que se refiere el artículo 25 de la ley N° 18.046;


b) La enajenación de la opción se realice en una bolsa de valores del país, y 


c) Los instrumentos de oferta pública o valores a que se refiera la opción tengan presencia bursátil tanto a la fecha de adquisición de la opción como a la fecha de su enajenación.


2. Si el tomador de una opción la cediere fuera de una bolsa de valores, se considerará como utilidad o pérdida la diferencia entre el valor de cesión y los desembolsos incurridos en la celebración del respectivo contrato, considerando lo dispuesto en el artículo anterior.


Artículo 10.- Normas supletorias para las opciones.- En todo lo no previsto en el presente párrafo, las opciones se regirán, en forma supletoria, por las disposiciones contenidas en los párrafos anterior y siguiente.

3. DISPOSICIONES GENERALES


Artículo 11.- Contratos con partes relacionadas.- Los contribuyentes regidos por la presente ley, podrán celebrar o ejecutar operaciones con instrumentos derivados, con una contraparte relacionada en los términos establecidos en las disposiciones de la ley N° 18.045, bajo condición de que:


1. Pueda acreditarse, en la forma y condiciones que determine el Servicio de Impuestos Internos mediante resolución, que la transacción en cuestión se ha realizado a sus precios o valores normales de mercado, esto es, de acuerdo a los que se hubiesen pactado entre partes independientes en operaciones y condiciones similares, y


2. Que, además, la respectiva operación se lleve a cabo en los términos establecidos en el número 2 del artículo 6°.


En caso de no cumplirse estas condiciones, se aplicará lo dispuesto en el inciso final del artículo 6°.


Artículo 12.- Norma de control.- Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 21 y siguientes del Código Tributario, el Servicio de Impuestos Internos verificará el cumplimiento de los requisitos y condiciones señalados en esta ley. Para estos efectos, y cuando una o un conjunto de transacciones con derivados sea similar a otra transacción u operación, dicho Servicio podrá aplicar los impuestos que correspondan a dichas transacciones. Para que esto proceda, el Servicio deberá establecer, de manera fundada, que la respectiva operación no ha obedecido a una legítima razón de negocios y que existen razones fundadas para determinar que mediante su celebración se ha pretendido como único propósito encubrir un retiro de utilidades tributables o un crédito que debió tributar de acuerdo a las disposiciones de la Ley sobre el Impuesto a la Renta.


En estos casos, el Servicio de Impuestos Internos, previa citación del contribuyente, practicará las liquidaciones o resoluciones que procedan, las que deberán indicar en forma precisa la causal, circunstancias y razones en que se fundan, teniendo el contribuyente afectado el derecho a reclamar en contra de la totalidad o de alguna de las partidas o elementos de dicha liquidación o resolución, según las reglas generales, y mientras se encuentre pendiente la decisión de las mismas no se devengarán los intereses moratorios que establece el Código Tributario.


Artículo 13.- Normas de fiscalización.- Los contribuyentes que celebren derivados deberán presentar anualmente, en la forma y plazo que el Servicio de Impuestos Internos establezca mediante resolución, una declaración jurada informando de sus operaciones de derivados. Tratándose de operaciones ejecutadas a través de intermediarios, la obligación establecida en el presente inciso pesará sobre éstos.


Si el contribuyente se negare a formular esta declaración, o si la presentada fuere maliciosamente incompleta o falsa, se sancionará en la forma prevista en el inciso primero del artículo 97, números 4° ó 5°, según corresponda, del Código Tributario.


Adicionalmente, los contribuyentes deberán mantener un registro de las operaciones de derivados que realicen, el que deberá contener la información y tendrá las características que el Servicio de Impuestos Internos determine mediante resolución, manteniendo tanto dicho registro como la documentación que dé cuenta de dichas transacciones a disposición del Servicio de Impuestos Internos para cuando éste lo requiera. En el caso de operaciones de derivados llevadas a cabo a través de intermediarios, la obligación establecida en este inciso pesará sobre éstos.


Artículo 14.- Facultades de tasación.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 38 de la Ley sobre Impuesto a la Renta, el Servicio de Impuestos Internos, sin necesidad de citación previa, podrá tasar los precios o valores pactados por las partes en los derivados a que se refiere esta ley, en los casos en que sean notoriamente inferiores o superiores a los corrientes en plaza o de los que normalmente se cobren en convenciones de similar naturaleza, considerando las circunstancias en que se realiza la operación.


Artículo 15.- Pagos provisionales mensuales.- Los contribuyentes regidos por la presente ley no se encontrarán obligados a efectuar pagos provisionales mensuales por las rentas que se generen por concepto de derivados.


ARTICULOS TRANSITORIOS


Artículo primero transitorio.- Lo dispuesto en esta ley regirá respecto de los derivados y opciones que se celebren, o sean objeto de modificaciones, a contar del primero de enero del año siguiente al de su publicación en el Diario Oficial.


Artículo segundo transitorio.- Las leyes actualmente en vigencia o que se dicten en el futuro que hagan referencia a la normativa tributaria en general, se entenderá que también hacen referencia a las disposiciones de la presente ley.".

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Patricio Melero Abaroa,

Presidente de la Cámara de Diputados.- Adrián Álvarez Álvarez,

Secretario General (S) de la Cámara de Diputados
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PROYECTO DE LEY, EN TRÁMITE DE COMISIÓN MIXTA, QUE ESTABLECE UN PROGRAMA DE INTERVENCIÓN EN ZONAS CON PRESENCIA DE POLIMETALES EN LA COMUNA DE ARICA

(6810-12)


Oficio N° 9372


VALPARAÍSO, 16 de marzo de 2011


La Cámara de Diputados, en sesión de esta fecha, tomó conocimiento que ese H. senado rechazó en general el proyecto de ley que establece un programa de intervención en zonas con presencia de polimetales en la comuna de Arica. Boletín N° 6810-12. 


De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 70 de la Constitución Política de la República, esta Corporación acordó designar a los señores Diputados que se señalan para que la representen en la Comisión Mixta que debe formarse:


- don Gabriel Ascencio Mansilla


- don Nino Baltolu Rasera



- don Alberto Cardemil Herrera


- don Felipe Salaberry Soto


- don Orlando Vargas Pizarro


Lo que tengo a honra decir a V.E., en respuesta a vuestro oficio N° 294/SEC/11, de 15 de marzo de 2011.


Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Patricio Melero Abaroa,

Presidente de la Cámara de Diputados.- Adrián Álvarez Álvarez,

Secretario General (S) de la Cámara de Diputados
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INFORME DE LA COMISIÓN DE RELACIONES EXTERIORES, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE FACULTA A LOS MINISTERIOS DE RELACIONES EXTERIORES; HACIENDA; ECONOMÍA, FOMENTO Y TURISMO, Y AL CONSEJO NACIONAL DE LA CULTURA Y LAS ARTES, PARA INTEGRARSE AL DIRECTORIO DE LA FUNDACIÓN IMAGEN DE CHILE

(6759-10)

HONORABLE SENADO:




Vuestra Comisión de Relaciones Exteriores, tiene el honor de informaros en general, acerca del proyecto de ley de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S.E. la ex Presidenta de la República, de fecha 28 de octubre de 2009, y con urgencia calificada de “suma”.





La iniciativa fue discutida sólo en general, en virtud de lo dispuesto en el artículo 36 del Reglamento de la Corporación.

- - -

OBJETIVO DEL PROYECTO





Facultar a los Ministerios de Relaciones Exteriores; Hacienda; Economía, Fomento y Reconstrucción; y al Consejo Nacional de la Cultura y las Artes para integrarse y participar como miembros del Directorio de la Fundación Imagen de Chile.
- - -

ANTECEDENTES





Para el debido estudio de esta iniciativa legal, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:

I.- ANTECEDENTES JURÍDICOS





1.- Constitución Política de la República.






2.- Ley Nº 18.595, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.
II.- ANTECEDENTES DE HECHO





El Mensaje que da origen el presente proyecto de ley señala que en el mundo actual, la imagen de un país y su reputación no son indiferentes. Añade que, de hecho, la percepción que tengamos de un Estado incide directamente en nuestras decisiones relativas al mismo, desde la adquisición de un producto originado en él, hasta las inversiones o el turismo que podamos realizar en esa nación, pasando por muchos otros temas.





Por lo tanto, agrega, la reputación de un país influye directamente en temas como el precio de sus exportaciones, la demanda por sus productos, por mencionar algunos, incidiendo en definitiva en su desarrollo. Añade que el país que logre proyectar una imagen atractiva, fundada en un sustento sólido, sin duda que potenciará el ritmo y alcance de su desarrollo.





Indica el Ejecutivo que hasta la fecha, la promoción de Chile se ha ejecutado por una multiplicidad de organismos del Estado y en menor medida por entidades privadas, cada cual abordando el tema desde la perspectiva de su competencia. Esta aproximación parcial, que ha proporcionado éxitos importantes a nuestro sector exportador, comienza a tener rendimientos decrecientes, tornándose ineficaz ante un mundo crecientemente competitivo.





Señala que la generación de una estrategia de “identidad competitiva” de Chile, definida en una perspectiva de largo plazo, que compromete una participación público-privada, es un esfuerzo imperativo e impostergable.





Indica el Mensaje que para ese propósito, es necesario considerar los siguientes conceptos esenciales:





a. Todo país tiene una reputación. El propósito de trabajar la identidad competitiva es alinear la reputación con los desafíos del país en el mundo global.





b. La Imagen País no puede reducirse a un slogan, una imagen o un logotipo.





c. Imagen País es la representación de aquellos valores que hacen a la esencia de una nación y que son significativos para lograr un posicionamiento único y competitivo en el mundo global, que facilite distintas necesidades sectoriales.





d. Imagen País no es promoción de exportación, no es atracción de inversión, no es promoción del turismo. El propósito de Imagen país es superior y distinto; su calidad aumenta el valor de todos sus intercambios.





e. Partimos de la base que, fuera de nuestra región, Chile tiene una identidad débil. Donde es conocido, Chile tiene una buena imagen, pero es conocido sólo por una proporción muy pequeña de la opinión pública internacional. 





f. En estos años el mundo y América Latina han cambiado. La excepcionalidad de Chile en la región es acompañada por otros actores que nos obligan a participar en una competencia regional y global, enmarcada en una situación económica internacional crecientemente compleja.





g. La globalización de las comunicaciones implica que la definición de las imágenes no constituye una decisión local, sino un proceso complejo de múltiples actores que reflejan intereses a veces contrapuestos y flujos de información que trascienden las fronteras nacionales.





h. La creación y difusión de una idea de país es esencial tanto para el proceso económico de inserción global, como para el éxito de la política internacional. Cada producto exportado, cada turista atraído, cada inversión efectuada, se ve favorecido por la imagen que se tiene del país.





i. La experiencia internacional demuestra que la identidad competitiva del país se construye con la participación de todos los sectores, con el uso de recursos técnicos modernos, la participación de equipos situados por sobre la contingencia política y un marco institucional que de manera sistemática cree y difunda una misma idea de país. 





j. El prestigio del país no se incrementa -o disminuye- por lo que el gobierno o los empresarios dicen, porque, fuera de los vecinos inmediatos, son muy pocos en el resto del mundo los que están ahí para escuchar. Lo que importa es lo que los países hacen, especialmente si afectan con sus actos lo que otros en el mundo sienten es importante.





k. Una propuesta de identidad competitiva requiere de una decisión consensuada –a nivel de Estado- acerca del desarrollo de un conjunto de proyectos que puedan constituirse en actos simbólicos que afecten la opinión pública internacional.





Indica el Mensaje que para asumir la tarea de promocionar a Chile en el contexto mencionado y considerando los factores antes enumerados, se ha constituido la fundación de derecho privado y sin fines de lucro, “Imagen de Chile”, obteniendo ésta su personalidad jurídica el año 2009.





Agrega que esta Fundación, cuyo Directorio integra actores tanto del sector público como del privado, tiene por objeto en términos amplios “impulsar, desarrollar, patrocinar, financiar, coordinar y promover la identidad competitiva de nuestro país en el exterior, contribuyendo a la competitividad del mismo”.





Añade que la Fundación Imagen de Chile responde a la especial preocupación del Gobierno, respecto de cómo profundizar la inserción de Chile en el mundo. En efecto, la generación de una estrategia de identidad competitiva de Chile, definida en una perspectiva de largo plazo, que compromete una participación público-privada, constituye un esfuerzo esencial para perfilar a nuestro país en un contexto global cada vez más competitivo.





Señala que la globalización, considerando su complejidad, requiere necesariamente de la coordinación de todos los actores nacionales para hacer frente a sus desafíos. Por lo mismo, y considerando que esta iniciativa debe trascender a los sucesivos gobiernos, indica que ha apoyado la constitución de esta fundación.





En su constitución, agrega, se ha tenido a la vista otros modelos exitosos de participación público-privada, como la Fundación Chile y la Fundación Chilena del Pacífico. Añade que esta institución, que asumirá una tarea estratégica, promoverá la articulación de las iniciativas y programas ya existentes en materia de promoción de Chile. Será desde este centro desde donde se proveerá a las agencias ejecutoras de actividades de promoción de los sectores exportadores (PROCHILE), del turismo (SERNATUR), la inversión (Comité Inversión Extranjera), o la innovación científica y tecnológica (CORFO), las líneas esenciales a seguir que permitirán, a partir de un marco conceptual ordenador, una mayor eficacia. Esta entidad proporcionará asimismo a los organismos del Estado y a los gremios del sector privado, una estrategia de posicionamiento basada en conceptos, imágenes, estudios y redes de comunicación.





En lo que respecta a la Participación del Estado, indica el Mensaje que sin perjuicio de ser la promoción de nuestra imagen una tarea de todos, le corresponde al Estado de Chile, por su propia naturaleza, un rol protagónico. Por ello y en razón de lo anteriormente expuesto, se ha considerado muy relevante que los órganos de la Administración del Estado más vinculados con la proyección de nuestra imagen, esto es, los Ministerios de Relaciones Exteriores; Hacienda; Economía, Fomento y Reconstrucción, y el Consejo Nacional de la Cultura y las Artes participen de la fundación, integrando su directorio.





Finalmente, señala que por otra parte, la participación de los demás Ministerios en el Directorio de la Fundación asegurará que las decisiones y lineamientos que se adopten en su seno puedan ser acogidas por las instituciones dependientes o relacionadas con dichos Ministerios y cuya competencia incide directamente en la reputación de Chile. En el caso del Ministerio de Relaciones Exteriores, su participación involucrará a la Dirección General de Relaciones Económicas Internacionales (DIRECON), la Dirección de Promoción de Exportaciones (PROCHILE), la Agencia de Cooperación Internacional (AGCI) y la Dirección de Asuntos Culturales. En cuanto al Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, su presencia garantiza la vinculación con la Corporación de Fomento de la Producción (CORFO), el Servicio Nacional de Turismo (SERNATUR) y el Comité de Inversiones Extranjeras. La cultura en todas sus variables será representada por el Consejo Nacional de la Cultura y las Artes. Finalmente, indica que la participación del Ministerio de Hacienda contribuirá a reforzar la coordinación interinstitucional en el ámbito presupuestario.

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL 





Durante la discusión en general del proyecto, concurrieron especialmente invitados a exponer sus puntos de vista las siguientes entidades y especialistas en la materia, representados de la manera que en cada caso se indica:




- Del Ministerio de Relaciones Exteriores: el Jefe de Gabinete del Director de la DIRECON, señor Mathias Francke y el Asesor, señor Patricio Balmaceda.





- Del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo: la Subsecretaria de Turismo, señora Jacqueline Plass, y el Asesor Legislativo del Ministro, señor Alejandro Arriagada.





- Del Ministerio de Hacienda: el Coordinador Legislativo de la Subsecretaría de Hacienda, señor Jaime Salas.





- Del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes: la Jefa del Departamento Internacional, señora Constanza Güell y el Jefe de Gabinete del Ministro, señor Carlos Lobos.





- De la Fundación Imagen de Chile: el Director Ejecutivo, señor Juan Gabriel Valdés, y el Coordinador General, señor Juan Pablo Glasinovic.

- - -





Al iniciarse el estudio del proyecto de ley en informe, el señor Presidente puso en discusión el proyecto.





El Jefe de Gabinete del Director de Relaciones Económicas Internacionales de la Cancillería, señor Mathias Francke, señaló que el proyecto de ley en estudio salva un vacío legal. Precisó que la Contraloría General de la República objetó que los Ministerios de Relaciones Exteriores; Hacienda; Economía, Fomento y Reconstrucción; y el Consejo Nacional de la Cultura y las Artes pudieran participar en la Fundación Imagen País, sin una ley que los autorizara. Al respecto, recordó que los órganos públicos sólo pueden hacer lo que la ley les permite.





Expresó que para la Cancillería resulta muy importante que se pueda aprobar este proyecto, toda vez que potencia la imagen internacional del país y, por tanto, ayuda al desarrollo de la política exterior.





A continuación, el Director Ejecutivo de la Fundación Imagen de Chile, señor Juan Gabriel Valdés, explicó que la idea de la Fundación es generar una agencia que represente al sector público y privado, a objeto de tener una visión más efectiva del país. Añadió que esa labor debe ser realizada en el tiempo, con independencia del Gobierno de turno.





Indicó que la Fundación efectúa una labor de coordinación entre el sector público y el sector privado, entre otros, con Pro Chile, Sernatur, Turismo Chile, Ministerio de Relaciones Exteriores y los gremios exportadores.





Agregó que otra función es la de ser una fábrica de ideas, para lo cual diseña acciones que contribuyen al posicionamiento de Chile.





Asimismo, manifestó que otro cometido de la entidad es ser un centro de medios, esto es, buscar contenidos y plataformas para difundir globalmente las acciones del país y su gente.





Por último, expresó que tiene una red internacional conformada por destacados chilenos residentes en el extranjero, denominada Chile Global.





Recordó que la crisis del salmón propició que se aunaran esfuerzos público privados para revertir la situación, de manera de poder responder adecuadamente y gestionar eficazmente el problema.





Destacó que la Fundación genera proyectos propios o apoya iniciativas externas, según su potencial para constituir hitos de visibilidad en ámbitos de distinta naturaleza, entre otros, ciencia e innovación, medioambiente y sustentabilidad, turismo, deporte, arte y cultura, y sectores productivos.





Finalmente, anunció que deja su cargo en diez días más y que su reemplazante será propuesto por el Canciller.





A continuación, el Honorable Senador señor Larraín consultó cuál es el número de Directores y quiénes son.





El señor Valdés respondió que son diecinueve, a saber la señora Margarita Errázuriz y los señores Alfredo Moreno, Juan Andrés Fontaine, Luciano Cruz-Coke, Felipe Larráin, Felipe Lamarca, René Merino, Juan Claro, Carlos Catalán, Eugenio García, Pedro Labarca, Oscar Garretón, Miguel Laborde, Rodrigo Jordán, Ronald Bown, Carlos Délano, Juan Gabriel Valdés, Hernán Larraín Matte y Pablo Walker.





El Honorable Senador señor Tuma opinó que la labor de la Fundación es de suma importancia para el país, para su imagen, en definitiva, para su forma de mostrase al mundo.





Luego, preguntó si los Ministros participan efectivamente en el Directorio y cuánto es el presupuesto de que disponen.





El señor Valdés contestó que los Ministros participan y que también han nombrado representantes. Añadió que la ley viene a formalizar una situación de hecho.





Advirtió que los fondos de que disponen alcanzan a la suma de seis millones de dólares.





El Honorable Senador señor Letelier consideró que el presupuesto es insuficiente para el trabajo que tiene que desplegar la Fundación. Añadió que, desafortunadamente, también otros sectores importantes, por ejemplo, el turismo, cuentan con pocos recursos para la promoción de sus actividades.





La Subsecretaria de Turismo, señora Jacqueline Plass, expresó que la inversión en turismo es sumamente importante en la actualidad. Mencionó, por ejemplo, que Colombia ha invertido una gran suma de dinero en mejorar su imagen país





Indicó que el sector turismo debe participar en el Directorio, razón por la cual apoyan el presente proyecto, y que su entidad hará los mejores esfuerzos para coordinar su labor con otros organismos, a fin de mejorar la imagen que proyecta el país.





Posteriormente, el señor Francke aclaró que don Felipe Larraín no concurre en el Directorio en su calidad de Ministro, sino que participaba a título personal con anterioridad.





Por su parte, el Honorable Senador señor Larraín manifestó su aprecio por el trabajo que desempeña la Fundación. Asimismo, instó a la entidad a identificar más proyectos, atractivos y modernos, en beneficio del país.





A su vez, el Honorable Senador señor Letelier consultó a qué título participan los Directores.





El señor Valdés respondió que participan a título personal, en consecuencia, no representan a instituciones.





Asimismo, la Comisión, a solicitud del Honorable Senador señor Tuma, expresó su reconocimiento a la labor que ha desempeñado el señor Juan Gabriel Valdés, como Director Ejecutivo de la Fundación.





Puesto en votación el proyecto de ley, en general, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Kuschel, Larraín, Letelier y Tuma.

- - -





En mérito de los acuerdos precedentemente expuestos, vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de proponeros que aprobéis, en general, el siguiente:

PROYECTO DE LEY





"Artículo único.- Facúltase a los Ministerios de Relaciones Exteriores; Hacienda; Economía, Fomento y Reconstrucción, y al Consejo Nacional de la Cultura y las Artes para integrarse y participar como miembros en la Fundación Imagen de Chile, cuya personalidad jurídica fue concedida por decreto exento Nº 1.787, de 8 de mayo de 2009, del Ministerio de Justicia. Del mismo modo, los Ministerios enunciados y el Consejo Nacional de la Cultura y las Artes estarán facultados para participar, en su caso, en la modificación, disolución y liquidación de dicha persona jurídica, en conformidad a sus estatutos.





Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, los Ministros de Relaciones Exteriores; Hacienda; Economía, Fomento y Reconstrucción, y el Ministro Presidente del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, por sí o a través de sus representantes, podrán participar en los órganos de dirección y de administración establecidos en los estatutos de la Fundación Imagen de Chile y con las atribuciones en ellos señaladas, en cargos que no podrán ser remunerados.





Artículo transitorio.- Declárase válida la integración de los Ministros de Relaciones Exteriores; Economía, Fomento y Reconstrucción, y el Ministro Presidente del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, a la fecha de publicación de la presente ley, en el directorio provisorio de la Fundación Imagen de Chile, cuya personalidad jurídica fue concedida por decreto exento Nº 1.787, de 8 de mayo de 2009, del Ministerio de Justicia.".

- - -





Acordado en sesión celebrada el día 15 de marzo de 2011, con asistencia de los Honorables Senadores señores Hernán Larraín Fernández (Presidente), Carlos Ignacio Kuschel Silva, Juan Pablo Letelier Morel y Eugenio Tuma Zedán.





Sala de la Comisión, a 15 de marzo de 2011.

(Fdo.): Julio Cámara Oyarzo,

Secretario
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SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE INTERESES MARÍTIMOS, PESCA Y ACUICULTURA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE IMPLEMENTA LA MEDIDA DE CONSERVACIÓN 10-8 (2006), DE LA COMISIÓN DE LOS RECURSOS VIVOS MARINOS ANTÁRTICOS

(7309-21)

Honorable Senado:


La Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura tiene a honra emitir su segundo informe acerca del proyecto de ley señalado en el epígrafe, iniciado en Mensaje, de S.E. el Presidente de la República.

- - -

A las sesiones que celebró la Comisión, concurrieron por la Subsecretaría de Pesca, el Jefe de la División Jurídica, señor Felipe Palacio y el abogado asesor, señor Osvaldo Urrutia.
- - -

Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, cabe dejar constancia de lo siguiente:

I.- Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones: artículo único, letras a) y c); y la disposición transitoria.

II.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: no hay.

III.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: numero 1.-

IV.- Indicaciones rechazadas: no hay.

V.- Indicaciones retiradas: no hay.

VI.- Indicaciones declaradas inadmisibles: no hay.

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL


No hay.

ANTECEDENTES

De Derecho

- Constitución Política de la República, artículo 19 Nos  3°, 16°, 21° y 23°.

- Ley General de Pesca y Acuicultura, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el D.S. N° 430, de 1992, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción. 

- Decreto ley N°2.222, de 1978, Ley de Navegación.

- Ley Nº 19.880, que establece bases de los procedimientos administrativos que rigen los actos de los órganos de la Administración del Estado.

DISCUSIÓN PARTICULAR


A continuación, se efectúa una relación de la indicación presentada, explicándose la disposición en que incide, así como el acuerdo adoptado.

Artículo único

Letra b)

El literal b) del artículo único, introduce un nuevo artículo 115 bis a la Ley General de Pesca y Acuicultura que prohíbe a los chilenos embarcarse en naves de pesca sin nacionalidad, que no enarbolen pabellón, o en aquéllas incluidas en listados sobre pesca ilegal elaborados por organizaciones o en virtud de tratados reconocidos por Chile, salvo fuerza mayor justificada.

Agrega este nuevo precepto que la infracción a sus disposiciones se sancionará con multa de hasta 300 UTM para los capitanes y patrones de pesca y de hasta 50 UTM para los demás oficiales y tripulantes.

Agrega en un inciso segundo que los listados se publicarán en la página web de la Subsecretaría y surtirán efecto diez días después de publicados. La sanción la impondrá la Subsecretaría, previa audiencia del afectado e informe de la autoridad marítima, facultándose a aquella para apreciar fundadamente la gravedad de la conducta, las consecuencias del hecho y la reiteración de infracciones.

Los incisos cuarto y quinto finales establecen que el procedimiento sancionatorio se ajustará a la ley N° 19.880 (sobre procedimiento administrativo) y que la resolución que recaiga en él es susceptible de los recursos dispuestos en esa ley.

Respecto de esta disposición se formuló la indicación Nº 1.- del Honorable Senador señor Horvath, que propone reemplazar el artículo 115 bis, contenido en este literal, por el siguiente:

“Artículo 115 bis.- Prohíbese a los nacionales chilenos embarcarse, a sabiendas, en naves de pesca sin nacionalidad, que no enarbolen pabellón, o en aquellas que se encuentren incluidas en listados que realizan pesca ilegal, elaborados por organizaciones competentes y avaladas por los Estados partes, o en virtud de tratados de los cuales Chile es parte, salvo en casos de fuerza mayor debidamente justificada. La contravención a esta norma será sancionada con una multa de hasta 300 UTM para los capitanes y quienes se desempeñen como patrones de pesca, y de hasta 50 UTM para los demás oficiales y miembros de la tripulación, sin perjuicio de las sanciones previstas en el párrafo 4° del Título IX de esta ley.

Los listados indicados en el inciso anterior serán publicados en la página Web de la Subsecretaría, y producirán sus efectos transcurridos diez días desde su publicación.”.

El Honorable Senador señor Horvath, explicando la indicación de su autoría, señaló que en el debate en general de la iniciativa varios miembros de la Comisión hicieron presente la necesidad de precisar cuáles debieran ser las organizaciones que elaborarían los listados de naves que realizan pesca ilegal, dado que la norma aprobada en general es demasiado amplia y genérica.

Asimismo, hizo presente que la indicación sólo pretendía modificar los dos primeros incisos de la norma aprobada en general y no sustituirla de forma íntegra.

El abogado señor Osvaldo Urrutia, de la Subsecretaría de Pesca, manifestó su parecer favorable a esta indicación con la enmienda antes señalada.

- Puesta en votación la indicación, y con la enmienda señalada, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Horvath, Orpis y Sabag.

- - -

MODIFICACIONES


En mérito del acuerdo antes indicado, vuestra Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura, tiene el honor de proponeros que aprobéis el proyecto de ley despachado en general por la Sala del Senado, con la siguiente modificación: 

Artículo único

Letra b)

Inciso primero


- Agregar luego del vocablo “organizaciones” la siguiente oración: “competentes y avaladas por los Estados partes,”
(Unanimidad. 3X0. Indicación No  1, con enmienda).

TEXTO DEL PROYECTO 



En virtud de la modificación anterior, el proyecto de ley quedaría como sigue:

PROYECTO DE LEY:


"Artículo único. Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 18.892, General de Pesca y Acuicultura, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto supremo N°430, de 1992, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción:


a) Incorpórase el siguiente artículo 66 bis:


"Artículo 66 bis. Todo chileno, con matrícula o título inscrito en Chile y que realice o participe en actividades de pesca en alta mar a bordo de una nave de pabellón extranjero, deberá comunicar dicha circunstancia a la Dirección General del Territorio Marítimo y Marina Mercante, con anticipación al embarque.


Por resolución de dicha Dirección se establecerán los requisitos y la forma de efectuar tal comunicación, la que deberá indicar, a lo menos, la información de contacto del oficial o tripulante, la fecha y el puerto de embarque, y el nombre de la nave y el pabellón respectivo. Todo cambio en alguna de las circunstancias que deben informarse deberá comunicarse, inmediatamente, a la misma autoridad.


Al personal marítimo que no cumpla con dicho requisito o no entregue información fidedigna no se le reconocerá el tiempo navegado a bordo de dicha nave, de conformidad con lo dispuesto en el decreto ley N°2.222, de 1978, Ley de Navegación,  y los reglamentos respectivos, sin perjuicio de las demás sanciones previstas en esta ley. 


La Dirección General del Territorio Marítimo y Marina Mercante llevará registro de esta información.".


b) Introdúcese el siguiente artículo 115 bis:


"Artículo 115 bis. Prohíbese a los nacionales chilenos embarcarse, a sabiendas, en naves de pesca sin nacionalidad, que no enarbolen pabellón, o en aquellas que se encuentren incluidas en listados que realizan pesca ilegal, elaborados por organizaciones competentes y avaladas por los Estados partes, o en virtud de tratados de los cuales Chile es parte, salvo en casos de fuerza mayor debidamente justificada. La contravención a esta norma será sancionada con una multa de hasta 300 UTM para los capitanes y quienes se desempeñen como patrones de pesca, y de hasta 50 UTM para los demás oficiales y miembros de la tripulación, sin perjuicio de las sanciones previstas en el párrafo 4°, del Título IX, de esta ley. 


Los listados indicados en el inciso anterior serán publicados en la página Web de la Subsecretaría, y producirán sus efectos transcurridos diez días desde su publicación.


Las sanciones serán impuestas por la Subsecretaría, previa audiencia del interesado e informe de la Autoridad Marítima. La sanción se determinará apreciando fundadamente la gravedad de la conducta, las consecuencias del hecho y si existe reiteración de infracciones.


Con todo, la tramitación del procedimiento sancionatorio se sujetará a las disposiciones de la ley N°19.880, en lo que resulten pertinentes.


En contra de toda resolución dictada durante el procedimiento el interesado podrá deducir los recursos contemplados en la ley N°19.880, en los mismos términos establecidos en dicho cuerpo legal.".


c) Agrégase el siguiente párrafo 4° en su Título IX: 

"Párrafo 4°

Sanciones contra nacionales que realicen o participen en actividades de pesca ilegal en aguas antárticas con naves de pabellón extranjero.


Artículo 134-A. Las personas naturales chilenas que, a sabiendas, realicen o participen en actividades de pesca a bordo de naves de pabellón extranjero, en contravención a las Medidas de Conservación adoptadas por la Comisión para la Conservación de los Recursos Vivos Marinos Antárticos, que sean aplicables a Chile y cuyo incumplimiento menoscabe los objetivos de la Convención para la Conservación de los Recursos Vivos Marinos Antárticos, promulgada mediante decreto supremo Nº 662, de 1981, del Ministerio de Relaciones Exteriores, serán sancionadas de la siguiente forma: 


Los capitanes y patrones de pesca con multa de entre 100 y 900 UTM. En el caso de contar ellos con matrícula chilena, serán, además, suspendidos de su respectivo título por un período de entre tres meses y tres años.


Los demás oficiales y tripulantes con amonestación, verbal o escrita, o con multa de hasta 100 UTM.


Artículo 134-B. Las personas naturales y jurídicas chilenas que sean propietarias, poseedoras, meras tenedoras o armadoras, totales o parciales, de naves pesqueras de pabellón extranjero y que, con su conocimiento, realicen o participen en las actividades de pesca a que se refiere el inciso primero del artículo 134-A, serán sancionadas con multa de entre 100 y 3000 UTM. 


Artículo 134-C. Las sanciones de este párrafo serán impuestas por la Subsecretaría, previa audiencia del interesado e informe de la Autoridad Marítima. La sanción se determinará apreciando fundadamente la gravedad de la conducta, las consecuencias del hecho, la capacidad económica del infractor y si existe reiteración de infracciones. Con todo, la tramitación del procedimiento sancionatorio se sujetará a las disposiciones de la ley N° 19.880, en lo que resulten pertinentes.


En contra de toda resolución dictada durante el procedimiento, el interesado podrá deducir los recursos contemplados en la referida ley, en los mismos términos establecidos en ella.


Artículo 134-D. Las infracciones a que se refiere este párrafo serán perseguidas por las autoridades nacionales en forma subsidiaria y sólo cuando la jurisdicción del Estado del pabellón no sea ejercida, en relación con los mismos hechos que son materia de la infracción.


Artículo 134-E. Las resoluciones que condenen al pago de multas serán ejecutadas por el Servicio de Tesorerías de acuerdo con lo dispuesto en el Título III del decreto ley N°1.263, de 1975, Ley Orgánica de la Administración Financiera del Estado. 


En el caso de las personas jurídicas, las sanciones podrán hacerse efectivas, de forma subsidiaria, en cualquiera de sus representantes legales o apoderados con poder general de administración.


Artículo 134-F. Para efectos de aplicar las sanciones previstas en este párrafo, las naves que no porten pabellón, que no indiquen nombre alguno o que naveguen sin nacionalidad, se considerarán de pabellón extranjero.".


Artículo transitorio.- La resolución a que se refiere el artículo 66 bis de la ley N° 18.892, General de Pesca y Acuicultura, incorporado por la presente ley,  será dictada dentro de los seis meses siguientes a la publicación de ésta en el Diario Oficial.".

- - -

Acordado en sesión celebrada el día 14 de marzo de 2011, con asistencia de los Honorables Senadores señores Antonio Horvath Kiss (Presidente), Jaime Orpis Bouchon y Hosaín Sabag Castillo.

Sala de la Comisión, a  22 de marzo  de 2011.

(Fdo. ): Magdalena Palumbo Ossa,

Secretario 
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INFORME DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL, INICIADO EN MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑORES LARRAÍN (DON HERNÁN), GARCÍA, LETELIER, SABAG Y PÉREZ VARELA, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, SOBRE NEGOCIACIÓN COLECTIVA Y DERECHO A HUELGA DE LOS FUNCIONARIOS PÚBLICOS

(7293-07)

HONORABLE SENADO:


La Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de informar el proyecto de reforma constitucional señalado en el epígrafe, en primer trámite constitucional, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Larraín, García, Letelier, Sabag y Pérez Varela.


A las sesiones que vuestra Comisión dedicó al estudio de esta iniciativa concurrió, además de sus integrantes, los Honorables Senadores señores Muñoz Aburto, Letelier y Sabag.


Asistieron, especialmente invitados, la Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Evelyn Matthei; el Subsecretario de esa Cartera de Estado, señor Bruno Baranda, y los asesores señores Francisco del Río y Fernando Villalobos; los funcionarios de la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, señora Jacqueline Duncan y señores José Tanhuz y Lucas Palacios, y los asesores del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señores Felipe Fierro, Víctor Mercado y Juan Pablo Rodríguez.

Intervino, también, en representación de la Organización Internacional del Trabajo, la especialista en Normas Internacionales y Relaciones Laborales, señora Kirsten Schapira.


Asimismo, se escuchó la opinión del profesor de Derecho Constitucional, señor Patricio Zapata.


Participaron en el análisis de este proyecto dirigentes de diversas organizaciones de trabajadores. Por la Agrupación Nacional de Empleados Fiscales (ANEF), concurrieron su Presidente, señor Raúl de la Puente; la Primera Vicepresidenta, señora Nury Benítez; la Segunda Vicepresidenta, señora Jeanette Soto; la Secretaria General, señora Ángela Rifo; la Encargada del Área de Justicia, señora Alicia del Basto, y la Presidenta Regional Valparaíso, señora Mercedes Córdova. La Asociación de Empleados Municipales (ASEMUCH), estuvo representada por su Presidente, señor Oscar Yánez; su Vicepresidente, señor Juan Camilo; su Secretario General, señor Manuel Bravo; su Tesorero, señor Raúl Bustos; su Protesorero y Director Nacional, señor Arturo Villagrán; el Encargado de Comunicaciones y Director Nacional, señor Luis Cifuentes; el Encargado de Capacitación y Director Nacional, señor Juan Carlos Alegría; la Encargada de la Comisión de la Mujer y Directora Nacional, señora Lorena Menarez, y el Director Nacional, señor Marcelo Quezada.


En representación de la Confederación Nacional de Funcionarios de Salud Municipalizada (CONFUSAM), concurrieron su Presidenta, señora Carolina Espinoza; el Vicepresidente, señor Esteban Maturana; el Dirigente Nacional, señor Fernando Kursan, y la Dirigente Nacional, señora Angélica Sepúlveda.


Por la Central Autónoma de Trabajadores (CAT CHILE), asistieron el Presidente de esa entidad, señor Oscar Olivos; el Vicepresidente, señor Víctor Hidalgo y su Secretario General, señor Alfonso Pastene. Finalmente, de la Unión Nacional de Trabajadores (UNT), estuvieron presentes su Presidente, señor Diego Olivares; el Consejero Ejecutivo de esa Unión y representante del Sector Fiscal de la Salud, señor Luis Palominos; el también Consejero de la Asociación de Funcionarios del Ministerio de Hacienda, señor Oscar Domínguez, y la señora Mónica Bertoni.


Expusieron ante la Comisión los representantes de la Sociedad Chilena de Derecho del Trabajo, señores Rafael Pereira; Eduardo Caamaño y José Luis Ugarte, y el Presidente de la Asociación Gremial de Abogados Laboralistas, señor Rafael Carvallo.


Asimismo, a algunas de sus sesiones asistieron los abogados de la Biblioteca del Congreso Nacional, señora Paola Álvarez y señor Juan Pablo Cavada; el asesor de la Honorable Senadora señora Alvear, señor Jorge Cash; el asesor del Honorable Senador señor Walker, don Patricio, señor Fernando Dazarola, y el asesor del Honorable Senador señor Chadwick, señor Daniel Montalva.


Finalmente, se recibió un documento de la Central Unitaria de Trabajadores (C.U.T) en el que se consigna la opinión que a esa organización sindical merece esta iniciativa. De estas observaciones se da cuenta en un capítulo posterior del presente informe.

- - -


No obstante que esta iniciativa es de artículo único, la Comisión acordó proponer que el Senado lo apruebe sólo en general, con el objeto de otorgar a Sus Señorías la oportunidad de perfeccionarla y enriquecerla con ocasión del segundo informe.

- - -

OBJETIVO DEL PROYECTO


El objetivo general de la presente Moción es reconocer a los funcionarios públicos el derecho a negociar colectivamente y a declararse en huelga, con excepción de los casos que indica.

NORMAS DE QUORUM ESPECIAL


Cabe dejar constancia que, de conformidad con lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 127 de la Carta Fundamental, el artículo único de esta iniciativa debe aprobarse con el voto conforme de los dos tercios de los señores Senadores en ejercicio, por incidir en el Capítulo III de la Constitución Política.

 - - -

ANTECEDENTES


Para una adecuada comprensión de la iniciativa, deben tenerse presente los siguientes antecedentes:

A.- JURÍDICOS


a) La Constitución Política de la República consagra, en el párrafo quinto del número 16° de su artículo 19, el derecho de los trabajadores a negociar colectivamente con la empresa en que laboren, salvo los casos en que la ley expresamente no permita negociar. El mismo precepto agrega que la ley establecerá las modalidades de la negociación colectiva y los procedimientos adecuados para lograr en ella una solución justa y pacífica. Asimismo, encomienda a la ley señalar los casos en que la negociación colectiva deberá someterse a arbitraje obligatorio, el que corresponderá a tribunales especiales de expertos cuya organización y atribuciones se establecerán en ella.


El párrafo sexto de esta misma disposición establece que no podrán declararse en huelga los funcionarios del Estado ni de las municipalidades. Añade que tampoco podrán hacerlo las personas que trabajen en corporaciones o empresas, cualquiera que sea su naturaleza, finalidad o función, que atiendan servicios de utilidad pública o cuya paralización cause grave daño a la salud, a la economía del país, al abastecimiento de la población o a la seguridad nacional. Por último, esta disposición encarga a la ley establecer los procedimientos para determinar las corporaciones o empresas cuyos trabajadores estarán sometidos a la prohibición que él establece.


b) El Código del Trabajo: en su artículo 1° establece que “Las relaciones laborales entre los empleadores y los trabajadores se regularán por este Código y por sus leyes complementarias.”.





Agrega que estas normas no se aplicarán a “los funcionarios de la Administración del Estado, centralizada y descentralizada, del Congreso Nacional y del Poder Judicial, ni a los trabajadores de las empresas o instituciones del Estado o de aquellas en que éste tenga aportes, participación o representación, siempre que dichos funcionarios o trabajadores se encuentren sometidos por ley a un estatuto especial.”





Por su parte, el artículo 304 dispone que la negociación colectiva podrá tener lugar en las empresas del sector privado y en aquellas en las que el Estado tenga aportes, participación o representación. No existirá negociación colectiva en las empresas del Estado dependientes del Ministerio de Defensa Nacional o que se relacionen con el Supremo Gobierno a través de este Ministerio y en aquellas en que leyes especiales la prohíban.





Tampoco podrá existir negociación colectiva en las empresas o instituciones públicas o privadas cuyos presupuestos, en cualquiera de los dos últimos años calendario, hayan sido financiadas en más de un 50% por el Estado, directamente, o a través de derechos o impuestos.





Esta disposición agrega que la prohibición de negociar no tendrá lugar respecto de los establecimientos educacionales particulares subvencionados en conformidad al decreto ley N.° 3.476, de 1980, y sus modificaciones, ni a los establecimientos educacionales técnico-profesional administrados por Corporaciones Privadas conforme al decreto ley N.° 3.166, de 1980.





Finalmente, precisa que el Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción determinará las empresas en las que el Estado tenga aporte, participación o representación mayoritarios en que se deberá negociar por establecimiento, entendiéndose que dichas unidades tendrán el carácter de empresas para todos los efectos de este Código.





c) Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, suscrito por Chile el 16 de septiembre de 1969, publicado el 27 de mayo de 1989. Su artículo 8°, número 1., letra d), señala que “los Estados Partes en el presente Pacto se comprometen a garantizar el derecho a huelga, ejercido en conformidad con las leyes de cada país”.





d) En la esfera de la Organización Internacional del Trabajo (OIT), Chile ha ratificado el Convenio Nº 87 sobre libertad sindical y la protección del derecho de sindicación (1948), el Convenio Nº 98 sobre derecho de sindicación y de negociación colectiva (1949) y el Convenio Nº 151 sobre la protección del derecho de sindicación y los procedimientos para determinar las condiciones de empleo en la Administración Pública (1978).





En lo relativo al tema en cuestión, el Convenio Nº 87 de la OIT, en el artículo 2°, establece que los trabajadores tienen el derecho de constituir las organizaciones que estimen convenientes, así como de afiliarse a estas organizaciones, prescribiendo, posteriormente en el artículo 9°, que sólo para el caso de las fuerzas armadas y la policía la legislación nacional deberá disponer hasta qué punto se aplican las normas del Convenio.





A su vez, el Convenio Nº 98 de la OIT, reconoce el derecho de los trabajadores a gozar de la adecuada protección contra todo acto de discriminación tendiente a menoscabar la libertad sindical y la necesidad de adoptar las medidas adecuadas para estimular y fomentar el pleno desarrollo y uso de procedimientos de negociación voluntaria la utilidad de reglamentar, por medio de contratos colectivos, las condiciones de empleo. Su artículo 6° señala que su aplicación no alcanza o no se refieren a la situación de los funcionarios públicos en la administración del Estado y, al igual que el Convenio Nº 87, en su artículo 5° autoriza a los Estados Parte a determinar en su legislación nacional el alcance de las garantías señaladas en su aplicación a las fuerzas armadas y a la policía.





Por último, el Convenio Nº 151 de la OIT, se refiere específicamente al derecho a sindicación y los procedimientos para determinar las condiciones de empleo en la Administración Pública. Entre sus fundamentos destaca la percepción compartida de las diferencias existentes entre el empleo público y el empleo privado; las dificultades de interpretación práctica a los funcionarios públicos de las disposiciones del Convenio Nº 98; y las observaciones de los órganos de control de la OIT. Por tanto, buscando satisfacer esas consideraciones, el artículo primero, en relación a su campo de aplicación y definiciones, dispone:





“Artículo 1.





1. El presente Convenio deberá aplicarse a todas las personas empleadas por la Administración Pública, en la medida en que no les sean aplicables disposiciones más favorables de otros Convenios Internacionales del Trabajo.





2. La legislación nacional deberá determinar hasta qué punto las garantías previstas en el presente Convenio se aplican a los empleados de alto nivel que, por sus funciones, se considera normalmente que poseen poder decisorio o desempeñan cargos directivos o a los empleados cuyas obligaciones son de naturaleza altamente confidencial.





3. La legislación nacional deberá determinar, asimismo, hasta qué punto las garantías previstas en el presente Convenio son aplicables a las fuerzas armadas ya la policía.”





El Convenio establece una serie de garantías. Por ejemplo, el artículo 4° dispone que los trabajadores gozarán de protección adecuada contra todo acto de discriminación antisindical; el artículo 5º dispone que las organizaciones de empleados públicos gozarán de completa independencia respecto de las autoridades públicas y el artículo 6º señala que debe conceder a los representantes de las organizaciones de empleados públicos las facilidades apropiadas para el desempeño de sus funciones.





En lo que dice relación con el derecho a negociar colectivamente, el artículo 7º exige adoptar “medidas adecuadas” para estimular y fomentar procedimientos de negociación para la determinación de las condiciones de empleo.





d) Ley Nº 19.296, que establece normas sobre Asociaciones de Trabajadores de la Administración.





El reconocimiento a los funcionarios públicos del derecho de asociación que garantiza el artículo 19, numeral 15°, de la Constitución, se encuentra recogido en la ley Nº 19.296. Según consta en el Mensaje que dio origen a esta normativa y en el Informe de la Comisión del Trabajo y Previsión Social del Senado, con su aprobación se perseguía “dar una mayor fluidez a las relaciones laborales existentes entre el Estado y sus funcionarios, mediante la creación de mecanismos institucionales que las regulen clara y precisamente, permitiendo así un adecuado diálogo entre la parte empleadora y sus trabajadores”.

B.- DE HECHO

El Mensaje





En los fundamentos de esta iniciativa, sus autores explican que ante las restricciones constitucionales y legales al ejercicio del derecho a las negociaciones colectivas y la carencia de instancias institucionales de diálogo que canalice y dé respuesta a sus pretensiones, los funcionarios públicos han recurrido a prácticas de negociación y paro al margen del Estado de Derecho, generando incertidumbre jurídica, falta de comprensión y valoración social a su labor y, en algunos casos, trastornos en la población al afectar servicios y derechos básicos como fueron las situaciones de los médicos del Hospital Regional “E. Torres Galdames”; Gendarmería de Chile; Dirección de Previsión de Carabineros de Chile y Servicio de Impuestos Internos.





Informan que, según antecedentes oficiales, durante el año 2008, las huelgas legales y movilizaciones en el sector privado constituyeron un 74% del total, alcanzando un universo de 60.000 trabajadores. Agregan que en el ámbito público, en contraste, las diez empresas o sectores afectados por paralizaciones involucraron más de 450.000 trabajadores y profesionales, alcanzando un 93% de los involucrados y un 80% del costo asociado por persona y día de trabajo, cifras sustantivamente mayores a la observadas en el sector privado.





Sostienen que los antecedes expuestos muestran la urgente necesidad de regular esta situación, dando seguridad jurídica y confianza a los funcionarios públicos y sus asociaciones mediante el reconocimiento de los derechos que les son propios en su calidad de trabajadores y, en particular, la negociación colectiva, como mecanismo institucional de diálogo y resolución de diferencias.





En seguida, se refieren al marco normativo que regula la negociación colectiva en nuestro país, aludiendo a las normas constitucionales pertinentes, a las disposiciones del Código del Trabajo reseñadas en el acápite anterior, a las que regulan las Asociaciones de Trabajadores de la Administración Pública, así como a los Convenios y recomendaciones emanadas de la Organización Internacional del Trabajo.





Del análisis de esta preceptiva, constatan que el artículo 1° del Código del Trabajo dispone que las normas de este cuerpo legal no se aplicará a los funcionarios del Estado, dentro de las cuales se encuentran las relativas a la negociación colectiva. A su turno, el artículo 304, en lo que interesa a este informe, excluye de la negociación colectiva a los trabajadores de las instituciones públicas cuyo presupuesto, en cualquiera de los dos últimos años calendario, haya sido financiado en más de un cincuenta por ciento por el Estado. Con la mencionada exclusión del procedimiento de negociación colectiva y en concreción del mandato constitucional, también se les excluye de la posibilidad de acordar una huelga legal.





También advierten que, a pesar del reconocimiento para los trabajadores del Sector Público en Chile del derecho a asociación y sus objetivos específicos, entre los que se encuentran el mejoramiento económico de sus afiliados, ello resulta insuficiente si no se otorga a dichas asociaciones y a los trabajadores el derecho a negociar colectivamente en resguardo de las referidas finalidades y se contemplan las respectivas modificaciones constitucionales y legales para que los acuerdos adoptados se transformen en leyes (por ejemplo, cuando se refiera a aumentos salariales) o actos administrativos, según corresponda.





Seguidamente, hacen presente que la Comisión de Expertos en Aplicación de Convenios y Recomendaciones de la OIT, órgano de promoción, interpretación y control regular sobre la aplicación de los convenios ratificados, ha señalado que el artículo 6° del Convenio Nº 98 de la OIT, sólo excluye del derecho a la negociación colectiva, a los funcionarios públicos en la Administración del Estado (en particular, aquellos que trabajan en los Ministerios y demás organismos gubernamentales comparables) y a los que actúan en calidad de auxiliares de los mismos. Agregan que, por tanto, los demás funcionarios públicos no estarían excluidos de este derecho.





Enfatizan que a contar del año 2003, en forma reiterada la OIT ha llamado la atención al Estado de Chile en cuanto a que los artículos 1° y 304 del Código del Trabajo no se ajustan a la normativa internacional suscrita por el Estado y ha pedido al Gobierno que “los trabajadores del Congreso Nacional y del Poder Judicial, así como aquéllos de las empresas o instituciones del Estado o de aquéllas en que éste tenga aportes, participación o representación, deberían gozar del derecho de negociación colectiva”. En el mismo sentido, ha precisado que “los funcionarios municipales están cubiertos por el campo de aplicación del Convenio y que, por ende, deben gozar del derecho de negociación colectiva.”.





Informan que también la Comisión de Expertos se ha hecho cargo de los reclamos de ausencia de diálogo y consulta presentados por la Confederación Nacional de Funcionarios Municipales de Chile (ASEMUCH) y la Agrupación Nacional de Empleados Fiscales (ANEF), recordando “la importancia que debe atribuirse a la celebración de consultas francas y exhaustivas sobre cualquier cuestión o legislación proyectada que afecte los derechos sindicales”, en el marco del Convenio Nº 151.





Sobre la base de lo expuesto, concluyen que el cumplimiento de las recomendaciones formuladas por la Comisión de Expertos se encuentra pendiente y requiere una pronta respuesta estatal. Aseguran que, además, los convenios de la OIT demandan del Estado de Chile una revisión normativa y la adecuación de las prácticas estatales respecto del derecho de negociación colectiva que debe reconocerse a los trabajadores de la Administración del Estado y del Sector Público, en general, deber que supera y va más allá de la pura derogación de las normas del Código del Trabajo indicadas.





Por consiguiente, estiman necesario, de manera previa al análisis sectorial y a la dictación de la normativa legal, dar inicio al proceso de deliberación democrática que, atendida su importancia, exige adecuar el artículo 19 Nº 16, inciso quinto, de la Constitución Política, a fin de incorporar, con rango constitucional, los compromisos emanados de los Convenios de la OIT, eliminando la posibilidad de que sea la ley la que impida negociar colectivamente y derivando a una Ley Orgánica Constitucional la determinación de las restricciones al ejercicio del derecho a la negociación colectiva por parte de los funcionarios públicos, fundadas en consideraciones de orden público y seguridad nacional; así como, los mecanismos de consulta y participación de las asociaciones del sector público en dichos casos.





Por su parte, y ante la necesidad de otorgar herramientas justas, adecuadas y formalizadas a los funcionarios públicos, proponen suprimir la prohibición de declararse en huelga, dejando a salvo al legislador la posibilidad de prohibirla cuando se trate de Servicios cuya finalidad o función sea la atención de servicios de utilidad pública o cuya paralización cause grave daño a la salud, a la economía del país, al abastecimiento de la población o a la seguridad nacional.





Asimismo, y para que los resultados de la negociación colectiva, incluso cuando verse sobre materias de ley con iniciativa exclusiva del Presidente de la República, puedan ser efectivamente implementados, consideran determinante introducir normas que contemplen dichas obligaciones, con la finalidad de permitir llegar a acuerdos vinculantes en el referido proceso de negociación.





Concluyen que para lograr este objetivo resulta necesario modificar el numeral 16° del artículo 19 de la Constitución Política de la República, en los siguientes términos:





a.- Suprimir en la primera frase del párrafo quinto de la referida disposición, la siguiente expresión: “, salvo los casos en que la ley expresamente no permita negociar”.





b.- Agregar, al final del mencionado párrafo quinto, las siguientes oraciones: “Sólo en virtud de una ley orgánica constitucional se podrán establecer restricciones al ejercicio del derecho a negociar colectivamente de los funcionarios del Estado, fundadas en consideraciones de orden público y seguridad nacional, debiendo contemplarse en esos casos mecanismos alternativos de consulta y participación de las asociaciones que los representen. La misma norma regulará el procedimiento de negociación colectiva para los funcionaros del Estado y la forma de dar cumplimiento a los compromisos adoptados, incluidos aquellos que requieran de una norma legal que los implemente y sean de iniciativa exclusiva del Presidente de la República.”





c) Eliminar en el párrafo sexto del numeral 16° del artículo 19, la frase “los funcionarios del Estado ni de las municipalidades. Tampoco podrán hacerlo”.”

DISCUSIÓN EN GENERAL


Al iniciarse la discusión en general de esta iniciativa, la Comisión consideró conveniente conocer las opiniones del Ejecutivo, de las principales organizaciones de trabajadores que existen en el país, así como de especialistas del ámbito del Derecho Constitucional y del Derecho Laboral.


En primer lugar, expuso su parecer la Asociación de Empleados Municipales, ASEMUCH. Su Presidente, señor Oscar Yáñez, agradeció la invitación e informó que esta organización tiene carácter nacional pues representa a los trabajadores de las 345 municipalidades del país.


En cuanto a la iniciativa en estudio, consideró muy positivo que ella tenga el propósito de adecuar nuestro ordenamiento a los convenios internacionales alcanzados en el marco de de la OIT.


Lamentó que los anteriores Gobiernos, que suscribieron los convenios números 87, 98 y 151, no hayan incorporado plenamente a nuestra Carta Fundamental las ideas que ellos contienen.


Hizo notar que esa Confederación sostuvo una larga lucha porque se instituyera, en el contexto de la reforma constitucional referida al artículo 121 de la Ley Fundamental, el tema de la negociación colectiva en el ámbito municipal.


Afirmó que el planteamiento de los Gobiernos anteriores fue incorporar la figura de la consulta. Ante esto, añadió, recurrieron a los tribunales de justicia y también ante la Organización Internacional del Trabajo. De esta última, dijo, obtuvieron una resolución favorable del Comité de Expertos, el que señaló que estaban vigentes los convenios internacionales de la OIT, independientemente de que en Chile no se hayan regulado. Por ello, reiteró su adhesión a esta iniciativa que implementa en nuestro país estos convenios internacionales ratificados por el Estado de Chile.


Señaló que, a su juicio, el derecho a huelga no es la primera aspiración de los trabajadores públicos porque, a diferencia de lo que mucha gente piensa, no es preciso generar un conflicto para iniciar una negociación colectiva. En su opinión, los tres pilares fundamentales en un proceso de relaciones laborales son el Sindicato, la Negociación Colectiva y, en tercer lugar, la huelga.


También consideró importante eliminar la norma que impide a los trabajadores del Sector Público, tanto centralizado como descentralizado, negociar colectivamente y ejercer el derecho a huelga, porque de poco sirve tener la primera si no va acompañada de la segunda.


Desde otro punto de vista, connotó que el Convenio 151 presenta varias restricciones y no resguarda ampliamente los derechos de los trabajadores sino que está destinado específicamente a los funcionarios del Sector Público centralizado y no abarca a quienes se desempañan en el sector descentralizado, como es el ámbito municipal. En este Convenio, añadió, no está claramente incorporado el derecho a huelga. En cambio, resaltó, el Convenio 87 sobre libertad sindical está vinculado con el Convenio 98 sobre derecho a huelga. Además, consideró que sería muy conveniente incluir en nuestro ordenamiento de una manera más explícita los convenios de la OIT que incorporan el derecho a la negociación colectiva y, también, el derecho a huelga. Resaltó, asimismo, que la resolución que evacuó el Comité de Expertos de la OIT al pronunciarse sobre la presentación de la ASEMUCH garantiza el derecho a huelga y el derecho a la negociación colectiva fundado específicamente en el artículo 4° del Convenio 98.


Por otra parte, afirmó que los últimos Gobiernos se han equivocado al proceder a descontar remuneraciones por los días no trabajadores en las movilizaciones de los funcionarios públicos pues, si bien las autoridades sostienen que no se han regulado en Chile las disposiciones de los Convenios 87, 98 y 151, lo cierto es que, por ser ellos convenios internacionales, mediante la reforma constitucional del año 1989, en que se modificó el artículo 5° de la Constitución Política, los derechos laborales reconocidos internacionalmente son derechos humanos y, por lo tanto se encuentran vigentes en Chile.


Opinó que, más bien, se debe generar una discusión más profunda sobre cómo se aplicarán esos derechos en nuestro país y los procedimientos para regular estos convenios de la OIT. Ello, acotó, mejorará las relaciones entre el Estado y las autoridades municipales, por una parte, con los trabajadores.


Concluyó su intervención reiterando que valoraba profundamente la iniciativa en discusión, sobre todo porque ella implica incorporar las disposiciones de los mencionados convenios internacionales en la legislación nacional, favoreciéndose, de esta forma, a los funcionarios públicos del nivel centralizado y descentralizado.


Luego hizo uso de la palabra la Presidenta de la Confederación Nacional de Funcionarios de Salud Municipalizada, señora Carolina Espinoza.


Ella coincidió en que el proyecto en debate permite una más efectiva vigencia en el país de convenios internacionales de la OIT –y de la propia Declaración Universal de Derechos Humanos, que garantiza el derecho a formar sindicatos-.


La aprobación de esta reforma constitucional, agregó, resolvería la incoherencia que se advierte hoy entre las normas del artículo 5° y las del número 16° del artículo 19, ambos de la Carta Fundamental. Se trata, insistió, de un avance en cuanto alcanzar esta visión triangular del derecho colectivo del trabajo, compuesto por los mencionados tres elementos: constitución de organizaciones sindicales, negociación colectiva y derecho a huelga.


Estimó que esta iniciativa permite implementar ampliamente las obligaciones internacionales asumidas por Chile hace algunos años, ya que dota a los funcionarios públicos del derecho a huelga y negociación colectiva para propender a mejorar sus condiciones laborales.


Informó que la organización que ella representa afilia a más del 70% de los funcionarios de la Salud Municipal del país. Explicó que ellos tienen una experiencia breve en el mundo sindical pues  cuentan con solamente 13 años de existencia formal, pero están empeñados y convencidos de la  importancia de su aporte al desarrollo de nuestro país.


Seguidamente, formuló las siguientes observaciones concretas al proyecto de reforma constitucional en debate.


En primer lugar, abogó porque no se asimile a los funcionarios públicos al mismo modelo de negociación colectiva y huelga que rige en el país para los empleados particulares. Sobre este punto, sostuvo que la normativa vigente para el sector privado es eficiente respecto del procesamiento de los conflictos laborales que se presentan en ese ámbito, pero no constituye un parámetro al que ellos aspiran. Explicó que espera que para los funcionarios públicos se diseñe un modelo mejor, para lo cual sugirió tener como referencias experiencias internacionales.


En segundo lugar, planteó que el nuevo marco regulatorio que se estudiará, junto con entender que se tratará de un mecanismo para mejorar las condiciones laborales de los funcionarios públicos, también debería servir para concebir, buscar y alcanzar una mejor gestión pública. Es decir, prosiguió explicando, además de crear instancias que busquen perfeccionar las condiciones laborales, estimó conveniente generar instancias de diálogo que apunten a alcanzar Servicios Públicos de mejor calidad. Este esfuerzo, agregó, no debe agotarse en el debate sobre reivindicaciones sindicales sino que podría extenderse a aspectos vinculados con el mejorar el funcionamiento de los Servicios del Estado.


En cuanto a la extensión de los derechos que se busca garantizar mediante esta Moción, expresó que ellos debieran alcanzar a todos los funcionarios públicos, incluso a los uniformados, sin perjuicio de contemplar la amplitud o flexibilidad necesaria para resguardar las especificidades propias de cada categoría de trabajadores públicos. Pero, agregó, sólo debieran excluirse los trabajadores que se desempeñan en altos cargos directivos o los trabajadores del mundo público que ejercen cargos de confianza política de la autoridad de turno.


Por otra parte, advirtió que la regulación del ejercicio del derecho a huelga y negociación colectiva de los trabajadores debe armonizarse con el derecho de los usuarios a recibir adecuadamente prestaciones públicas. A este respecto, relató que en el sector que ella representa -el de la salud municipalizada- siempre se ha entendido que es fundamental garantizar a los ciudadanos en forma continua y permanente la atención primaria, lo que ellos han hecho en forma espontánea manteniendo los denominados turnos éticos. Planteó que es importante reglar, estandarizar y formalizar la existencia de turnos que permitan garantizar el derecho de los usuarios a acceder a los sistemas de salud.


En relación con el texto de la propuesta de reforma al N° 16 del artículo 19, consideró fundamenta que, en lo relativo al derecho a huelga, éste se extienda también a las personas que trabajan en “corporaciones” o “empresas” municipales. Fundó este planteamiento en la circunstancia de que existe un gran número de empleados municipales regidos por la ley N° 19.318 que se desempeñan en corporaciones municipales de derecho privado y, no obstante, son igualmente funcionarios públicos. Los municipios, agregó, que actúan a través de estas corporaciones son alrededor de cincuenta y corresponden a las comunas más grandes y que cuentan con las dotaciones de personal más numerosas. Por lo tanto, señaló, es un porcentaje relevante de funcionarios de la Salud Municipal el que no sería beneficiado con esta modificación.


Luego consideró que encargar a una ley orgánica constitucional la regulación de la negociación colectiva y el derecho a huelga impone una exigencia difícil de alcanzar, por lo que propuso que la referida ley sea de quórum simple.


Finalmente, sugirió que en la normativa correspondiente se incorpore al Poder Legislativo -junto con el Ejecutivo y los representantes de los trabajadores- como un actor del procedimiento de negociación colectiva, por cuanto, como lo demuestra la experiencia, muchas veces los acuerdos alcanzados entre los trabajadores y el Gobierno, para que puedan implementarse deben ser aprobados por el Congreso Nacional.





A continuación intervino el Presidente de la Unión Nacional de Trabajadores, señor Diego Olivares.





El señor Olivares explicó que la entidad que preside reúne a organizaciones  pertenecientes al Sector Público y entre sus dirigentes nacionales se cuenta a un funcionario del sector la Salud y a un empleado de la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda.





Agregó que concordaba con los planteamientos expresados por los dirigentes sindicales que le han precedido en el uso de la palabra. Calificó esta iniciativa como muy importante y resaltó que ella permitiría regular situaciones de hecho que se presentan en la práctica pública laboral chilena.





Sostuvo que, más allá de la enmienda a la Carta Fundamental, es preciso realizar una discusión mayor acerca de los contenidos concretos de la ley que regulará la negociación colectiva y el derecho a huelga en el Sector Público. Sobre esta última institución, adelantó que, en su opinión, en el ámbito público la huelga debería ejercerse de una forma distinta a la que se utiliza en el sector privado, debiendo considerarse mecanismos como la conciliación y arbitraje previos a una declaración de huelga. Esas herramientas, agregó, podrían ayudar a destrabar conflictos y evitar los mayores costos de una movilización laboral.





Complementando la intervención anterior, el Vicepresidente de la Unión Nacional de Trabajadores, señor Luis Palominos, manifestó que la regulación que se elabore luego de estos debates debería dar origen a distintas formas de negociación y de movilización a las que se han observado en las últimas décadas. Dijo que en los últimos años observaba una voluntad más decidida de parte de los gobiernos y de los trabajadores de negociar en mejor forma y sobre aspectos que hasta ahora no se han abordado, como es lo referido a los trabajadores a contrata y a honorarios.





Seguidamente expuso el Presidente de la Central Autónoma de Trabajadores, señor Oscar Olivos.





El señor Olivos señaló que apoyaba esta iniciativa en cuanto significa poner término a la inequidad que han sufrido los trabajadores del Estado, quienes no cuentan con el derecho a negociar colectivamente ni a declara la huelga. Expresó que, además, este proyecto permitiría cumplir con los compromisos que nuestro país ha adquirido en los foros internacionales, especialmente a través de los convenios OIT números 97, 151 y 154.





Manifestó que, en su concepto, el espíritu de la Moción no debiera ser solamente aumentar la cobertura de trabajadores con derecho a negociar colectivamente sino que también debería abordar lo relativo a la calidad de los resultados de dicho proceso.





En cuanto a la cobertura de trabajadores que cuentan con el derecho a negociar, sostuvo que la de nuestro país es una de las más bajas a nivel mundial. En efecto, añadió, mientras el 60% de los asalariados de los países que integran la OCDE están cubiertos por algún instrumento de negociación colectiva, en Chile sólo el 10.7% de los ocupados en el sector privado están bajo esta condición. Si se incluyeran dentro de los asalariados a los funcionarios del Estado, solamente el 5,4% de los trabajadores chilenos podrían participar en procesos de negociación colectiva.





En relación con la calidad de los resultados alcanzados en la negociación colectiva, informó que el 35,6% de los trabajadores considera muy malos los resultados obtenidos. Otra deficiencia de nuestra negociación colectiva, dijo, es lo referido al ámbito de materias a negociar. Explicó que, a raíz de las múltiples atribuciones que la legislación considera que son  exclusivas del empleador, en la práctica se desvirtúa lo establecido en los convenios 98, 151 y 154 de la OIT, los que centran los contenidos de la negociación colectiva en las condiciones de trabajo y de empleo y en la regulación de los mismos. Puso de relieve que el concepto de “condiciones de trabajo” utilizado por la OIT no se limita a los temas tradicionales sino que abarca aspectos tales como promoción, traslado, supresión de puestos sin previo aviso, cambio de horarios, etc. 





Otra de las debilidades de nuestra legislación en materia de negociación colectiva, prosiguió exponiendo, lo constituye el ámbito de los sujetos calificados para negociar, asegurando que los instrumentos de la OIT son muchos más amplios que las normas nacionales en esta materia. En concreto, mencionó el impedimento que afecta a las confederaciones o federaciones para negociar, lo que vulnera el principio de la libertad sindical.





Aseguró que nuestra legislación sobre derecho a huelga también contraviene la doctrina de la OIT. En efecto, agregó, la OIT reconoce que la huelga es un medio legítimo de que disponen los trabajadores y sus organizaciones  para la promoción y defensa de sus derechos, y entiende la huelga como una suspensión del trabajo, por breve que esta sea. Indicó que las reivindicaciones que se defienden con la huelga, según la OIT, se clasifican en tres categorías: Laborales, que busca garantizar o mejorar las condiciones de trabajo; Sindicales, que permiten desarrollar y garantizar los derechos de los dirigentes, y Políticas. A partir de esta doctrina, la Central Autónoma de Trabajadores afirma que en Chile no existe derecho a huelga, porque está contemplada solamente en el marco de la negociación colectiva y debe cumplir diversos requisitos, los que son supervisados por la autoridad. En caso contrario, dijo, la ley permite el desafuero del dirigente y el despido del trabajador.





Enfatizó que apoyan la Moción en su integridad porque piensan que para que la negociación colectiva tenga un valor tanto como instrumento de dialogo social, como mecanismo de distribución de riquezas y como medio de dignificación del trabajo y del trabajador, nuestra legislación debe sufrir profundas transformaciones.





Del mismo modo, argumentó, el derecho a la huelga debe ser contemplado en la doctrina de las relaciones laborales. Asimismo, para hacer efectivo el espíritu de las modificaciones propuestas, conjuntamente con lo anterior se deben efectuar reformas al Código del Trabajo, como, por ejemplo, a los artículos 304, inciso tercero, y 315.





Afirmó que, si se alcanza lo propuesto, se logrará el gran objetivo de no seguir permitiendo que el Estado de Chile sea el peor empleador del país, por cuanto sus trabajadores no pueden negociar colectivamente; por mantener funcionarios a contrata quienes, a pesar de que sus contratos han sido renovados en más de dos oportunidades, siguen trabajando a plazo fijo; por tener bajo dependencia a trabajadores a honorarios que cumplen horarios; por negar prestaciones de seguridad social, etc.





Concluyó llamando, a nombre de la Central Autónoma de Trabajadores, a alcanzar unidad para dar una solución definitiva a las dificultades de los funcionarios públicos.





Luego expuso el Presidente de la Asociación Nacional de Empleados Fiscales, señor Raúl de la Puente.





El señor de la Puente consideró muy valiosa la iniciativa presentada, que deroga la prohibición de la huelga para los funcionarios públicos y les reconoce el derecho a la negociación colectiva.





En cuanto a la derogación de la prohibición para declarar la huelga, señaló que ello es muy importante. Sostuvo que Chile debe ser el único país en el mundo que contempla una prohibición de esta naturaleza en su Constitución Política.





Aseguró que incluso países menos desarrollados en materias laborales como los países africanos se reconoce el derecho a sindicalización, el derecho a la negociación colectiva y el derecho a huelga de los funcionarios públicos. Por lo tanto, consideró sumamente importante que se derogue este precepto que forma parte del texto original de la Constitución de 1980, el cual no fue modificado durante los gobiernos de la Concertación. Aseguró que este vacío ha impedido ejercer este derecho que entrega mayor simetría en los procesos de negociación entre los funcionarios públicos con su empleador. Consideró que es importante para la democracia chilena que los funcionarios públicos cuenten con este derecho laboral, particularmente ahora que forma parte de la OCDE, entidad que propicia la vigencia de este derecho.





Hizo notar que si bien existen derechos en el campo de la libertad de asociación a través de la ley N° 19.296 –lo que, a su vez, permite reconocer que sus dirigentes tienen derecho a fuero y derecho a permisos sindicales-, esta ley no reconoce el derecho a la negociación colectiva ni el derecho a la huelga, de manera que se hace necesaria la complementación de estas disposiciones, en el sentido en que lo propone el proyecto en debate.





Aseveró que en Chile, en la práctica, se realizan negociaciones colectivas de hecho, con buenos y malos resultados. Así, recordó, se han aprobado leyes de reajustes para los funcionarios públicos y algunas leyes especiales para ciertos sectores de trabajadores, como los de la salud o los docentes. Agregó que esta negociación colectiva de hecho debiera formalizarse, en una negociación colectiva articulada en tres niveles: general, sectorial y específico de ciertos Servicios que tienen asignaciones que están ligadas a la satisfacción del usuario.





Luego señaló que se debería efectuar una discusión para que la regulación de estos derechos sea producto de un acuerdo entre la autoridad y las organizaciones y no sea resultado de una imposición por parte del Gobierno.





Coincidió, asimismo, con la proposición de derogar la norma que impide a los funcionarios públicos declararse en huelga. Señaló que los empleados estatales deben contar con este derecho como lo tienen todos los trabajadores en la mayor parte del mundo y los del sector privado en nuestro país. Aseveró que en Chile se necesita un mayor dialogo social en torno a la negociación colectiva, por su importancia para poder lograr un trabajo decente dentro de la Administración Pública, un empleo estable, con protección social, con remuneración digna, donde se respeten los convenios fundamentales de la OIT, con derecho a negociar colectivamente y con derecho a huelga.





Recordó que se han realizado distintas negociaciones con el Gobierno y se ha discutido mucho sobre el tema: la cobertura que debe tener la ley de asociaciones; los niveles donde se debieran efectuar y la articulación de la negociación colectiva; la ampliación de fueros y permisos de los dirigentes provinciales y regionales; las practicas antisindicales dentro de la Administración Pública, toda vez que, en ocasiones, Jefes de Servicios pretenden entrometerse dentro de las facultades de las asociaciones de funcionarios.





En síntesis, enfatizó la necesidad de discutir las normas laborales que deben regir dentro de la Administración del Estado para poder lograr en ella el “trabajo decente”. Este último, agregó, no se condice con la condición de más de 106.000 personas a contrata que laboran en la Administración Pública, según la última publicación de la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda. Lo anterior, dijo, hace que estas personas queden en la indefensión cuando ocurre un cambio de Gobierno, aseverando que en el último año se ha despedido injustamente a más de 8.000 funcionarios públicos que tenían la calidad de contrata y de honorarios. Sostuvo que esos funcionarios deberían ser calificados en base al mérito y probidad y no según criterios de clientelismo político. Finalmente, aseguró que en nuestro país solamente existen 86.000 funcionarios en cargos de planta, es decir, el empleo a contrata y a honorarios es superior al empleo de planta y permanente en el Servicio Publico.

- - -





A continuación se transcribe el documento que  hizo llegar la Central Unitaria de Trabajadores (CUT), en el que se consigna su parecer sobre la iniciativa en estudio. Su texto es el siguiente:





“1. El objetivo de esta minuta es presentar la posición de la Central Unitaria de Trabajadores (CUT) respecto del Proyecto de Reforma Constitucional sobre negociación colectiva y derecho a huelga de los funcionarios públicos (Boletín N° 7.293-07).





2. El Proyecto de Reforma Constitucional propuesto contiene una modificación al artículo 19 N° 16 de la  Constitución Política de la República (CPR), en virtud de la cual se reconoce a nivel constitucional el derecho de los funcionarios de la Administración del Estado a negociar colectivamente y se elimina la prohibición que actualmente contiene la Constitución que los funcionarios del Estado y de las municipalidades se declaren en huelga.





3. Ahora bien, con el objeto de realizar un análisis técnico y político riguroso del Proyecto de Reforma Constitucional propuesto y en virtud de ello, entregar una opinión fundada, la CUT  estima que previamente es necesario examinar, en forma breve, las normas constitucionales que rigen la acción de los ciudadanos que detentan la condición de trabajadores y de las organizaciones sociales que los representan. Lo anterior ayudará a determinar el marco en que se pretenden introducir estos perfeccionamientos normativos y determinar si estas modificaciones son consistentes con los presupuestos ideológicos que sustentan este marco normativo y también permitirá identificar la prioridad de la Reforma plateada en relación a otras Reformas que se pudieran plantearse en este mismo ámbito.





4. En efecto, la Constitución Política de la República en su artículo 19, al establecer el catálogo de derechos y garantías fundamentales sujetas a tutela constitucional, reconoce dos derechos fundamentales que se vinculan con la acción de los trabajadores y de sus organizaciones permanentes –los sindicatos- en el ámbito laboral: la libertad sindical y la autonomía colectiva (artículo 19 N° 16 inciso 5° y N° 19).





5. De acuerdo con la doctrina y los instrumentos jurídicos internacionales vigentes en materia laboral, la libertad sindical es el derecho que asiste a los trabajadores para constituir organizaciones, afiliarse o desafiliarse de ellas, darse su propia normativa sin intervención de terceros y, especialmente, el derecho al ejercicio de la actividad sindical por medio de aquellas acciones tendientes a la defensa y promoción de los intereses que le son propios, en particular, la negociación colectiva y el derecho a huelga.





6. Con base en la definición señalada precedentemente, se entienden que forman parte de la libertad sindical, por un lado, el derecho de sindicación (faz orgánica) y por el otro, el derecho a hacer valer los intereses colectivos de los trabajadores organizados, los que se hacen efectivos a través del ejercicio de los derechos de negociación colectiva y de huelga (faz  funcional).





7. En consecuencia, bajo el concepto de libertad sindical se incorpora la libertad y autonomía sindical desde una perspectiva organizacional y la libertad en el ejercicio de la acción sindical, lo que implica el reconocimiento de los derechos fundamentales a la negociación colectiva y a la huelga. La incorporación de ambas dimensiones de la libertad sindical hace que sea reconocido como un derecho fundamental de las personas.





8. Esta concepción amplia del concepto de libertad sindical ha sido recogida en la legislación interna de diversos países, especialmente de la Unión Europea. A este respecto cabe tener presente que los órganos consultivos y resolutivos de la Unión han recomendado a los Estados de los países miembros adoptar acciones que se orienten al perfeccionamiento del ordenamiento jurídico laboral en materia de negociación colectiva, ya que con ello se permitirá asentar las bases jurídicas para el desarrollo de un diálogo social sólido y fructífero, lo que representa el camino más efectivo para generar acuerdos amplios y diversos entre trabajadores y empleadores, que asumiendo sus distintas realidades, necesidades e intereses, puedan hacer frente a los imprevistos, riesgos, vaivenes y a los constantes cambios que se derivan de la economía globalizada.





9. Cabe tener presente también, que esta concepción amplia de la libertad sindical ha sido asentada y profundizada a través de los Convenios, Declaraciones y Recomendaciones impartidas por los organismos de control de la Organización Internacional del Trabajo (OIT).





10. Por lo tanto, a la hora de examinar la adecuación de la legislación interna, particularmente la establecida en la CPR, con las normas de carácter internacional que rigen la materia, es necesario examinar si en dichas normas se encuentran efectivamente consagradas las dimensiones orgánica y funcional de la libertad sindical y el nivel de tutela o protección que entrega el constituyente al titular de estos derechos –el trabajador y las organizaciones sindicales- para hacer efectivos estos derechos fundamentales. 





11. En definitiva, la norma constitucional estará alienada con la doctrina, el orden  normativo internacional y el Derecho Comparado, en la medida que se reconozca explícitamente a los ciudadanos que tienen la calidad de trabajadores estos derechos fundamentales y el Estado asuma un rol de garantía del ejercicio efectivo de los mismos, lo que supone adoptar una legislación interna promocional de la sindicación y de la negociación colectiva. Lo anterior implica que la legislación nacional, especialmente en el nivel constitucional, debería limitarse a reconocer ampliamente el derecho a negociación de los actores sociales de la relación laboral, entregando a la autonomía colectiva de los propios actores la determinación de los ámbitos, niveles y alcances del proceso negocial.





12. Cabe tener presente que de acuerdo con el artículo 5 de la CPR, la soberanía nacional reconoce como limitación el respeto a los derechos esenciales que emanan de la naturaleza humana, siendo deber de los órganos del Estado respetar y promover tales derechos, garantizados por la Constitución, así como por los tratados internacionales ratificados por Chile y que se encuentren vigentes.





13. Desde esta perspectiva, tanto las normas constitucionales que consagran los derechos fundamentales –en este caso la libertad sindical- como la legislación que se dicte para hacer efectivo el derecho, deben satisfacer los estándares previstos en la normas internacionales y contemplar mecanismos institucionales permanentes que aseguren una efectiva tutela del derecho.





14. Considerando el estándar normativo descrito precedentemente, las garantías constitucionales establecidas en la CPR (artículo 19 N° 16 inciso 5° y N° 19) presentan una visión más restrictiva y menos promocional de la libertad sindical, y especialmente, de la negociación colectiva. Lo anterior se explica principalmente porque las normas constitucionales asumen una opción ideológica respecto del ejercicio de los derechos colectivos del trabajo y en tal sentido, son consistentes con el modelo de relaciones laborales y con el ordenamiento jurídico que se deriva de él y que fue plasmado en el Plan Laboral del régimen militar del año 1978.





15. En lo sustantivo, estas premisas conceptuales se han mantenido inalteradas en nuestro Derecho Interno, aún después de las modificaciones introducidas al marco regulatorio de las organizaciones sindicales y de la negociación colectivas de los años 1990 y 2001.





16. Las expresiones más nítidas de esta visión restrictiva se encuentran en el propio texto del artículo 19 N° 16 inciso 5° que señala: “La negociación colectiva con la empresa en que laboren es un derecho de los trabajadores, salvo los casos en que la ley expresamente no permita negociar.”





17. De acuerdo con lo establecido en la norma citada, si bien se reconoce constitucionalmente el derecho a negociar colectivamente, en el mismo texto se restringe la aplicación del derecho. Por un lado, el derecho no alcanza a todos los trabajadores, sino sólo a los trabajadores del sector privado y dentro de estos, hay un sector que queda expresamente excluido de la negociación por mandato de la ley. Adicionalmente, la norma sólo entrega tutela constitucional a la negociación colectiva que se desarrolla a nivel de la empresa. Por lo tanto, cualquier otro nivel en que se desarrolle la negociación colectiva no está amparado por la garantía constitucional.





18. Estas restricciones que impone la norma constitucional, limitando anticipadamente el ejercicio de este derecho, tanto respecto de los sujetos del derecho como del ámbito en que se puede ejercer el mismo, hacen evidente la opción ideológica que se tuvo en vista al momento de diseñar esta garantía, asumiendo un modelo prescriptivo de relaciones laborales en el que se restringen las posibilidades y opciones de los actores sociales de querer asumir un modelo más amplio de negociación.





19. Como consecuencia de la opción ideológica que asume la CPR en materia de negociación colectiva, el ordenamiento jurídico laboral que se deriva de esta norma fundamental y del modelo socio económico que lo sustenta, termina por romper el equilibrio de posiciones que se debería garantizar a los actores sociales para que puedan ejercer su autonomía colectiva con entera libertad, inclinando sistemáticamente la balanza a favor de los empleadores, ya que en el fondo de esta matriz ideológica la negociación colectiva es vista como una amenaza, un obstáculo e incluso, un impedimento para el desarrollo de la actividad empresarial.





20. Lo anterior implica que el Estado no sólo no asume un rol promocional de la negociación colectiva, sino que abandona la neutralidad con la que debería actuar -al menos en el ejercicio de la potestad normativa- y derechamente, diseña un sistema que desincentiva esta forma de modelar las relaciones de trabajo, inclinándolo a favor de los empleadores.





21. Otro ejemplo de la falta de adecuación de nuestras normas constitucionales en relación a los estándares jurídicos internacionales vigentes en esta materia, es la ausencia de una consagración normativa expresa y por tanto, de una tutela constitucional efectiva, al derecho a huelga de los trabajadores. Es así como el artículo 19 N° 16 inciso 6° de la CPR señala lo siguiente: “No podrán declararse en huelga los funcionarios del Estado ni de las municipalidades. Tampoco podrán hacerlo las personas que trabajen en corporaciones o empresas, cualquiera que sea su naturaleza, finalidad o función, que atiendan servicios de utilidad pública o cuya paralización cause grave daño a la salud, a la economía del país, al abastecimiento de la población o a la seguridad nacional. La ley establecerá los procedimientos para determinar las corporaciones o empresas cuyos trabajadores estarán sometidos a la prohibición que establece este inciso”.





22. Lo que hace el constituyente es soslayar el reconocimiento expreso del derecho a huelga y como contrapartida reconoce un derecho constitucional implícito a la huelga, prohibiendo el ejercicio de este derecho a los funcionarios públicos.





23. La incertidumbre jurídica que se genera con la formulación de un derecho en forma implícita demuestra la profunda desconfianza que siente el constituyente frente al ejercicio de los derechos colectivos y a la autonomía colectiva de los actores sociales de la relación laboral. Esta desconfianza explica porque en el estatuto jurídico de ejecución de este derecho (el Código del Trabajo) se consagren instituciones tan atípicas como el reemplazo de los trabajadores en la huelga. Nuevamente el legislador a la hora de regular una institución laboral rompe el equilibrio que debe existir entre las partes, siendo su deber garantizar que exista y se mantenga este equilibrio y, en definitiva, termina inclinándose nuevamente a favor de la posición de los empleadores.





24. En síntesis, tanto el actual reconocimiento constitucional del derecho fundamental a la negociación colectiva, como el estatuto jurídico que regula la puesta en ejercicio de este derecho (el Código del Trabajo), NO cumplen con los estándares internacionales mínimos que supone la consagración y reconocimiento de la libertad sindical en sentido amplio, lo que implica un ejercicio efectivo del derecho a la negociación colectiva y a la huelga.





25. Por lo tanto, más allá de lo bien inspirado que pueda ser el texto de la Reforma Constitucional propuesta, cuyo sentido y alcance comparte la CUT, lo realmente prioritario, desde una perspectiva jurídica, social y política y, además, lo técnicamente adecuado, es impulsar una Reforma Constitucional en que se adecue la normativa interna a los estándares internacionales -aprobados por Chile y que por lo tanto son jurídicamente vinculantes- en materia de libertad sindical, ampliando la consagración del derecho fundamental a la negociación colectiva a todos los trabajadores del país, eliminando la restricción que circunscribe el reconocimiento de este derecho sólo a nivel de la empresa y reconociendo, por regla general, la titularidad del derecho a huelga a todos los trabajadores del país.”.

- - -





A continuación, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Alvear, ofreció la palabra para formular preguntas u otras observaciones en relación a las propuestas de reforma constitucional en estudio.





El Honorable Senador señor Larraín agradeció a los dirigentes sindicales presentes su participación en este debate, así como los comentarios formulados acerca de la iniciativa de reforma constitucional, a la que consideró relevante para avanzar en la modernización del estatuto que debería regir a los trabajadores del Estado. Asimismo, consideró, en general, atendibles las inquietudes planteadas, especialmente aquella que señala que no resulta explicable que el Sector Público de nuestro país no tenga una legislación actualizada en conformidad a los estándares internacionales que permiten y exigen la negociación colectiva con derecho a huelga. Señaló que por ello ha impulsado este proceso que, espera, permita establecer normas que hagan posible una negociación regulada. Agregó que a través de este debate se puede abrir el espacio para dilucidar una serie de inquietudes. Aseguró que los problemas que se han producido en el ámbito público en el último tiempo se originan, en medida importante, porque este proceso no está regulado, lo que, a su vez, ha impedido mejorar las condiciones laborales, la situación de los trabajadores a contrata y a honorarios y, en general, de todos los aspectos necesarios para alcanzar un mejor desempeño de los Servicios Públicos.





Planteó que, además, esta deliberación podría ser útil para definir cómo los trabajadores pueden contribuir a la mejoría de las reparticiones en las cuales se desempeñan. Connotó que en el último tiempo se han alcanzado acuerdos, como la ley que reguló las agrupaciones gremiales al interior de la Administración Pública, que han permitido dar pasos de organización y de representación de los trabajadores pero, al carecer de procesos regulados de negociación, la eficacia de dichos acuerdos, finalmente, ha dependido de la fuerza de los gremios, de las circunstancias, o de la discrecionalidad de las autoridades públicas con las cuales tienen que dialogar.





Otro debate pendiente, dijo, es el que permitirá definir qué trabajadores del Sector Público se considerarán de confianza del Gobierno, porque participan en el diseño de las políticas y programas del respectivo Servicio, y cuáles no tendrán esa condición, no quedando sujetos, por ende, a los cambios de Gobierno. Consideró necesario, también, diseñar un modelo de Administración donde el mérito personal sea lo que permita a los funcionarios ascender, tener mejores remuneraciones y desempeñarse con el reconocimiento que corresponde; establecer que los trabajadores públicos están al servicio de los ciudadanos, y corregir las distorsiones que existen en el ámbito municipal.





En cuanto al derecho a huelga, el señor Senador planteó que se debe buscar mecanismos que lo garanticen pero, al mismo tiempo, cuidando que los ciudadanos reciban las atenciones que deben prestarles los Servicios Públicos.





La Honorable Senadora señora Alvear formuló algunas observaciones en relación con el proyecto en estudio. Por una parte, preguntó a los dirigentes sindicales si, a juicio de ellos, esta iniciativa debía ampliarse para considerar algún otro aspecto, especialmente algunos elementos que estén contemplados en convenios internacionales.





En segundo lugar, advirtió que se debe distinguir lo propio de la presente reforma, de los contenidos que, posteriormente, deberán definirse en el ámbito legal para desarrollar esta enmienda constitucional, de manera que ésta sea una realidad y no una norma meramente declarativa. Al efecto, solicitó que enumeraran, aunque fuere en términos generales, los contenidos mínimos que deberían considerarse en esa nueva ley.





Finalmente, solicitó que se precisara si la mediación, la conciliación y el arbitraje se consideran como mecanismos alternativos de resolución de conflictos en el ámbito laboral.





El Presidente de la ASEMUCH, señor Yánez, resaltó que en la futura regulación legal que complemente esta reforma constitucional se debería establecer que quienes, a pesar de estar sometido a un régimen estatutario, también tienen derecho a negociar colectivamente y a declararse huelga. Es importante, reiteró, precisar si se va a avanzar en este sentido, ya que todo el sector público está regido por estatutos.





Manifestó que se debe dejar claramente establecido que los sujetos que participan en la negociación colectiva serán la Asociación de Funcionarios y el empleador, y no aquellos funcionarios que no pertenecen a un Sindicato y que, en forma paralela, puedan constituir una comisión negociadora en igualdad de condiciones que una asociación formalmente constituida y representativa.





Respecto de las materias que deben ser objeto de negociación, hizo presente que en el Sector Público existe una brecha enorme en la distribución de los ingresos, tanto en el ámbito centralizado como descentralizado. Aseguró que existe un 30% de funcionarios que están bajo el límite de pobreza. Por esto, añadió, si se va a incorporar el concepto de negociación colectiva se debe contemplar un mecanismo para disminuir esas diferencias en la distribución del ingreso. Opinó que se deben incorporar la mediación, la conciliación y el arbitraje ya que como mecanismos de resolución de conflicto son fundamentales para llevar a cabo una adecuada negociación colectiva.





El Vicepresidente de la CONFUSAM, señor Esteban Maturana, afirmó que para la resolución de los conflictos laborales los convenios de la OIT ofrecen múltiples mecanismos útiles y eficaces. En lo relativo a la regulación de los procesos de negociación, dijo que un punto fundamental es definir el nivel en que ella se desarrollará porque es sabido que, en la práctica de los últimos años se negocia en una gran mesa nacional, que es la del Sector Público, a la que se llega en noviembre con un proyecto de ley que afecta a todo el personal de la Administración del Estado. En cambio, destacó, como resultado de negociaciones sectoriales
-como ha ocurrido con la Salud Municipal- se negocia con el Ministerio del ramo y con los Alcaldes lográndose, en ocasiones, acuerdos más satisfactorios, aunque posteriormente deban ser aprobados por el Poder Legislativo, como ocurrió con la Ley de Atención Primaria.





Otro elemento importante que se debe incluir en una ley sobre negociación colectiva, agregó, es lo relativo a las prácticas antisindicales. Hizo mención de situaciones de despido de personas que participaron en una negociación y de alcaldes que constituyen asociaciones paralelas, interviniendo en el movimiento sindical. También, añadió -si se quiere promover la sindicalización- es importante que aquellos trabajadores que están asociados sientan que ello les reporta beneficios.





Con respecto a la conciliación, indicó que ella debe estar a cargo de un órgano independiente y profesional, aceptado por las partes en conflicto.





El Presidente de la Unión Nacional de Trabajadores, señor Olivares, concordó en que la mediación y la conciliación deben estar a cargo de un organismo independiente y que dé garantías a todas las partes.





Aseveró que la negociación colectiva en el sector privado, en la práctica, en Chile es muy limitada en sus resultados. Por ello planteó que se debe establecer la negociación por rama de la producción. Si bien entiende que este planteamiento abre una resistencia política e ideológica muy fuerte, tanto en el mundo empresarial como en muchos sectores políticos, sostuvo que para mejorar realmente las condiciones de los trabajadores del Sector Público tienen que superarse previamente las deficiencias que presenta el actual sistema de negociación colectiva que se usa en el ámbito privado. El diálogo, dijo, debe permitir construir una ley que genere confianzas, que supere los temores ideológicos y ponga fin a las posiciones de poder. Para alcanzar mayor equidad, abundó, tiene que darse a los trabajadores las herramientas que le permitan negociar en condiciones de equilibrio.





A continuación, el Presidente de la Asociación de Empleados Fiscales, señor de la Puente, insistió en que apoya plenamente la supresión del párrafo sexto del número 16°, de artículo 19 la Constitución Política.





Agregó que, además de ello, se debe ratificar el Convenio N° 154 de la OIT, que promueve la negociación colectiva del sector público, y que no ha sido ratificado por Chile.





Sobre la conciliación y el arbitraje opinó que, siendo importantes, no deben impedir que los funcionarios públicos ejerzan el derecho a huelga.





También se refirió a las prácticas antisindicales que se observan en las organizaciones públicas, que se manifiestan en la promoción de las candidaturas de dirigentes afines a la autoridad o en la entrega de beneficios a sectores cercanos a ella. Esas prácticas, dijo, deben ser castigadas y las sanciones deben contemplarse en la ley respectiva.





Consideró complejo el tema del arbitraje debido a que normalmente están a cargo de organismos de control o fiscalización. En todo caso, no desea replicar en la negociación colectiva del sector público lo que actualmente existe para el sector privado, pues esta fórmula es precaria y deficiente. Además, acotó, la negociación colectiva de los funcionarios públicos debe tener características propias y específicas.





Concluyó indicando que lo fundamental es equiparar las capacidades de negociación que tienen los trabajadores con la autoridad, toda vez que la actual disparidad de derechos ha conducido a una situación de gran inequidad.





El Secretario de la CAT, señor Pastene, reiteró que, según la doctrina de la OIT, todos los trabajadores tienen derecho a negociación colectiva, y que la ley sólo debe regular mas no impedir su ejercicio.





Respondiendo a la consulta de la señora Presidenta de la Comisión, indicó que, a su juicio, la normativa sobre negociación colectiva debería precisar quiénes serán los actores de la misma; delimitar el ámbito de negociación; señalar las materias que van a ser objeto de negociación; indicar qué organismos actuarán como mediadores independientes, con autoridad y dando confianza a todas las partes, y disponer que toda negociación colectiva tendrá como base los derechos adquiridos por los trabajadores en negociaciones anteriores.





El Honorable Senador señor Larraín aseguró que la propuesta de reforma es nítida en cuanto a consagrar el derecho a la huelga y, respecto a la negociación colectiva, destacó que su Moción elimina la prohibición vigente y encarga a la ley regular algunas formas o ámbitos en que ella se verá limitada. Explicó que con estos cambios se consagra la negociación colectiva como un derecho. En cuanto a la referencia a la ley que podrá establecer modalidades y restricciones, precisó que ella busca garantizar en el tiempo los derechos que se vayan recogiendo en la legislación.





Continuando con el estudio de esta materia, intervino el profesor de Derecho Constitucional, señor Patricio Zapata.





El profesor Zapata valoró positivamente la iniciativa en estudio por cuanto pretende modificar normas que son seriamente deficitarias, tanto desde el punto de vista de una completa y clara concepción de los derechos fundamentales, como de cara a la realidad concreta que se observa en el mundo del trabajo en el ámbito público.





Explicó que si bien en ocasiones existe una cierta tensión entre las normas jurídicas y la vida real, en el caso de los preceptos actuales de la Carta Fundamental en materia de negociación colectiva y huelga, la brecha existente entre éstas y la realidad es tan amplia que resulta necesario abordarla para intentar superarla.





En consecuencia, reiteró, el proyecto es útil tanto en la forma de diseñar o construir constitucionalmente los derechos a negociar colectivamente y a declarar la huelga, cuanto en hacer frente a la realidad que vive nuestro país en esta materia.





Luego formuló algunas proposiciones de modificación a la redacción de la Moción:





a) En primer lugar, sugirió alterar el orden de los elementos que compondrían el nuevo párrafo quinto del número 16° del artículo 19 de la Constitución Política. Sobre este particular, afirmó que, en general, cuando la Carta Fundamental reconoce un derecho, primeramente lo precisa y, posteriormente, hace un llamado al legislador.





Aclaró que el llamamiento al legislador puede tener por objeto que éste regule en un cierto sentido el derecho de que se trata, o bien lo restrinja o limite. Agregó que la regulación del derecho roza la superficie del mismo y, en cambio, la técnica de la restricción supone una cierta invasión al derecho, aunque en su periferia y nunca en el núcleo esencia del mismo. Precisó, además, que la restricción puede traducirse en que las personas no puedan ejercer siempre el derecho, o no puedan hacerlo en la forma en que quisieran, o no puedan ejercerlo todos los sujetos que potencialmente podrían ser titulares de él. Acotó que no es indispensable que la Constitución formule un encargo al legislador, pero que si el constituyente desea que la regulación se oriente en un sentido determinado, deberá hacer este llamado.





En la materia en discusión, planteó que, en primer lugar, el referido párrafo quinto debería consagrar el derecho a la negociación colectiva; que, en segundo término, se mantenga la actual frase que encarga al legislador establecer las modalidades de la negociación colectiva y los procedimientos adecuados para lograr en ella una solución justa y pacífica y, en tercer término, se contemple la autorización para imponer limitaciones o restricciones a la negociación colectiva en el Sector Público.





b) Luego hizo presente su criterio en el sentido de que el Congreso Nacional no debería quedar vinculado por los acuerdos que el Poder Ejecutivo alcance con organizaciones de trabajadores en el marco de una negociación. Al respecto, afirmó que se deben dejar a salvo las prerrogativas constitucionales del Parlamento que, en su condición de Poder autónomo del Estado, no puede verse comprometido por acuerdos celebrados entre terceros.





c) Finalmente, propuso reemplazar la referencia que la Moción hace a una ley orgánica constitucional por otra que aluda a una ley de quórum calificado.





Respecto de este último punto, señaló que si bien podría estimarse que una norma orgánica constitucional protegería de mejor forma el derecho, desde otra perspectiva cabe tener presente que esa categoría de precepto es, en sí misma, una restricción toda vez que impide a la simple mayoría decidir sobre un asunto. En este punto, hizo presente que a través del tiempo se ha ido incrementando progresivamente el número de normas de carácter orgánico constitucional que se dictan en nuestro país, alcanzando actualmente al 38% de las leyes dictadas. Adicionalmente, advirtió el riesgo de entender que la referencia que la Moción hace a que “la misma norma regulará el procedimiento” sea entendida como que una ley orgánica constitucional va a normar materias que –como el Derecho del Trabajo- son objeto de leyes simples.





Sobre este aspecto, explicó que las 19 leyes orgánicas constitucionales previstas en la Carta Fundamental están concebidas para desarrollar ciertas instituciones cuyas bases esenciales se contienen en la Constitución Política. En cambio, resaltó, las 9 leyes de quórum calificado previstas en la Carta Fundamental tienen como propósito preciso que el legislador restrinja o limite algún derecho, como son los casos de la libertad de expresión, la seguridad social, la apropiabilidad de bienes, y otros.





A continuación expusieron los representantes de la Sociedad Chilena de Derecho Laboral y Seguridad Social.





Su Presidente, el abogado señor Rafael Pereira, expresó que esa entidad valora enormemente la Moción de reforma a la Constitución Política en materia de negociación colectiva y huelga. Afirmó que su aprobación constituiría un avance sin precedentes en las últimas dos décadas, en el reconocimiento de derechos colectivos de rango constitucional a los trabajadores, particularmente a los funcionarios públicos; pondría a nuestro país a la altura de la gran mayoría de las Constituciones de los Estados democráticos y, al mismo tiempo, daría cumplimiento a tratados internacionales ratificados por el Estado de Chile.


Sin perjuicio de lo anterior, señaló que en los fundamentos del proyecto extrañaba una referencia al Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, ratificado por el Estado de Chile, el cual en su artículo 8°, número 1, letra d), reconoce "el derecho a huelga, ejercido de conformidad con las leyes de cada país".


Resaltó que este mismo precepto, en su número 3, agrega que "nada de lo dispuesto en este artículo autorizará a los Estados Partes en el Convenio de la Organización Internacional del Trabajo de 1948 relativo a la libertad sindical y a la protección del derecho de sindicación a adoptar medidas legislativas que menoscaben las garantías previstas en dicho Convenio o a aplicar la ley en forma que menoscabe dichas garantías".


Asimismo, consideró que la modificación al párrafo quinto del número 16 del artículo, contenida en la letra a) del número 1 de la Moción, que suprime la expresión ".salvo los casos en que la ley expresamente no permita negociar", es de la mayor relevancia, ya que resulta del todo criticable que la Constitución reconozca una garantía constitucional e inmediatamente autorice al legislador a afectarla en su esencia, al permitirle prohibir esa misma garantía.


Agregó que resulta necesario eliminar, en este mismo párrafo quinto, la expresión "con la empresa en que laboren", ya que no resulta adecuada para comprender el derecho de los funcionarios públicos y podría interpretarse de manera restrictiva.


Luego formuló algunas observaciones en relación a la modificación contenida en la letra b) del número 1 de la Moción, que propone que cualquier restricción al derecho a negociar colectivamente de los funcionarios públicos, sólo podrá realizarse por medio de una ley orgánica, lo mismo que la regulación del procedimiento de negociación colectiva.

Sobre este particular, expresó que si bien la OIT reconoce las especificidades de la negociación en el sector público dado el doble rol del Estado, como empleador y a la vez legislador, unido a las restricciones presupuestarias, opinó que recurrir a una ley orgánica puede significar importantes rigideces para ir adecuando las regulaciones que se establezcan.


Aseveró que desde el punto de vista de los funcionarios públicos, como titulares del derecho de negociar colectivamente, gozan de la protección, en el sistema constitucional, que les otorga el número 26° del artículo 19, de modo que el legislador no podría, al regular esta materia, establecer límites que afecten la esencia del derecho.


Por lo anterior, estimó que lo recomendable sería no hacer referencia alguna a una regulación especial, y simplemente aplicar lo ya establecido en el párrafo quinto, en el sentido que la ley establecerá las modalidades de la negociación colectiva y sus procedimientos.


Hizo presente que esta legislación podrá establecer restricciones según el propio mandato del Convenio 151 de la OIT, que autoriza a la legislación nacional para "determinar hasta qué punto las garantías previstas en el presente Convenio se aplican a los empleados de alto nivel que, por sus funciones, se considera normalmente que poseen poder decisorio o desempeñan cargos directivos o a los empleados cuyas obligaciones son de naturaleza altamente confidencial".


A continuación, el señor Pereira abordó la modificación al párrafo sexto del número 16° del artículo 19, que pretende eliminar la prohibición de ejercer el derecho a huelga a los funcionarios públicos. Compartió plenamente esta proposición, toda vez que ella resulta contraria al derecho constitucional comparado y a los tratados internacionales.


Sin embargo, la estimó insuficiente por cuanto no reconoce expresamente la garantía constitucional del derecho a huelga.


Hizo notar que, en efecto, el mencionado párrafo sexto sólo se referiría negativamente al derecho a huelga, al prohibirlo en determinadas hipótesis, pero sin reconocerlo positivamente, como se hace en relación al derecho de negociación colectiva en el párrafo quinto, o al derecho de sindicación en el número 19° del mismo artículo 19 de la Carta Fundamental.


Por lo anterior, planteó que este párrafo se inicie con la siguiente frase: "La huelga es un derecho de los trabajadores".


Además de lo anterior, sugirió establecer como restricciones o, derechamente, prohibiciones a la huelga, los criterios que ha definido la jurisprudencia de la OIT, esto es, cuando su ejercicio afecta servicios esenciales, entendiendo por tales aquellos cuyo no otorgamiento puede afectar la vida, salud o seguridad de los usuarios.





En síntesis, propuso sustituir los mencionados párrafos quinto y sexto por los siguientes:





“La negociación colectiva es un derecho de los trabajadores. La ley establecerá las modalidades de la negociación colectiva y los procedimientos adecuados para lograr en ella una solución justa y pacífica. La ley señalará los casos en que la negociación colectiva deba someterse a arbitraje obligatorio, el que corresponderá a tribunales especiales de expertos cuya organización y atribuciones se establecerán en ella.





La huelga es un derecho de los trabajadores. No podrán declararse en huelga las personas que trabajen en corporaciones o empresas, cualquiera que sea su naturaleza, finalidad o función, que atiendan servicios esenciales cuya paralización ponga en riesgo la vida, salud o seguridad de los usuarios. La ley establecerá los procedimientos para determinar las corporaciones o empresas cuyos trabajadores estarán sometidos a la prohibición que establece este inciso”.

A continuación, expuso ante la Comisión la especialista en Normas Internacionales y Relaciones Laborales de la Organización Internacional de Trabajo, señora Kirsten Schapira.

En primer lugar, expresó que las disposiciones del proyecto de reforma constitucional en análisis deberían cumplir los parámetros y principios establecidos en los Convenios ratificados por Chile, a saber, el número 87, sobre libertad sindical y protección del derecho de sindicación, de 1948; el número 98, sobre el derecho de sindicación y de negociación colectiva, de 1949; así como el número 151, sobre las relaciones de trabajo en la administración pública, del año 1978 (adoptado teniendo en cuenta que el Convenio N° 98 no incluye en su campo de aplicación a ciertas categorías de agentes públicos. En términos análogos a los del número 98, la Convención 151 prevé que los empleados públicos deben gozar de adecuada protección contra todo acto discriminatorio que menoscabe la libertad sindical).





Indicó que la expresión "empleado público" designa a todas las personas contratadas por las autoridades públicas, a reserva de que la legislación nacional debe determinar hasta qué punto las garantías previstas en el Convenio 151 han de aplicarse a las Fuerzas Armadas, a la Policía y a los empleados públicos de alto nivel que ejercen funciones altamente confidenciales.





Aseguró que las enmiendas propuestas no plantean problemas de conformidad con los Convenios números 87 y 98.





No obstante, agregó, teniendo en cuenta que la reforma prevé suprimir la imposibilidad de que los funcionarios del Estado y de las municipalidades puedan declarar la huelga, sugirió que se aproveche la ocasión para dar curso a los comentarios de los órganos de control de la OIT sobre la cuestión relativa a la imposibilidad de ejercer el derecho de huelga en "las corporaciones o empresas, cualquiera que sea su naturaleza, finalidad o función, que atiendan servicios de utilidad pública o cuya paralización cause grave daño a la salud, a la economía del país, al abastecimiento de la población o a la seguridad nacional", según se dispone actualmente en el número 16° del artículo 19 de la Constitución.





En este sentido, sugirió que podría preverse que se modifique el número 16° del artículo 19 de la Constitución de manera que la prohibición del ejercicio del derecho de huelga se limite a aquellos servicios cuya interrupción pueda poner en peligro la vida, la seguridad o la salud de las personas, en todo o parte de la población, y en los casos de crisis nacional aguda.





Finalmente, puso de relieve la importancia de que en caso de restricción o prohibición del derecho de huelga, los trabajadores en cuestión gocen de procedimientos de conciliación y arbitraje adecuados, de forma que se les compense las restricciones impuestas a su libertad de acción.

Seguidamente, expuso ante la Comisión el Presidente de la Asociación Gremial de Abogados Laboralistas, señor Rafael Carvallo, quien, luego de agradecer la invitación que se formulara a esa entidad gremial, expresó que compartía, en términos generales, lo expresado por quienes le antecedieron en el uso de la palabra, especialmente las proposiciones formuladas por la Sociedad Chilena de Derecho del Trabajo y Seguridad Social.


El señor Carvallo manifestó que las normas que regulan en Chile la negociación colectiva y el derecho a huelga en el sector privado vulneran gravemente los derechos de los trabajadores, como lo ha expresado reiteradamente la Organización Internacional del Trabajo, la que, además, ha instado a nuestro Estado en diversas ocasiones a modificar sus normas internas.


Señaló que cuando Chile ratificó los Convenios números 87 y 98 del mencionado organismo internacional, pidió a éste un informe acerca de eventuales colisiones entre esos convenios y nuestra legislación nacional.


Indicó que ese informe sostiene que nuestro ordenamiento nacional adolece de una excesiva reglamentación de la negociación colectiva y del derecho a huelga, al punto que obstaculizan gravemente el ejercicio de esas garantías. Aclaró que esa crítica se ha atendido parcialmente por Chile, introduciéndose diversas modificaciones a la legislación nacional respectiva en el último tiempo.


Pero la crítica fundamental de la OIT, agregó, se dirige al espíritu que inspira a nuestras normas nacionales. Esta legislación, explicó, favorece hasta el extremo la negociación colectiva por empresa, lo que hace prácticamente imposible la negociación sectorial. Ese espíritu de vulneración de los derechos a la negociación colectiva y a la huelga, añadió, sigue siendo el problema más grave que presenta nuestra normativa y tiene un impacto gravísimo en las relaciones de trabajo que se dan en Chile y, en definitiva, en el modelo democrático mismo, pues atomiza la organización sindical y vuelve inocuo este procedimiento de negociación. A su vez, prosiguió explicando, esto impide la superación de las desigualdades, que es el objeto propio del Derecho del Trabajo.


Resaltó que el actual modelo nacional de negociación colectiva se caracteriza por una baja cobertura, a diferencia de lo que ocurre en los países más desarrollados; por un contenido poco sustantivo pues monetariza el contrato de trabajo, toda vez que sólo se refiere básicamente a ingresos pecuniarios de los trabajadores y no alcanza otros aspectos de la relación laboral; porque no tiene como sujeto protagónico al sindicato y permite actuar a grupos negociadores. Sin embargo, concluyó, su debilidad más grave radica en las múltiples restricciones que impone al ejercicio del derecho a huelga, las que, por su envergadura, vuelven a esta institución en un remedo de derecho.


Puso de relieve que, además de lo señalado, la Corte Suprema ha hecho interpretaciones de las correspondientes normas legales que han restringido todavía más estos derechos, llegando a afirmar que se trata de “derechos no queridos por el legislador” y, por tanto, esas disposiciones, según ella, deben aplicarse desde esa tesitura restrictiva.


Por lo expuesto, consideró que la reforma constitucional en discusión se orienta en la dirección que debe seguirse para superar esa realidad limitada y, en consecuencia, comparte sus objetivos, especialmente el de eliminar la prohibición al ejercicio del derecho a huelga.


Por otra parte, planteó que si bien a los funcionarios públicos actualmente no se les reconoce el derecho a negociar y a declararse en huelga, en la práctica son los únicos negocian efectivamente, es decir, la actual norma prohibitiva es ineficaz. Desde esta perspectiva, agregó, la ley que se prevé en la enmienda constitucional que se debate, vendría a constituir una restricción respecto de la libertad que de hecho existe hoy.


Teniendo en cuenta lo anterior, informó que la Asociación que representa visualiza dos vías alternativas para proceder en esta materia. Por un lado, dictar una ley -que no debe tener carácter de orgánica constitucional- que regule estas instituciones en términos claros, que no contemple más limitaciones que las aceptadas por la Organización Internacional del Trabajo y, por otro, seguir el modelo uruguayo, donde no existe ley alguna sobre la materia.


Planteó que si se optara por el segundo camino indicado, en todo caso en la Constitución Política se debería garantizar el derecho a negociar colectivamente; establecer que el titular de la negociación es el sindicato; eliminar la prohibición a declarar la huelga y la mención a “la empresa en que laboren”, como ámbito de la negociación colectiva, y, complementariamente, sería conveniente mantener y perfeccionar las normas que promueven la sindicación y las que tutelan la libertad sindical.


De esta forma, aseguró, se daría cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 5° de la Carta Fundamental, que obliga a promover la efectiva vigencia de los derechos fundamentales. Lo anterior, acotó, implica tener presente las disposiciones del número 26° del artículo 19 de la Constitución Política, que manda no afectar los derechos en su esencia, ni imponer condiciones, tributos o requisitos que impidan el libre ejercicio de los mismos.





En una sesión posterior intervino la Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Evelyn Matthei.





Al comenzar su exposición la señora Ministra precisó que una negociación colectiva en el Sector Público es enteramente diferente a la que se desarrolla en el mundo privado porque en este último ámbito existe competencia, es decir, hay diversas empresas que ofrecen el mismo producto.





De esta manera, si en una negociación colectiva una empresa alcanza costos muy altos, éstos se trasladarán al valor del producto o servicio ofrecido. Ante esta situación, acotó, los consumidores emigrarán a otras empresas. Explicó que el aumento del valor de la mano de obra en nuestro país ha llevado a que, por ejemplo, empresas dedicadas al cultivo del ostión o que prestaban servicios de call center emigraran a Perú, donde dichos costos son menores. En efecto, añadió, en el sector privado existe una competitividad muy alta y globalizada, por lo cual existe una contención de costos natural que opera espontáneamente en un proceso de negociación colectiva.





Por el contrario, resaltó, en el Sector Público no existe tal movilidad ni competencia, no hay otras entidades que ofrezcan a los ciudadanos los mismos servicios. En consecuencia, son éstos últimos los que finalmente pagan los costos de estas negociaciones por la vía de un incremento de sus impuestos.





Prosiguiendo con este contrapunto, explicó que en el sector privado siempre habrá el dueño de la empresa que se preocupe de que ésta sea viable y produzca con costos competitivos. En el Sector Público, en cambio, normalmente la autoridad seguirá la tendencia de aceptar lo que demandan los trabajadores, particularmente cuando sus peticiones se plantean en períodos inmediatamente anteriores a la celebración de elecciones.





Otro elemento, destacó, que marca una diferencia importante entre ambos campos es la circunstancia de que en el Sector Público la mayor parte de los trabajadores cuentan con inamovilidad en sus empleos, en tanto los privados son evaluados permanentemente según su desempeño. Esto, acotó, constituye una importante ventaja para los funcionarios públicos que negocian colectivamente.





Resaltó, asimismo, que tratándose de una negociación colectiva en el ámbito público, las demandas que aquí se negocian se financian con el presupuesto nacional, de modo que al accederse a ellas se priva del necesario financiamiento a otros proyectos públicos. Lo importante, acotó, es tener presente que, en principio, no hay límite en las solicitudes ni en los costos del proceso negociador.





En esta misma línea de argumentación, puso de relieve que es posible observar que trabajadores menos calificados del sector público obtienen una mejor remuneración que sus pares del sector privado. Sostuvo que esta anormalidad se origina en que quien administra los recursos públicos no es el propietario de éstos, a diferencia de lo que ocurre con el empresario en el sector privado, y a que muchas veces los aumentos de remuneraciones a los funcionarios públicos se otorgan por motivaciones de índole política.





Resumió la argumentación anterior enfatizando el alto poder de negociación de los trabajadores del Sector Público, poder que nunca han alcanzado quienes se desempeñan en el sector privado, y la utilización eficiente de esa fuerza para lograr la mayor parte de tus pretensiones.





Desde otro punto de vista, puso de relieve que en el mundo la sindicalización en el sector privado ha decrecido significativamente. Para demostrar este aserto, afirmó que en Inglaterra ella ha caído desde un 44% a un 15% y, en Estados Unidos, desde un 33% a un 7%. Resaltó que, al mismo tiempo, la sindicalización en el Sector Público ha aumentado notablemente, incremento que se explica por las razones señaladas en el argumento anterior. Respecto de este último punto, indicó que en Canadá se ha alcanzado un 70% de sindicalización de trabajadores públicos y en Estados Unidos el porcentaje ha aumentado desde un 12% a un 36%. Estas cifras, agregó, demuestran que los sindicatos públicos han tomado conciencia del gran poder con que cuentan y de los muchos beneficios que pueden alcanzar con esa herramienta.





También en el ámbito de la experiencia internacional, informó que en él se pueden observar distintas fórmulas de regulación de la negociación colectiva y el derecho a huelga. Hay casos, indicó, como los de Inglaterra e Israel, en que existen unas mismas normas para regular la relación laboral en los sectores público y privado. La tendencia creciente, añadió, es no hacer distinciones entre ambos sectores, pero estableciéndose algunas restricciones como, por ejemplo, la prohibición del uso de la huelga. Sobre este aspecto afirmó que, a nivel Federal, la huelga está prohibida en Estados Unidos, y, a nivel estadual, también se ha eliminado en algunos de sus Estados Miembros. Otra restricción que se observa con cierta frecuencia es la exclusión del derecho a huelga y, en algunos casos, derechamente, la exclusión de la negociación colectiva en el campo de los “servicios esenciales”.





Finalmente, planteó que, a su juicio, antes de avanzar en la discusión de este proyecto de reforma constitucional sería conveniente definir los principales criterios que informarán la legislación que habrá de desarrollar la enmienda constitucional en debate. En este sentido, planteó la necesidad de precisar si la negociación colectiva en el sector público será nacional, regional o por sectores de actividad. Si los acuerdos que alcance el Gobierno con las organizaciones de trabajadores vincularán o no al Congreso Nacional; si se contemplará la figura del “descuelgue” y se podrá recurrir al reemplazo de los trabajadores en huelga; si sólo se negociará reajuste de remuneraciones o, en general, las condiciones de trabajo; si se premiará la capacidad de presión o el rendimiento laboral; si serán o no comunes las normas legales sobre negociación colectiva y derecho a huelga de los sectores público y privado; si se podrá descontar las remuneraciones por los días no trabajados por paralizaciones no autorizadas; en fin, si se podrá desvincular a los trabajadores que incurran en prácticas ilegales.





Con el objeto de disipar las innumerables dudas que ha expuesto en esta materia, propuso formar un grupo de trabajo que aporte ciertos criterios en forma previa a la adopción de las definiciones que plantea esta iniciativa.





Presumió que difícilmente los sindicatos de trabajadores públicos se someterían a las actuales normas contenidas en el Código del Trabajo sobre negociación colectiva, por lo que, aseguró, si se aprobara la Moción se suscitará un importante movimiento para modificar las disposiciones del referido Código, de manera de hacerlas más favorables a las pretensiones de los trabajadores.





Insistió en que, si no se concuerdan definiciones básicas sobre las cuestiones recién mencionadas antes de aprobar la reforma constitucional, la negociación colectiva en el Sector Público se daría en forma muy desordenada e inevitablemente surgirían efectos en el sector privado, derivando esto en dificultades de competitividad para las empresas.





No obstante, afirmó que el Gobierno está abierto a considerar algunas modificaciones en las reglas que sobre negociación colectiva y derecho a huelga rigen en el ámbito Público. Opinó que, al menos, deben existir ciertas normas de comparabilidad entre las remuneraciones de ambos sectores. Sostuvo que en el ámbito público periódicamente se observan aumentos, nuevos beneficios y, en general, una tendencia a mejorar los ingresos y condiciones de trabajo, porque, reiteró, no hay autoridad responsable de controlar los costos del Sector Público y, además, al elegirse los períodos preelectorales para plantear las demandas, muchas veces se consigue lo que se pretende.





Admitió, por último, que, igualmente, deben corregirse algunas distorsiones o malas prácticas que se observan en el ámbito laboral público.





El Honorable Senador señor Larraín valoró la exposición de la señora Ministra.





Coincidió con ella en que las realidades de los sectores público y privado son, en efecto, muy diferentes: uno caracterizado por la competitividad y el otro orientado a la entrega de servicios a la ciudadanía. Por esta razón, dijo, ambos no son comparables, toda vez que el Sector Público no se mide exclusivamente por su productividad sino que por factores de muy diversa naturaleza.





Recordó que hasta hace un tiempo el concepto de “interés público” hacía inconcebible que un funcionario público pretendiera negociar sus remuneraciones o condiciones de trabajo, y, menos aún, se declarara en huelga. Sin embargo, agregó, las condiciones de los trabajadores en el Sector Público han evolucionado considerablemente. Agregó que si se observa la realidad que actualmente se vive en este ámbito es posible constatar que el Estado ha venido acogiendo prácticas que en otras épocas reprochaba al sector privado, tales como la contratación a honorarios para realizar labores permanentes y otras que, en su conjunto, han deteriorado significativamente la situación de los empleados públicos.





Expresó que esta nueva realidad ha llevado a considerar la conveniencia de establecer ciertos niveles mínimos en materia de remuneraciones, de condiciones de trabajo y, en general, sobre calidad del empleo en el ámbito público. Admitió que si bien este propósito presenta muchas dificultades, lo que vuelve compleja la búsqueda de parámetros aceptables, es menester definir disposiciones y márgenes razonables.





Por otra parte, puso de relieve la circunstancia de que esa realidad muestra también que, en los hechos, en el ámbito del Estado existe negociación colectiva y huelga, no obstante que no hay ninguna disposición legal que regule esas instituciones en esta área. Afirmó que, precisamente de esta carencia normativa surgen aprensiones y se justifica la necesidad de regular estos procesos fácticos. Puso de relieve la conveniencia de entregar a las autoridades públicas algunas herramientas y atribuciones para ordenar las negociaciones que, en la práctica, se realizan en el ámbito público.





También coincidió con la señora Ministra en la utilidad de considerar la evolución que estas materias han presentado en el orden internacional.





Desde otro punto de vista, afirmó que en nuestro país se han generado dos sistemas laborales paralelos, sin comunicación entre ellos, no obstante que, a su juicio, presentan elementos comunes y por ello deben regularse, al menos en esos aspectos, por unas mismas normas.





En síntesis, afirmó que al país le interesa que exista una regulación legal que permita conducir en forma ordenada un proceso de negociación colectiva en el Sector Público, de manera de evitar que cualquier diálogo entre trabajadores y autoridades se pueda considerar como una negociación o que cualquier divergencia entre ellos pueda justificar una paralización de actividades. Agregó que si este procedimiento legal existiera se evitarían múltiples faltas de servicio, paralizaciones de actividades y movilizaciones sociales.


El Honorable Senador señor Walker, don Patricio, concordó en la conveniencia de establecer normas para regular las movilizaciones y paralizaciones de actividades de los empleados públicos que de hecho se producen y, al mismo tiempo, para corregir ciertas prácticas en que ha venido incurriendo el Estado en tanto empleador.


Consideró atendibles algunas de las aprensiones expresadas por la señora Ministra del Trabajo y Previsión Social, coincidiendo con la propuesta de evaluar la posibilidad de constituir un grupo de trabajo que avance en algunos criterios para definir los contenidos de las normas legales que habrán de complementar la reforma constitucional en debate.


Hizo presente, asimismo, que en caso de aprobarse las enmiendas constitucionales propuestas, ellas debían armonizarse con las disposiciones del número 5) del artículo 65 de la Carta Fundamental.

APROBACIÓN EN GENERAL


Teniendo en cuenta los antecedentes referidos y los fundamentos expresados por los representantes del Ejecutivo, los dirigentes sindicales y los especialistas consultados, se puso en votación en general el proyecto, siendo aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión. Votaron favorablemente los Honorables Senadores señora Alvear y señores Chadwick y Larraín.

DISCUSIÓN EN PARTICULAR


Por tratarse de un proyecto de artículo único, en virtud de lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Alvear, puso en discusión en particular esta iniciativa.


En esa oportunidad, el Honorable Senador señor Larraín propuso que, para tener oportunidad de reflexionar con mayor detención las diversas observaciones y comentarios expuestos durante el debate en general, se propusiera al Senado aprobarlo solamente en general y efectuar separadamente la discusión en particular, fijando, al efecto, un plazo para presentar indicaciones.


Sin perjuicio de lo anterior, en su calidad de autor de esta Moción, explicó que ésta se había formulado en el espíritu de que sus disposiciones entraran en vigencia solamente una vez que se hayan dictado las normas legales que regulen las modalidades, requisitos y limitaciones para el ejercicio de los derechos a que ella se refiere. Por esta razón y en atención a algunas inquietudes manifestadas precedentemente, en especial por el Gobierno, sugirió que, en esta oportunidad se agregue a esta iniciativa un precepto que incorpore una nueva disposición transitoria en la Carta Fundamental explicitando este propósito.


En concreto, propuso la siguiente redacción:


Agrégase la siguiente disposición transitoria, nueva: 


“Vigesimosexta.- Las modificaciones introducidas en el número 16° del artículo 19 sobre negociación colectiva y huelga de los funcionarios públicos regirán al momento de entrar en vigencia la ley orgánica constitucional que regulará estas materias.”.


Esta disposición fue aprobada por la misma votación anterior.

- - -


En virtud de los acuerdos precedentes, la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de proponer la aprobación en general de esta iniciativa, cuyo texto es el siguiente:

“PROYECTO DE REFORMA CONTITUCIONAL




“Artículo único. Introdúcense las siguientes enmiendas a la Constitución Política de la República:





1. Modifícase el numeral 16° del artículo 19 de la siguiente manera:





a.- Suprímese, en la primera frase de su párrafo quinto, la siguiente expresión: “, salvo los casos en que la ley expresamente no permita negociar”.





b.- Incorpórase, en su párrafo quinto, después del punto aparte, la siguiente frase: “Sólo en virtud de una ley orgánica constitucional se podrán establecer restricciones al ejercicio del derecho a negociar colectivamente de los funcionarios del Estado, fundadas en consideraciones de orden público y seguridad nacional, debiendo contemplarse en esos casos mecanismos alternativos de consulta y participación de las asociaciones que los representen. La misma norma regulará el procedimiento de negociación colectiva para los funcionaros del Estado y la forma de dar cumplimiento a los compromisos adoptados, incluidos aquellos que requieran de una norma legal que los implemente y sean de iniciativa exclusiva del Presidente de la República.”





c.- Suprímese, en el párrafo sexto, la siguiente frase: “los funcionarios del Estado ni de las municipalidades. Tampoco podrán hacerlo”.”.





2. Agrégase la siguiente disposición transitoria, nueva:


“Vigesimosexta.- Las modificaciones introducidas en el número 16° del artículo 19 sobre negociación colectiva y huelga de los funcionarios públicos regirán al momento de entrar en vigencia la ley orgánica constitucional que regulará estas materias.”.”.

- - - 


Acordado en sesiones celebradas los días 19 de enero y 2, 8 y 15 de marzo de 2011, con asistencia de sus miembros Honorables Senadores señora Soledad Alvear Valenzuela (Presidenta), y señores Andrés Chadwick Piñera, Alberto Espina Otero, Hernán Larraín Fernández y Patricio Walker Prieto.


Sala de la Comisión, a 16 de marzo de 2011.

(Fdo. ): Rodrigo Pineda Garfias,

Abogado Secretario
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INFORME DE LA COMISIÓN DE SALUD, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE ACUERDO DE LOS SENADORES SEÑORES NAVARRO, LAG OS, QUINTANA Y ROSSI, CON EL QUE SOLICITAN AL EJECUTIVO ADOPTAR MEDIDAS  RESPECTO DEL USO DE EXTINTORES DE INCENDIO

(S 1331-12)


OFICIO Nº 597/ S-2011.


Valparaíso, 16 de marzo de 2011.


Tengo el honor de comunicar a V.E. que, en sesión de fecha 15 de marzo de 2011, la Comisión de Salud tomó conocimiento del proyecto de acuerdo, presentado por los Honorables Senadores señores Navarro, Lagos, Quintana y Rossi, con el que solicitan al Ejecutivo el envío de un proyecto de ley con el fin de adoptar medidas respecto del uso de extintores de incendio ( Boletín N° S 1.331-12). 
Al respecto, la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chahuán, Girardi, Rossi, Ruiz-Esquide y Uriarte, acordó informar a Vuestra Excelencia que el referido proyecto de acuerdo no le mereció observaciones, sin perjuicio de lo cual se reservan el derecho a ejercer el voto en la Sala de Sesiones.

Lo que pongo en conocimiento de V.E. en cumplimiento del referido acuerdo.


Dios guarde a V. E.

(Fdo.): Fernando Soffia Contreras,

Secretario de la Comisión

AL EXCELENTÍSIMO 

SEÑOR PRESIDENTE DEL SENADO

DON GUIDO GIRARDI LAVÍN

PRESENTE.

8

MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑORES CHAHUÁN, KUSCHEL Y LARRAÍN (DON CARLOS), CON LA QUE DAN INICIO A UN PROYECTO DE LEY SOBRE JORNADA DE TRABAJO DE LOS ADULTOS MAYORES

(7548-13)

El sistema jurídico internacional ha reconocido directa e indirectamente una protección especial a la población conformada por adultos mayores, a través de diversas Declaraciones, Pactos y Tratados Internacionales. Uno de los ámbitos en los que recae dicha protección dice relación con el fomento a la inserción laboral de este segmento de la población.

Así por lo demás se observa en el Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, conocido como “Protocolo de San Salvador”, el que desarrolla y perfecciona el régimen internacional de protección de los derechos económicos, sociales y culturales reconocidos por la Convención Americana de Derechos Humanos y derivados de los principios reconocidos por la Carta de la Organización de Estados Americanos, de manera complementaria al que ofrece el derecho interno de los Estados singularmente considerados.

El referido Protocolo, se encuentra en tramitación legislativa en Chile en la Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional (Boletín Nº 4.087-10), que consagra en su artículo 17 el derecho a una protección especial durante la ancianidad. Con tal objeto, los Estados Partes del Protocolo de San Salvador, se comprometen a ejecutar programas laborales específicos, para conceder a los adultos mayores, la posibilidad de realizar una actividad productiva adecuada a sus capacidades, respetando su vocación o deseos.

Por su parte, la Organización Internacional del Trabajo (OIT), a través de su Recomendación Nº 162 sobre los trabajadores de edad de 1980, busca avanzar en la igualdad de oportunidades y de trato de los trabajadores de edad, tanto en su protección en el empleo, como en la preparación y acceso al retiro.

Su aplicación está orientada a los trabajadores que, por el avance de su edad, se hallan expuestos a dificultades para encontrar empleo, correspondiendo a cada país definir a qué trabajadores se aplica. La Recomendación Nº 162 de la OIT promueve medidas destinadas a asegurar que los trabajadores de edad, puedan continuar ejerciendo un empleo satisfactorio. Asimismo, impulsa a identificar las dificultades y necesidades de adaptación del empleo en relación con el envejecimiento, para tomar medidas tales como: modificar la forma de organización del trabajo, ordenar horario, limitar horas extras; reducir duración normal del trabajo diario y semanal en actividades peligrosas; reducir progresivamente de la duración del trabajo, a solicitud del interesado, con anticipación a la oportunidad en que debe acceder a la pensión de vejez y; permitir que el mismo trabajador organice el tiempo de trabajo y el tiempo libre, facilitando el empleo a tiempo parcial y horarios flexibles.

En Chile, la población adulta mayor se encuentra en continuo crecimiento. Según la Encuesta Casen 2009, en ese mismo año la población adulto mayor aumentó dos puntos porcentuales respecto del 2006 (15,0% versus 13,0%). Actualmente, las personas mayores de 60 años en Chile representan el 15,0% (2.541.607 personas). De ese total, el 56,4% son mujeres y el 43,6% hombres.

En relación a la condición de actividad de la población adulta mayor, la Casen distingue las siguientes categorías: ocupada: 23,9% (607.956 personas); desocupada: 1,2% (29.473 personas) e; inactiva: 74,9% (1.904.178 personas).

La población entre 60 y 64 años se encuentra en porcentajes muy similares en las categorías de ocupada (47,1%) e inactiva (50,1%). Es a partir de los 65 años que se produce una brecha entre la población de adultos mayores ocupada (26,8%) e inactiva (72,1%), lo que se explica porque a dicha edad se genera (para los hombres) el derecho a acceder a la pensión de vejez.

La actividad laboral cesa al cumplirse la edad para acceder a la pensión de vejez, lo que puede deberse a que los adultos mayores no se representan la posibilidad de continuar activos laboralmente (los que así lo deseen) toda vez que se consideran como “jubilados”.

La difusión y promoción del empleo o actividades remuneradas para adultos mayores podría impactar en dicha apreciación aumentando las cifras de adultos mayores ocupados pese a haber cumplido la edad para acceder a la pensión de vejez.

El Programa de Gobierno para el período 2010-2014 del Presidente Sebastián Piñera contempla como iniciativa hacia los adultos mayores, la promoción de empleos a tiempo parcial, con contrato simplificado, para adultos mayores que, habiendo jubilado, deseen continuar trabajando en empleos por horas o de media jornada.

En nuestro país el contrato a tiempo parcial se encuentra regulado en el Código del Trabajo desde el año 2001, con la incorporación de los artículos 40 bis a) a 40 bis d). La modificación tuvo por objeto promover el ingreso de grupos vulnerables al mercado del trabajo, especialmente de mujeres, jóvenes, y personas con alguna discapacidad

La ley modificatoria no definió expresamente este tipo de contratación, sino que se limitó a autorizar la celebración de los contratos a tiempo parcial, entendiendo por tales aquéllos en que se ha convenido una jornada de trabajo no superior a dos tercios de la jornada ordinaria, (siendo esta última de 45 horas semanales), es decir, 30 horas semanales. De esta manera, la referencia a la jornada ordinaria semanal, constituye la esencia que define la presencia de esta modalidad de contratación.

La modalidad de trabajo a tiempo parcial, ya regulado en nuestro ordenamiento jurídico, puede ser un instrumento eficaz para fomentar la creación de puestos de trabajo, adaptar los tiempos de trabajo, y compatibilizar la vida familiar con el trabajo, pero su desarrollo efectivo en Chile ha sido bajo.

Una medida para fomentar su utilización en la contratación de los adultos mayores, es permitir para éste colectivo una modalidad flexible de trabajo a tiempo parcial, con diferentes alternativas de distribución de jornada de trabajo, no necesariamente vinculada a la jornada semanal, sino que a un período semestral o anual, entre otros.

Para este efecto, se requiere de una normativa nueva al interior de la regulación de los contratos especiales del Código del Trabajo, que regule la contratación de este sector de la población, en jornada parcial, de acuerdo a las disposiciones que se proponen.

En mérito a lo expuesto, sometemos a la aprobación del Senado de la República, el siguiente

Proyecto de Ley

Artículo único.- Modificase el Código del Trabajo, agregándose   el siguiente artículo 40 bis E nuevo:

“Artículo 40 bis E.- El trabajador adulto mayor, definido en la Ley Nº 19.828 que crea el Servicio Nacional del Adulto Mayor, podrá pactar con el empleador una determinada cantidad de horas a trabajar, las que se podrán distribuir en un periodo superior a tres meses e inferior a un año.

El número máximo de horas a contratar a través de esta modalidad, no podrá superar el resultado de multiplicar 30 por el número de semanas o fracción de semanas hábiles del período respectivo.

La distribución de las horas de cada semana por el periodo de tiempo pactado, podrá ser en jornadas diarias de un máximo de 8 y un mínimo de 5 horas, distribuidos hasta en 6 días.

La remuneración en esta modalidad se pagará mensualmente sobre la base del total de horas trabajadas durante el mes.

En todo lo no regulado en los incisos precedentes, serán aplicables a esta modalidad de contratación, los demás artículos de este párrafo, en lo que no se contrapongan”

(Fdo.): Francisco Chahuán Chahuán, Senador.- Carlos Kuschel Silva, Senador.- Carlos Larraín Peña, Senador.
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MOCIÓN DE LOS  SENADORES SEÑORES CHAHUÁN, KUSCHEL Y LARRAÍN (DON CARLOS),CON LA QUE DAN INICIO A UN PROYECTO DE LEY QUE ESTABLECE EL CONTRATO DEL TRABAJADOR ADULTO MAYOR

(7549-13)

El sistema jurídico internacional ha reconocido directa e indirectamente una protección especial a la población conformada por adultos mayores, a través de diversas Declaraciones, Pactos y Tratados Internacionales. Uno de los ámbitos en los que recae dicha protección dice relación con el fomento a la inserción laboral de este segmento de la población.

Así por lo demás se observa en el Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, conocido como “Protocolo de San Salvador”, el que desarrolla y perfecciona el régimen internacional de protección de los derechos económicos, sociales y culturales reconocidos por la Convención Americana de Derechos Humanos y derivados de los principios reconocidos por la Carta de la Organización de Estados Americanos, de manera complementaria al que ofrece el derecho interno de los Estados singularmente considerados.

El referido Protocolo, se encuentra en tramitación legislativa en Chile en la Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional (Boletín Nº 4.087-10), que consagra en su artículo 17 el derecho a una protección especial durante la ancianidad. Con tal objeto, los Estados Parte del Protocolo de San Salvador, se comprometen a ejecutar programas laborales específicos, para conceder a los adultos mayores, la posibilidad de realizar una actividad productiva adecuada a sus capacidades, respetando su vocación o deseos.

Por su parte, la Organización Internacional del Trabajo (OIT), a través de su Recomendación Nº 162 sobre los trabajadores de edad de 1980, busca avanzar en la igualdad de oportunidades y de trato de los trabajadores de edad, tanto en su protección en el empleo, como en la preparación y acceso al retiro.

Su aplicación está orientada a los trabajadores que, por el avance de su edad, se hallan expuestos a dificultades para encontrar empleo, correspondiendo a cada país definir a qué trabajadores se aplica. La Recomendación Nº 162 de la OIT promueve medidas destinadas a asegurar que los trabajadores de edad, puedan continuar ejerciendo un empleo satisfactorio. Asimismo, impulsa a identificar las dificultades y necesidades de adaptación del empleo en relación con el envejecimiento, para tomar medidas tales como: modificar la forma de organización del trabajo, ordenar horario, limitar horas extras; reducir duración normal del trabajo diario y semanal en actividades peligrosas; reducir progresivamente de la duración del trabajo, a solicitud del interesado, con anticipación a la oportunidad en que debe acceder a la pensión de vejez y; permitir que el mismo trabajador organice el tiempo de trabajo y el tiempo libre, facilitando el empleo a tiempo parcial y horarios flexibles.

En Chile, la población adulta mayor se encuentra en continuo crecimiento. Según la Encuesta Casen 2009, en ese mismo año la población adulto mayor aumentó dos puntos porcentuales respecto del 2006 (15,0% versus 13,0%). Actualmente, las personas mayores de 60 años en Chile representan el 15,0% (2.541.607 personas). De ese total, el 56,4% son mujeres y el 43,6% hombres.

En relación a la condición de actividad de la población adulta mayor, la Casen distingue las siguientes categorías: ocupada: 23,9% (607.956 personas); desocupada: 1,2% (29.473 personas) e; inactiva: 74,9% (1.904.178 personas).

La población entre 60 y 64 años se encuentra en porcentajes muy similares en las categorías de ocupada (47,1%) e inactiva (50,1%). Es a partir de los 65 años que se produce una brecha entre la población de adultos mayores ocupada (26,8%) e inactiva (72,1%), lo que se explica porque a dicha edad se genera (para los hombres) el derecho a acceder a la pensión de vejez.

La actividad laboral cesa al cumplirse la edad para acceder a la pensión de vejez, lo que puede deberse a que los adultos mayores no se representan la posibilidad de continuar activos laboralmente (los que así lo deseen) toda vez que se consideran como “jubilados”.

La difusión y promoción del empleo o actividades remuneradas para adultos mayores podría impactar en dicha apreciación aumentando las cifras de adultos mayores ocupados pese a haber cumplido la edad para acceder a la pensión de vejez.

El Programa de Gobierno para el período 2010-2014 del Presidente Sebastián Piñera contempla como iniciativa hacia los adultos mayores, la promoción de empleos a tiempo parcial, con contrato simplificado, para adultos mayores que, habiendo jubilado, deseen continuar trabajando en empleos por horas o de media jornada.

Una medida para fomentar la contratación de adultos mayores es la creación de una regulación específica que les asegure el respeto de los derechos laborales.

Para este efecto, se requiere una normativa nueva al interior de la regulación de los contratos especiales del Código del Trabajo, que regule la contratación de este sector de la población.

En mérito a  lo expuesto,  sometemos a  la aprobación del Senado de la República, el siguiente

PROYECTO DE LEY:

“Artículo único: Agregase el siguiente Capítulo VIII en el Título II del Libro I del Código del Trabajo:

“Capítulo VIII Del contrato del trabajador adulto mayor.

Art. 152 quater.- Se regirá por las normas de este capítulo el contrato individual del trabajador adulto mayor que se acoja voluntariamente a éste régimen. Para estos efectos, se entiende por trabajador adulto mayor toda persona mayor de 60 años, en conformidad al artículo 1, inciso 2° de la Ley  Nº 19.828 que crea el Servicio Nacional del Adulto Mayor.

Las funciones y faenas podrán ser realizadas por trabajadores permanentes y/o por otros trabajadores eventuales.

Art. 152 quater A.- El contrato del trabajador adulto mayor no podrá aplicarse para prestar servicios que habitualmente la autoridad considera como perjudiciales para la salud o como trabajos pesados.

Para estos efectos se entenderá, especialmente, como perjudicial para la salud todo trabajo que:

a) obligue a levantar, arrastrar o empujar grandes pesos;

b) exija un esfuerzo físico, incluido el hecho de permanecer de pie largo tiempo;

c) obligue a permanecer a la intemperie durante más del 60 por ciento de su jornada laboral.

Art. 152 quater B. La jornada de trabajo podrá someterse a las reglas generales del artículo 22, o bien podrá ser por día o por turno, o pactarse una determinada cantidad de horas de trabajo dentro de un periodo determinado.

Art. 152 quater C.- Si se determina que la jornada sea diaria o por turno ésta deberá pactarse por escrito dentro un plazo no inferior a ocho horas ni superior a doce, contadas desde el inicio del turno respectivo, y tendrá la duración que las partes convengan y no podrá ser superior a ocho ni inferior a cuatro horas diarias.

El pago de las remuneraciones deberá efectuarse dentro de las veinticuatro horas siguientes al término del turno o jornada respectiva, exceptuándose para el cómputo de este plazo las horas correspondientes a días domingo y festivos.

Art. 152 quater D.- Tratándose de contratos en que se pacte una determinada cantidad de horas a trabajar, se deberá indicar en el respectivo contrato la cantidad de horas por las cuales se contrata y el período dentro del cual se prestarán los servicio, el que no podrá ser inferior a un trimestre ni superior a un año.

El número máximo de horas a contratar a través de esta modalidad, no podrá superar el resultado de multiplicar 45 por el número de semanas o fracción de semanas hábiles del período respectivo.

La distribución de las horas de cada semana por el periodo de tiempo pactado, podrá ser en jornadas diarias de un máximo de 10 y un mínimo de 5 horas, distribuidos hasta en 6 días.

La remuneración en este tipo de contrato se pagará mensualmente sobre la base del total de horas trabajadas durante el mes.

El límite máximo de gratificación legal previsto en el artículo 50 podrá reducirse proporcionalmente conforme a la relación que exista entre el número de horas trabajadas mensualmente y el de la jornada ordinaria de trabajo.

Art. 152 quater E - Los beneficios otorgados por el Estado u otros de diverso tipo que les corresponda recibir o que se encuentren actualmente percibiendo no se perderán por prestar servicios conforme con un contrato de trabajo regido por este Capitulo.

Art. 152 quater F - Los trabajadores contratados conforme a este capítulo no podrán realizar horas extraordinarias, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 29 de este Código.

Art. 152 quater G- Los trabajadores que, conforme a lo dispuesto en el artículo 152 quater tengan o adquieran la calidad de adulto mayor y que se encuentren contratados bajo las reglas generales o especiales de otro contrato de trabajo regido por este Código, seguirán rigiéndose por ellas hasta su término. Con todo, terminado un contrato de trabajo de un trabajador adulto mayor regido por las reglas generales o especiales de este Código, no se le podrá recontratar por su antiguo empleador, bajo las reglas de este Capítulo, sino hasta dentro de un plazo de seis meses contado desde la firma del respectivo finiquito o del instrumento que haga las veces de aquel.

Art. 152 quater H- Estos trabajadores gozarán de todos los demás derechos que contempla este Código”.

(Fdo.): Francisco Chahuán Chahuán, Senador.- Carlos Kuschel Silva, Senador.- Carlos Larraín Peña, Senador.
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑORES LETELIER, SEÑORA ALLENDE Y SEÑORES GÓMEZ Y NAVARRO, POR MEDIO DE LA CUAL INICIAN UN PROYECTO DE LEY SOBRE COHECHO EN GESTIONES ANTE LA AUTORIDAD AMBIENTAL

(7551-12)

1. Fundamentos.- El delito de cohecho es un delito de mera actividad que se encuentra regulado en el párrafo 9 del Título V de libro II del Código Penal, y entre sus diversas modalidades es posible distinguir delitos de cohecho pasivo, que a su turno admiten diversas nomenclaturas y por otro lado el denominado cohecho activo o soborno, no obstante su discutible denominación atendida la actual estructura típica en el Código. En general como explica la doctrina comparada se configura como objeto jurídico de tutela en el delito de cohecho “el respeto al principio de imparcialidad, que debe ser entendido como ausencia de interferencias en la adopción de decisiones públicas, que únicamente deben estar guiadas por los fines que legal mente justifican su desempeño. El menoscabo del citado principio se produce en el momento en que se constata un «acuerdo» o «trato» entre funcionario v particular, dirigido a la obtención de un acto o resolución determinado o determinable”.

Desde el punto de vista socio cultural la experiencia a nivel internacional, ha demostrado que los caminos para enfrentar este problema deben ser múltiples y basados en planes de largo plazo. Así las cosas entonces, confiar sólo en la represión penal es un error de perspectiva, porque con la creación de nuevos tipos penales o con el endurecimiento de los existentes, sin la implementación de programas preventivos, sólo generaría una respuesta simbólica. El primer paso es de carácter cultural. Así lo sostiene el profesor CURY, refiriéndose al tráfico e influencias, o sea, una de las manifestaciones de la corrupción, ya que “en la mayoría de los países iberoamericanos no solo ha contado con la tolerancia de la sociedad, sino que, incluso ha estado rodeado de un cierto halo de prestigio. «Tener influencia», «Encontrarse próximo a las autoridades», estar en situación de «Hablar con un amigo para facilitar un trámite» o «para conseguir una situación favorable», son características personales que se aprecian y acrecientan la influencia de sus portadores”. Por tanto, la sociedad toda debe identificar este fenómeno como un mal social. Sobre la base de ello, una estrategia debe ser la de fomentar la denuncia, tratando de que ésta sea responsable y con el debido respeto de todas las garantías. En el ámbito administrativo, es necesaria una modernización de las estructuras organizacionales del Estado, trasparentando y publicitando las actuaciones de los entes públicos, perfeccionando los controles y facilitando a los administrados el acceso a la información.

Es en el ámbito del denominado cohecho del particular, mas específicamente en un ámbito referido al cohecho antecedente es decir, aquella situación en que el beneficio económico se ofrece para la ejecución de un acto futuro del o los funcionarios, es que la actual regulación dificulta encuadrar ciertas conductas desplegadas por las empresas en el contexto de proyectos sujetos a Evaluación de Impacto Ambiental de conformidad con la ley de bases generales del medio ambiente. Es así que en muchos proyectos de índole energética es posible observar la entrega ex ante de diversos beneficios a la comunidad, bajo una apariencia de ánimo filantrópico.

2. Ideas Matrices.- En el ámbito estrictamente penal, lo que se busca es establecer en forma precisa ciertas conductas que se incardinan a un proceso de evaluación administrativa de orden ambiental, a objeto de sancionar toda conducta que otorgue beneficios a terceros (la comunidad) por parte de los interesados en la aprobación de un proyecto de esta naturaleza. Lo que pretende este proyecto es reforzar la penalidad de una modalidad de soborno, consistente en ciertas conductas previas en el contexto de un proceso de evaluación de impacto ambiental de conformidad a la ley de bases generales del medio ambiente, específicamente, incorporar en el delito de soborno (cohecho del particular), el mismo criterio de penalización utilizado para la figura básica, en este caso referido a los actos de tentativa, que se realizan con ocasión del estudio de un proyecto en materia ambiental

Es por eso que sobre la base de estos antecedentes vengo en proponer el siguiente:

Art. 1º.- Agréguese en el artículo 250 del Código Penal el siguiente inciso final:

El que con ocasión de gestiones administrativas ante la autoridad ambiental de conformidad con la ley núm. 19.300, efectuare promesas, ofrecimientos, entregare presentes o realizare actividades en beneficio económico de terceros con la finalidad de inducir que se realice alguna de las acciones u omisiones señaladas en los artículos. 248, 248 bis y 249 será castigado con las penas a que se refiere el inciso primero de este artículo.

(Fdo.): Juan Pablo Letelier Morel, Senador.- Isabel Allende Bussi, Senadora.- José Antonio Gómez Urrutia, Senador.- Alejandro Navarro Brain, Senador.
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑORES LETELIER, SEÑORA ALLENDE Y SEÑORES GIRARDI Y GÓMEZ, CON LA CUAL DAN INICIO A UN PROYECTO DE LEY SOBRE BENEFICIOS Y PUBLICIDAD RESPECTO DE PROYECTOS EN PROCESO DE CALIFICACIÓN AMBIENTAL

(7552-12)

Antecedentes

En la actualidad nuestro país está viviendo un momento de toma de conciencia respecto de la importancia en compatibilizar el desarrollo del país y la preservación del medio ambiente, en lo que se ha denominado crecimiento o desarrollo sustentable. Sin embargo, existen una serie de proyectos, tanto en materia de energía hidráulica como en aquella por combustión de fósiles, que han levantado una enorme atención social, principalmente de una gran mayoría que se opone al funcionamiento de estos proyectos energéticos, como ocurre en los casos particulares de hidroaysén y la termoeléctrica Castilla.

De acuerdo a lo anteriormente expuesto, es importante advertir que esta situación irá creciendo con el transcurso del tiempo, desarrollándose cada vez más proyectos de esta envergadura, que harán que se debata latamente respecto de la conveniencia o no de su desarrollo. En este sentido, es absolutamente conveniente, con miras a una resolución adecuada y en conciencia del organismo competente, que los interesados se abstengan de desarrollar una serie de actividades o labores que pueden ir en directo beneficio de la aprobación o bien puedan ejercer algún grado de presión en el referido órgano resolutivo.

No resulta ajeno ni lejano ver como ciertos proyectos energéticos desarrollan una serie de publicidad en los medios de comunicación, sean escritos o audiovisuales, tratando de influenciar a la opinión pública respecto de sus bondades y de los inconvenientes que produciría su no aprobación. Es más aún, otros optan por desarrollar una política de beneficios para la comunidad que soportará el impacto ambiental, previo a la aprobación del referido proyecto, con el objeto de cambiar la percepción social mediante este sistema de regalías y evitar de esta manera que éste se rechace.

Desde este punto de vista, resulta fundamental que nuestro ordenamiento jurídico contenga el deber de abstención, de los interesados en la aprobación del proyecto energético, de acuerdo con el procedimiento establecido en la ley núm. 19.300 sobre Bases Generales del Medio Ambiente, de una serie de conductas destinadas a condicionar la decisión del órgano competente a favor de un determinado resultado. Este deber de abstención debe referirse a efectuar promesas u ofrecimientos, entregar presentes o realizar actividades en beneficio económico de terceros con la finalidad de inducir la decisión del órgano competente, así como, realizar publicidad en medios de comunicación de cualquier índole, en beneficio del correspondiente proyecto energético, con el objeto de influir decididamente en la opinión pública. En definitiva, se pretende que el interesado no pueda ejercer ningún tipo de influencia, principalmente a través de, medios económicos, sobre la opinión pública con el objeto de obtener la aprobación del referido proyecto. La situación adecuada, en este tipo de situaciones, es que el interesado solo pueda poner información del proyecto respectivo a disposición de la comunidad en la medida que ésta lo solicita y crea oportuno informarse, y no a través de publicidad de carácter comercial, que sólo entregue una mirada parcial del proyecto, creando una visión distorsionada de los hechos, tal como ocurre en la actualidad.

Ideas matrices

El presente proyecto de ley tiene por objeto limitar el accionar de los interesados, en materia de publicidad y de beneficios que se otorgan a terceros, en la aprobación de un determinado proyecto energético que tenga impacto ambiental. Este deber de abstención se traduce en la imposibilidad, de los interesados en la aprobación de un proyecto energético que tenga impacto ambiental, de efectuar promesas u ofrecimientos, entregar presentes o realizar actividades en beneficio económico de terceros con la finalidad influir en la decisión del correspondiente órgano competente. Además, este deber comprende la acción de realizar publicidad en medios de comunicación de cualquier índole con el objeto de influir o dar sólo una visión parcial del proyecto en la opinión pública.

Es por eso que sobre la base de los siguientes antecedentes vengo en proponer el siguiente proyecto de ley:

Proyecto de ley

1. Artículo Único. Agréguese un nuevo artículo 24° bis a la ley núm. 19.300 del siguiente tenor:

“Los titulares de los proyectos o actividades a que se refieren los artículos 10° y 11° de la presente ley, antes de la resolución a que se refiere el artículo anterior, deberán abstenerse de realizar ofrecimientos, efectuar promesas, entregar presentes o realizar actividades en beneficio económico de la comunidad donde se desarrollará el impacto ambiental. Así mismo, tampoco podrán desarrollar ningún tipo de publicidad, a través de medio de comunicación alguno, respecto del proyecto en vías de evaluación.

La contravención a la prohibición contenida en el inciso anterior obligará a la autoridad competente, mediante la resolución a que se refiere el artículo anterior, a rechazar el proyecto o actividad correspondiente sin más fundamento que la ocurrencia de la señalada contravención.”

(Fdo.): Juan Pablo Letelier Morel, Senador.- Isabel Allende Bussi, Senadora.- Guido Girardi Lavín, Senador.- José Antonio Gómez Urrutia, Senador.
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PROYECTO DE ACUERDO PRESENTADO POR LOS SENADORES SEÑORES CHAHUÁN Y LARRAÍN (DON HERNÁN), SOBRE RESTABLECIMIENTO DE DERECHO EN BENEFICIO DEL SINDICATO DE FOLKLORISTAS Y GUITARRISTAS DE CHILE

(S 1342-12)

1°.-Que la ley Nº 19.889, publicada el 24 de septiembre de 2003, incorporó un nuevo Capítulo IV al Título II del Libro I del Código del Trabajo, regulando, en sus artículos 145-A, al 145-K, las condiciones de trabajo y contratación de los trabajadores de artes y espectáculos, lo que indudablemente constituyó una innovación en la materia, porque con anterioridad al establecimiento de este conjunto normativo, no existían estas regulaciones, que era una antigua aspiración de dicho sector laboral, que tanto contribuye a la cultura de nuestro país.

2°.-Que en el año 2010, se presentó en la Cámara de Diputados un proyecto de ley, cuya autora principal es la Diputada Ximena Vidal, y que tiene por objeto precisar en mejor forma, la aplicación de la normativa anteriormente citada, a fin de no vulnerar los derechos laborales de dichos trabajadores, moción que actualmente se encuentra radicada en la Comisión de Trabajo y Previsión Social de dicha Corporación, bajo el Boletín Nº 7.258-13.

3°.-Que sin embargo, ni la ley Nº 19.889 ni la moción ya citada, modifican o derogan la ley Nº 17.439, publicada el 19 de Junio de 1971, que establece que en los espectáculos artísticos de números vivos que indica, el ochenta y cinco por ciento de los artistas que se expresen en el idioma castellano, a lo menos, deberán ser chilenos.

4°.-Que este mismo cuerpo legal establecía en su artículo 3° que los contratos de trabajo que celebren los folkloristas y guitarristas, además de ser extendidos por escrito debían ser visados por el Sindicato Profesional de Folkloristas y Guitarristas de Chile o por la Inspección del Trabajo, y que estos contratos estaban afectos a un derecho sindical equivalente al tres por ciento del monto del contrato, que corresponderá pagar por partes iguales al empresario y al artista.

5°.-Que este artículo 3° fue derogado, en virtud de lo dispuesto en el Decreto Ley Nº 3355, publicado el 17 de Mayo de 1980, desconociéndose las razones precisas que hayan motivado la eliminación de esta norma.

6°.-Que estimamos que debe restituirse la existencia del pago de este derecho en favor del mencionado sindicato, que desde su creación, el 11 de junio de 1954, se ha caracterizado por la valoración, rescate y difusión del folklore nacional, contribuyendo de este modo al resguardo de nuestro patrimonio cultural y preservación del mismo para las futuras generaciones.

7°.-Que para tal efecto, se requiere de un proyecto de ley de iniciativa presidencial, atendida la materia sobre la cual incide.

En mérito a lo expuesto,

EL SENADO DE LA REPÚBLICA ACUERDA:

Solicitar a S.E., el Presidente de la República, el envío al Congreso Nacional de un proyecto de ley que modifique la ley Nº 17.439, restituyéndose su artículo 3°, que fuera derogado, en virtud de la dictación del Decreto Ley Nº 3355 de 1980, con un texto del siguiente tenor:

“Artículo 3°. Los contratos de trabajo que celebren los folkloristas y guitarristas, estarán afectos a un derecho sindical en favor del Sindicato de Folkloristas y Guitarristas de Chile, equivalente al tres por ciento del monto del contrato, que corresponderá pagar por partes iguales al empresario y al artista”.

(Fdo.): Francisco Chahuán Chahuán, Senador.- Hernán Larraín Fernández, Senador.
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PROYECTO DE ACUERDO PRESENTADO POR LOS SENADORES SEÑORES CHAHUÁN Y GIRARDI, REFERIDO A LA INCLUSIÓN DE LA ENFERMEDAD DE CROHN EN EL RÉGIMEN DE GARANTÍAS EXPLÍCITAS DE SALUD

(S 1343-12)

1°.-Que con fecha 3 de Septiembre de 2004, se publicó la Ley Nº 19.966, que establece un Régimen de Garantías en Salud, como un instrumento de regulación sanitaria que forma parte del Régimen de Prestaciones de Salud a que se refiere el artículo 4° de la Ley Nº 18.469, elaborado de acuerdo al Plan Nacional de Salud, estableciendo las prestaciones de carácter promocional, preventivo, curativo, de rehabilitación y paliativo y los programas que dicho Fondo Nacional debe cubrir a sus respectivos beneficiarios, en su modalidad de atención institucional, conforme a lo establecido en la citada ley Nº 18.469.

2°.-Que dicho cuerpo ley estableció un régimen de Garantías Explícitas en Salud, relativas al acceso, calidad y protección financiera y oportunidad con que deben ser otorgadas las prestaciones, asociadas a un conjunto priorizado de programas, enfermedades o condiciones de salud que señale el decreto correspondiente, debiendo el Fondo Nacional de Salud y las Instituciones de Salud Previsional, asegurar obligatoriamente dichas garantías a sus respectivos beneficiarios.

3°.-Que a la fecha, y en virtud de lo dispuesto en dicha ley y lo establecido en el Decreto Supremo Nº 44 del año 2007, del Ministerio de Salud, se han incluido sesenta y nueve patologías, de diversa naturaleza, en el citado régimen de Garantías Explícitas.

4°.-Que se requiere incluir en el señalado régimen a la denominada “enfermedad de Crohn”, patología que en nuestro país afecta a miles de personas, en la cual el sistema inmunitario de la persona ataca su propio intestino, produciendo inflamación, y frecuentemente ataca al íleon o tramo final del intestino delgado, aún cuando la enfermedad puede aparecer en cualquier sector del tracto digestivo.

5°.-Que esta patología, cuyos síntomas normalmente se manifiestan en personas jóvenes (entre 15 y 35 años de edad), no tiene cura, pero es controlable, para lo cual requiere de un tratamiento de muy alto costo, ya que en una primera etapa se aplican corticoides, inmunomoduladores y antibióticos para los abscesos y fístulas que suelen aparecer, y cuando dicho tratamiento se torna ineficaz, debe darse inicio a una segunda etapa en el tratamiento, denominada terapia biológica, que precisa de fármacos de costo mucho más elevado.

6°.-Que por estas razones, se hace necesario que esta patología sea incluida en el régimen de Garantías Explícitas en Salud ya mencionado, lo que permitirá a los pacientes que se encuentran afectados por la misma, tener acceso a tratamientos adecuados, y de costo razonable.

En mérito a lo expuesto precedentemente,

EL SENADO DE LA REPÚBLICA ACUERDA:

Solicitar al Ministro de Salud, que tenga a bien disponer se incluya a la denominada “enfermedad de Crohn”, en el listado de patologías que contempla el Régimen de Garantías Explícitas de Salud, establecido en la Ley Nº 19.966, regulado por el Decreto Supremo Nº 44 de 2007, del Ministerio de Salud.

(Fdo.): Francisco Chahuán Chahuán, Senador.- Guido Girardi Lavín, Senador.
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� Mario Varas Castillo, citado por Eduardo Caamaño Rojo y José Luis Ugarte Cataldo, en Negociación Colectiva y Libertad Sindical (2010).


�  Comisión de las Comunidades Europeas, Libro Verde. Modernizar el Derecho Laboral para afrontar los retos del siglo XXI (2006). 


� Los principales instrumentos jurídicos internacionales que reconocen la libertad sindical emanan de la Organización Internacional del Trabajo (OIT), destacándose los siguientes: 


Convenio Nº 87, de 1948, sobre libertad sindical y protección del derecho de sindicación (Convenio ratificado por Chile el año 1999); 


Convenio Nº 98, de 1949, sobre el derecho de sindicación y de negociación colectiva (los dos Convenio ratificado por Chile el año 1999); 


Convenio N° 135, de 1971, sobre la protección y facilidades que deben otorgarse en la empresa a los representantes de los trabajadores (Convenio ratificado por Chile el año 2000); 


Convenio N° 141, de 1975, sobre organizaciones rurales; 


Convenio Nº 151, de 1978. sobre la protección del derecho de sindicación y los procedimientos para determinar las condiciones de empleo en la Administración Pública (Convenio ratificado por Chile el año 2000); 


Convenio N° 154, de 1981, sobre promoción de la negociación colectiva; y 


Declaración relativa a los Principios y Derechos Fundamentales en el Trabajo, de 1998.
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